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RESUMEN 

La presente investigación se centra en el análisis de la implementación de un 

procedimiento de tipo monitorio judicial al ámbito notarial, lo que se denominará como 

Procedimiento Monitorio Notarial, ya que la declaración de nulidad de un documento 

falsificado en el ámbito civil es dilucidada dentro de un proceso ordinario, lo que implica una 

extrema retardación por la estructura misma de dicho proceso. Además, para obtener la 

nulidad, es necesario la previa declaración de falsedad de los documentos notariales en sede 

penal, lo cual implica per se un doble juicio innecesario.  

En este marco, en el presente trabajo de investigación se propone la incorporación de 

un procedimiento rápido y ágil, el cual está inspirado en un método jurídico que coadyuve a 

la rauda tutela de los derechos: el proceso de estructura monitoria. Empero, no se le otorga 

el carácter jurisdiccional, sino su aplicación en la función notarial, más precisamente en las 

entidades desconcentradas el órgano rector del notariado plurinacional las Direcciones 

Departamentales.  

Se busca que estas entidades del notariado plurinacional, en base al “derecho notarial 

justo”, eviten la extrema judicialización de los conflictos y su resolución, máxime si el método 

–ahora planteado–, tiene una visión que contribuya a la desjudicialización de los conflictos y 

logre la cultura de paz.  

Se han propuesto, dentro de la doctrina notarial una serie de elementos o 

herramientas que buscan evitar la extrema litigiosidad en estrados judiciales, vale decir, se 

han creado métodos jurídicos que sirven de paliativo al proceso judicial, uno de ellos es la 

jurisdicción de la vía voluntaria notarial. Esta última, es el antecedente más próximo al objeto 

de estudio, pero distinguiéndose de ella en razón a la creación de un nuevo método 

propiamente del derecho notarial, se hace alusión al ya mencionado procedimiento monitorio 

notarial la cual se caracteriza por su rápida aplicación para la tutela efectiva de los derechos 

subjetivos. La declaración de nulidad podría fácilmente dilucidarse en sede notarial, con el 

solo requisito o título fundante de existir una sentencia condenatoria en un proceso penal que 

declare la falsedad material o ideológica de un documento notarial. Entonces, no es necesario 

la duplicidad de procedimientos en el ámbito penal y civil por lo mencionado. 

A lo sumo, la declaración de falsedad de documentos notariales en el ámbito penal, 

sea por falsedad material o ideológica, es por sí mismo un título válido y perfecto (sentencia 

condenatoria) para la declaración de nulidad de un documento notarial, sin la necesidad de 

acudir a la jurisdicción ordinaria civil, vale decir, con la presente investigación se busque la 

aplicación directa de un nuevo método alternativo al proceso civil ordinario, la cual se inspire 

en la denominada “neo-función notarial”, que legitima la actuación del órgano rector del 
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tabelion (notarios de fe pública), declarando nulos los documentos notariales falsificados al 

amparo del procedimiento monitorio notarial propuesto. 

PALABRAS CLAVE: Procedimiento monitorio notarial, declaración de falsedad, 

declaración de nulidad, función notarial, derecho notarial justo. 
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ABSTRACT 

This research focuses on the analysis of the implementation of a judicial monitoring 

procedure in the notarial field, which will be called the Notarial Monitoring Procedure, since 

the declaration of nullity of a falsified document in the civil field is elucidated within an ordinary 

process, which implies an extreme delay due to the very structure of said process. In addition, 

to obtain the nullity, it is necessary to previously declare the notarial documents false in 

criminal proceedings, which implies per se an unnecessary double trial. 

Within this framework, in the present research work the incorporation of a fast and 

agile procedure is proposed, which is inspired by a legal method that contributes to the rapid 

protection of rights: the monitoring structure process. However, it is not granted jurisdictional 

character, but its application in the notarial function, more precisely in the decentralized 

entities, the governing body of the plurinational notariat, the Departmental Directorates. 

The aim is for these entities of the plurinational notary, based on “fair notarial law”, to 

avoid the extreme judicialization of conflicts and their resolution, especially if the method –now 

proposed– has a vision that contributes to the dejudicialization of conflicts and achieves a 

culture of peace. 

A series of elements or tools have been proposed within the notarial doctrine that seek 

to avoid extreme litigiousness in courts, that is to say, legal methods have been created that 

serve as a palliative to the judicial process, one of them is the jurisdiction of the voluntary 

notarial route. The latter is the closest antecedent to the object of study, but distinguishing 

itself from it due to the creation of a new method proper to notarial law, reference is made to 

the aforementioned notarial monitoring procedure which is characterized by its rapid 

application for the effective protection of subjective rights. The declaration of nullity could 

easily be elucidated in a notarial office, with the sole requirement or founding title of a 

condemnatory sentence in a criminal process that declares the material or ideological 

falsehood of a notarial document. Therefore, the duplication of procedures in the criminal and 

civil spheres is not necessary for the reasons mentioned above. 

At most, the declaration of falsity of notarial documents in the criminal sphere, whether 

due to material or ideological falsehood, is in itself a valid and perfect title (condemnatory 

sentence) for the declaration of nullity of a notarial document, without the need to resort to the 

ordinary civil jurisdiction, that is to say, with the present investigation, the direct application of 

a new alternative method to the ordinary civil process is sought, which is inspired by the so-

called "neo-notarial function", which legitimizes the action of the governing body of the tabelion 

(notaries of public faith), declaring null the falsified notarial documents under the proposed 

notarial monitoring procedure. 
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KEYWORDS: Notarial monitoring procedure, declaration of falsehood, declaration of 

nullity, notarial function, fair notarial law. 
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INTRODUCCIÓN 

En Bolivia, uno de los problemas que afecta a las víctimas de la utilización de 

documentos notariales falsificados, es afrontar el proceso civil para la restitución de sus 

derechos afectados por esta conducta delictiva. El proceso penal contra el o los falsificadores, 

ya de por sí difícil y moroso, no le restituye a la víctima sus derechos de forma inmediata y 

oportuna, incluso, ni siquiera cuando culmina con la declaración de la falsedad de dichos 

documentos. Una vez superada la instancia penal, la victima debe acudir a sede judicial civil 

para iniciar el proceso de nulidad de los documentos notariales falsificados y, de este modo, 

recuperar sus derechos. 

Esta es una problemática que se constata permanentemente en los tribunales de 

justicia del país, ya que está determinada así por la legislación vigente. En efecto, si bien el 

Derecho Penal establece la instancia y las condiciones para la determinación de la falsedad, 

ya sea material o ideológica de los documentos notariales, es el Derecho Civil el que define 

la nulidad de estos documentos. En resumen, en Bolivia, la restitución de los derechos 

implicados en los documentos notariales falsificados, restitución en favor de las víctimas, se 

determina en ámbito jurisdiccional y mediante proceso ordinario.   

Aunque una parte de la doctrina y de la legislación comparada han desarrollado 

fundamentos que justifican esta prolongación del proceso de la recuperación de los derechos 

de los derechos de las personas afectadas, otra parte de la doctrina da lugar a la formulación 

de alternativas con el propósito de evitar esa vía crucis mediante la aplicación de mecanismos 

alternativos como la jurisdicción voluntaria y el procedimiento monitorio notarial, cuya 

institucionalización y aplicación tienen la virtud de evitar el juicio civil y restituir rápida y 

oportunamente esos derechos lesionados, en sede notarial.  

En este marco, el presente trabajo de investigación aborda esta problemática, desde 

el tipo de investigación jurídico-propositiva, lo que implica:  

a) Analizar el régimen boliviano de nulidad de documentos notariales declarados 

falsos en proceso penal, a fin de identificar los obstáculos que hacen que la 

restitución rápida y oportuna de los derechos dañados por esta conducta delictiva.  

b) La formulación y fundamentación de una propuesta de carácter normativo 

consistente en la aplicación del procedimiento monitorio notarial que declare la 

nulidad del documento declarado falso en sede penal, sin el proceso civil.  

La tesis está estructurada de acuerdo a los siguientes capítulos. 

En el capitulo 1, se describe la problemática que implica el régimen de nulidad de 

documentos notariales declarados falsos en proceso penal, el carácter procedimental de la 
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misma, y se describe la estrategia metodológica que se siguió y que permitió alcanzar los 

objetivos definidos en este mismo capitulo. 

En el capítulo 2, que corresponde al marco teórico, se desarrollan los fundamentos 

que sostienen la idea de la aplicación del procedimiento monitorio notarial en la declaración 

de nulidad de documentos públicos declarados falsos en proceso penal. En este marco, se 

desarrolla una argumentación que destaca la importancia de establecer las diferencias entre 

la jurisdicción contenciosa y la jurisdicción voluntaria y la jurisdicción contenciosa; la 

declaración sustantiva de nulidad de documentos notariales y la declaración instrumental de 

nulidad de documentos notariales. Sobre la base de esta argumentación se desarrollan los 

fundamentos de la aplicación del procedimiento monitorio notarial en la nulidad de 

documentos notariales declarados falsos en proceso penal, y se identifican las excepciones 

o los casos en los que hay inconvenientes. 

En el capítulo 3, se describe y analiza el régimen legal boliviano de la nulidad de 

documentos notariales declarados falsos en sede penal. También se analiza el derecho 

comparado sobre la materia. En este marco se analiza la Ley 483 del Notariado Plurinacional 

y algunas Instructivas notariales que configuran este régimen legal. 

En el capítulo 4, se presenta y analiza los resultados de la aplicación de los 

instrumentos de recopilación de información, vale decir, el cuestionario de entrevistas y boleta 

de encuesta sobre las opiniones de especialistas, notarias y notarios sobre la aplicación del 

procedimiento monitorio para la nulidad de documentos notariales declarados falsos en 

proceso penal. Con el desarrollo de estos aspectos, se cierra la investigación propiamente 

dicha. 

En el capítulo 5, se presenta la propuesta de la investigación, bajo la forma de un 

proyecto de Ley y de un Reglamento de la aplicación del procedimiento monitorio para la 

nulidad de documentos notariales declarados falsos en proceso penal.  

Finalmente, en el capitulo 6, se puntualizan las conclusiones y recomendaciones de 

la investigación. 

En el trabajo se han anexado el Cuestionario para las entrevistas realizadas y la boleta 

de encuesta. 
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CAPÍTULO I.  EL PROCESO DE NULIDAD DE DOCUMENTOS NOTARIALES 
DECLARADOS FALSOS 

La investigación sobre El Proceso de Nulidad de Documentos Notariales Declarados 

Falsos, presenta exigencias metodológicas que se centran en un enfoque analítico y 

descriptivo. La investigación también plantea la formulación del problema de investigación, 

una pregunta principal y preguntas complementarias que guían el análisis.  

En este marco, en el presente capítulo 1, se describe la problemática que implica el 

régimen de nulidad de documentos notariales declarados falsos en proceso penal, el carácter 

procedimental de la misma, y se describe la estrategia metodológica que se siguió y que 

permitió alcanzar los objetivos definidos en este mismo capitulo. 

1.1 Planteamiento del problema 

El problema que se aborda en esta investigación -cuya planificación se describe en 

este capítulo, gira en torno a los documentos notariales, la declaración de la falsedad de los 

mismos en sede penal, la restitución de los derechos patrimoniales de las víctimas en sede 

civil, y la búsqueda de una alternativa no jurisdiccional, y procedimentales, una salida en sede 

notarial que beneficie a las víctimas de las falsificaciones con una justicia rápida y oportuna.  

En el presente, la Ley del Notariado Plurinacional al hacer referencia a la nulidad de 

los documentos notariales es muy escueta. Al respecto, en su artículo 82, se limita a enunciar 

que solo puede declararse mediante sentencia ejecutoriada emanada por autoridad 

jurisdiccional competente, es decir, remite al ámbito civil una cuestión que puede resolverse 

expeditamente en el ámbito notarial.     

La declaración de la nulidad de los documentos notariales falsificados se ha convertido 

en uno de los problemas de la justicia en Bolivia por la complejidad y la morosidad, la injusticia 

y los riesgos que conlleva. La declaración de nulidad de esos documentos se produce previo 

juicio en la vía penal y culmina en la vía civil, es decir, se da en dos procesos. 

Durante estos procesos, las víctimas tienen suspendidos los derechos que consagran 

los documentos falsificados. Las víctimas, después de concluir un proceso penal largo, 

estresante y costoso, aun no ven restituido sus derechos, pues su propiedad sigue a nombre 

de los falsificadores, debe recurrir a un proceso civil ordinario para solicitar la declaración de 

nulidad del documento notarial y cancelación de su registro en las Oficinas de Derechos 

Reales. 

La nulidad de los documentos notariales es un problema amplio. En esta investigación 

se focalizan los documentos notariales declarados falsos en sede penal. Estos documentos 

pueden ser declarados falsos por falsedad material o ideológica. Lo que interesa para la 
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investigación que se realizará es que han sido declarados falsos en una instancia 

jurisdiccional penal. El propósito del estudio es suspender la jurisdicción civil, ampliar la 

competencia notarial y aplicar el procedimiento del monitorio notarial en beneficio de la 

víctima. 

1.1.1 Antecedentes del problema 

El régimen de la doble jurisdicción (penal y civil) para la anulación de los documentos 

notariales falsificados ha permaneció inalterable desde la Ley del Notariado de 1858. En todo 

ese tiempo no se han producido cambios significativos en este régimen. La Ley del Notariado 

Plurinacional de 2014 tampoco ha modificado ese régimen, por el contrario, lo ha consolidado. 

El Notariado en Bolivia ha adquirido mucha importancia con la Ley del Notariado 

Plurinacional de 2014, la vigencia del divorcio notarial y la institucionalización de esta entidad, 

además de la profesionalización de su personal. A ello debe sumarse la capacitación de los 

profesionales notarios con la apertura de cursos de Diplomado y Maestría en Derecho 

Notarial. 

Sin embargo, las funciones del Notariado continúan limitadas a las funciones 

tradicionales, situación que se hace evidente en el caso de la declaración de nulidad de los 

documentos notariales declarados falsos en proceso penal. El Notariado sigue sin jugar un 

rol más decisivo en esta materia, ya que no tiene ninguna participación activa en este proceso. 

Esta limitación del Notariado Plurinacional de Bolivia, contrasta con la situación de los 

Notariados de muchos países del resto del mundo, algunos de los cuales, como México y 

España, se han convertido en verdaderas Jurisdicciones Voluntarias donde se pueden 

satisfacer demandas o peticiones de parte del modo más ágil y oportuno posible, como se 

constatará en la investigación propiamente dicha. 

La modalidad de la doble jurisdicción para la anulación de documentos notariales 

falsificados tiene más de un siglo y medio de vigencia en Bolivia, corresponde buscar alguna 

alternativa a esta situación, a fin de lograr una justicia más rápida y oportuna. 

1.2 Delimitación del problema 

Como ya se ha señalado, en esta investigación se focalizan los documentos notariales 

declarados falsos en sede penal y se busca que estos documentos sean declarados nulos en 

sede notarial mediante el procedimiento monitorio notarial. En este marco, el problema de la 

investigación está delimitado del siguiente modo: 
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1.2.1 Delimitación espacial 

La investigación, por el análisis de la normativa correspondiente y la formulación de 

la propuesta, tiene un alcance nacional, ya que la misma no será válida solo para alguna 

ciudad o departamento. 

1.2.2 Delimitación temporal 

La investigación está delimitada temporalmente desde la vigencia de la Ley del 

Notariado Plurinacional en 2014 hasta 2019. 

1.2.3 Delimitación temática 

La investigación está delimitada al tema de la nulidad de documentos notariales 

declarados falsos en la instancia penal. En este marco los temas secundarios que se 

relacionaran con la investigación son principalmente la Jurisdicción Voluntaria y el 

procedimiento monitorio notarial. Además de la legislación comparada sobre estas materias. 

1.3 Formulación del problema 

Pregunta principal 

¿Cuáles son los fundamentos e inconvenientes sobre la aplicación del procedimiento 

monitorio notarial aplicado a la declaración de nulidad de documentos declarados falsos en 

juicio penal respecto a los derechos de las personas afectadas por la falsedad; y las opiniones 

del notariado sobre la misma? 

Preguntas secundarias 

1. ¿Cuáles son los fundamentos para la aplicación del procedimiento monitorio en sede 

notarial para la nulidad de documentos notariales declarados falsos en proceso penal? 

2. ¿Cuáles son los inconvenientes de la aplicación del procedimiento monitorio en sede  

notarial para la nulidad de documentos notariales declarados falsos en proceso penal? 

3. ¿Cuáles son las opiniones de algunos miembros del notariado sobre la aplicación del 

procedimiento monitorio en sede notarial para la nulidad de documentos notariales 

declarados falsos en proceso penal? 

Objeto de estudio: Estudiar el régimen legal de nulidad de documentos notariales 

declarados falsos vigentes en el país en el periodo de vigencia de  la Ley del Notariado 

Plurinacional, en el ámbito o espacio de aplicación de Bolivia, con el propósito de: i) identificar 

sus limitaciones con relación a la protección de los derechos de las víctimas de falsificación, 

y ii) determinar la factibilidad de incorporar el procedimiento monitorio notarial en este 

régimen, a fin de acelerar el proceso de recuperación de los derechos patrimoniales de estas 

víctimas y asignar al Notariado un rol de mayor importancia en dicho régimen.  
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1.4 Objetivos 

1.4.1 Objetivo general 

Coadyuvar al estudio de la aplicación e implementación del procedimiento monitorio 

notarial en cuanto a la declaración de nulidad de documentos declarados falsos en juicio penal 

que restituya los derechos de la víctima de falsedad documental de modo rápido y oportuno, 

y formular una propuesta dirigida a la incorporación del instrumento en la Ley del Notariado 

Plurinacional. 

1.4.2 Objetivos específicos 

1. Recopilar las opiniones de algunos miembros del notariado sobre la aplicación del 

procedimiento monitorio en sede notarial para la nulidad de documentos notariales 

declarados falsos en proceso penal. 

2. Identificar y desarrollar los fundamentos de la aplicación del procedimiento monitorio 

en sede notarial para la nulidad de documentos notariales declarados falsos en 

proceso penal. 

3. Analizar los inconvenientes de la aplicación del procedimiento monitorio en sede 

notarial para la nulidad de documentos notariales declarados falsos en proceso penal. 

4. Elaborar y fundamentar una propuesta para la aplicación e implementación del 

procedimiento monitorio notarial para la declaración de nulidad de documentos 

notariales declarados falsos en procesos penales, por las Direcciones 

Departamentales del Notariado Plurinacional. 

1.4.3 Idea a defender 

Existen fundamentos e inconvenientes sobre la aplicación del procedimiento monitorio 

notarial aplicado a la declaración de nulidad de documentos declarados falsos en juicio penal 

respecto a los derechos de las personas afectadas por la falsedad; y las opiniones del 

notariado sobre la misma son variadas. 

1.5 Justificación de la investigación 

La realización de la propuesta de la investigación se justifica por:  

a) Su importancia, bajo el régimen jurídico vigente las víctimas de la falsedad de 

documentos notariales ven sus derechos patrimoniales suspendidos y deben seguir un 

proceso moroso y costoso para recuperarlos;  

b) Su actualidad, este problema está vigente, afecta a muchas personas y no ha sido objeto 

de estudio y menos se han formulado soluciones desde el ámbito jurídico y las facilidades 

que supondría el procedimiento del monitorio notarial;   
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c) Su oportunidad, el sistema notarial de Bolivia está en un proceso de perfeccionamiento 

de sus funciones, la aplicación del procedimiento del monitorio notarial puede contribuir a 

ello; y 

d) Su aporte, se trata de una investigación que propone la aplicación de un instrumento 

procesal (el procedimiento monitorio) en el campo notarial, lo que hasta el presente no ha 

sido planteado por ninguna otra investigación. 

1.6 Estrategia metodología 

Para desarrollar una estrategia metodológica sobre los fundamentos y los 

inconvenientes de la aplicación del procedimiento monitorio a la declaración de nulidad de 

documentos notariales declarados falsos en proceso penal, se deben considerar varios 

elementos clave.  

A continuación, se detalla el tipo de estudio, el enfoque, los métodos, las técnicas y 

los procedimientos a utilizar. 

Tipo de Estudio 

El estudio será exploratorio-descriptivo, ya que busca analizar y describir las 

características del procedimiento monitorio en el contexto específico de la nulidad de 

documentos notariales falsos. Este tipo de investigación permitirá identificar los fundamentos 

teóricos y prácticos, así como los inconvenientes asociados a su aplicación. 

Enfoque de Estudio 

Se adoptará un enfoque cualitativo. Este enfoque es adecuado para entender las 

percepciones, experiencias y opiniones de los actores involucrados en el procedimiento 

monitorio y su interacción con la nulidad de documentos notariales. Además, permitirá 

explorar aspectos éticos y legales que pueden no ser evidentes en un análisis cuantitativo. 

Métodos 

1. Método Documental 

Se realizará una revisión exhaustiva de la legislación vigente, jurisprudencia, doctrinas 

y artículos académicos relacionados con el procedimiento monitorio y la nulidad de 

documentos notariales. Esto proporcionará un marco teórico sólido para el análisis. 

2. Método Analítico 

Se utilizará para descomponer el procedimiento monitorio en sus componentes clave 

(fundamentos, características, limitaciones) y evaluar cómo estos se relacionan con la 

declaración de nulidad de documentos notariales.  
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3. Método Comparativo 

Se compararán diferentes legislaciones y prácticas judiciales en relación con el 

procedimiento monitorio en varios países, lo que permitirá identificar buenas prácticas y 

posibles mejoras en el contexto local 
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CAPÍTULO II.  FUNDAMENTOS Y EXCEPCIONES DE LA APLICACIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO MONITORIO NOTARIAL 

En este capítulo 2, se desarrollan los fundamentos que sostienen la idea de la 

aplicación del procedimiento monitorio notarial en la declaración de nulidad de documentos 

públicos declarados falsos en proceso penal. En este marco, se desarrolla una argumentación 

que destaca la importancia de establecer las diferencias entre la jurisdicción contenciosa y la 

jurisdicción voluntaria y la jurisdicción contenciosa; la declaración sustantiva de nulidad de 

documentos notariales y la declaración instrumental de nulidad de documentos notariales. 

Sobre la base de esta argumentación se desarrollan los fundamentos de la aplicación del 

procedimiento monitorio notarial en la nulidad de documentos notariales declarados falsos en 

proceso penal, y se identifican las excepciones o los casos en los que hay inconvenientes. 

2.1  MARCO TEÓRICO 

La creciente importancia teórica y doctrinaria sobre los temas del Derecho Notarial, 

ha generado una serie de estudios sobre la función notarial y la ampliación del tabelion en 

razón a sus funciones y atribuciones. Así pues, en lo que data de los últimos tiempos, los 

estudios sobre el fenómeno del servicio notarial, tiene presente una amplia gama de 

temáticas, las cuales son tan variadas como autores existen; por lo mismo, se ha visto una 

tendencia de incrementar las funciones del dador de fe; y, por ende, del ente rector del mismo, 

entre ellas –la que proponemos– la de dirigirse una suerte de “procedimiento monitorio 

notarial” para la declaración de nulidad de documentos declarados falsos en juicio penal. 

2.1.1 A modo de introito sobre la neo-función notarial.  

Son clásicos los planteamientos doctrinales sobre lo que represente la función 

notarial, por lo mismo, dichos criterios han minimizado –por decirlo de algún modo– la 

importancia del servicio notarial. Sin embargo, en los últimos tiempos, se han llevado 

propuestas, de tipo investigativa, que han configurado la figura del notario en algo más que 

un escribano. Por lo mismo, inclusive, han superado la figura del notario como un dador de fe 

pública, dando una configuración más relevante y agente que busca la “desjudilizacion” de 

los conflictos, sea a partir de la “Teoría del derecho notarial justo”.1 Ello también inmiscuye, 

per se, a su órgano rector.  

 

1 A los efectos del trabajo, dicho termino será fundamental, siendo que es uno de los 
argumentos sobre un notariado que resuelva conflictos que, por mero formalismo, se llevaban (y se 
llevan) sin razón en la vía judicial, burocratizando la justicia a niveles exorbitantes, contribuyendo a una 
cultura del litigio y dejando de lado la afama cultura de paz que busca el Estado boliviano. Así mismo, 
dicho conceptos (derecho notarial justo), es un planteamiento teorético propuesto por el eximio, 
Sebastián Justo Cosola, la cual servirá como uno de los fundamentos para una “neo-funcion notarial”, 
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En tal merito, la orientación del notariado en los últimos tiempos, se fundamenta en el 

incremento de funciones del tabelion. Ello no representa una sobrecarga al notario, sino más 

bien como una forma alternativa al proceso judicial, la cual representa un “daño” por su 

excesiva formalidad y lentitud. Téngase en cuenta que, la función notarial no es mero-

mecánica, sino tiene ampliaciones a dimensiones jurídica y éticas. Entonces, se podría decir 

que, la función notarial no puede ser entendida, como la de un escribano, ni quedarse con la 

dación de fe, sino que debe contribuir a una cultura de paz y resolución de conflictos que, si 

se es perceptivo, ya fueron resueltos (téngase presente el argumento dicho in fine). 

En cuyo mérito, en lo que sigue de las líneas, se desarrollará un avance sobre las 

dimensiones funcionales del notario, para configurar una nueva visión acerca de lo que debe 

y tiene que hacer el dador de fe, es lo que denominaremos como “neo-función notarial”, 

inspirada en el denominado derecho notarial justo. Este punto dará paso legitimario para la 

configuración de un método (herramienta o instrumento) jurídico que tendrá sede ante el 

órgano rector del notariado plurinacional en Bolivia, es decir, la Dirección del Notariado 

Plurinacional – DIRNOPLU, ello para tutelar a las víctimas de falsedad documental, que 

contribuirá a la restitución de sus derechos y la aceleración del proceso de nulidad cuando 

los documentos falsos sean declarados como tal en la vía penal.  

2.1.2 Para una comprensión sobre la función notarial 

Ciertamente, el presente estudio debe iniciar comprendiendo a la función notarial. 

Esta última nos ayudara a verificar si es eficaz o debe encontrar una evolución en sus 

postulados, vale decir, se puede comprenderse una “neo-función notarial”.  

Entonces, se podría decir que la función notarial como “cualquier” otra función, 

delegada del Estado y anteriormente por una determinada sociedad, encuadraría su visión 

en la axiología. Ya puede verse comprendida la justicia per se. Entonces, la función notarial, 

ve a la justicia –en sentido amplio– como el fin de cualquier actividad pública, pero con 

aspiraciones privadas.   

Ciertamente, ut supra hemos adelantado una especie de concepción preventiva de la 

función notarial, dicho sea, la función notarial es preventiva en tanto que logra –o por lo menos 

lo intenta– la afamada “cultura de paz”. En tal sentido, se puede vislumbrar dos conceptos 

importantes en la función notarial: Justicia y Prevención. La función notarial, por lo dicho, 

buscara garantizar la justicia (Aguilar Basurto, 2014), dejando atrás sus funciones mero-

 

lo cual da legitimidad para que el órgano rector de los mismos pueda realizar la declaración de nulidad 
(véase ut infra). 
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mecánicas, dándole una nueva dimensión a su envestidura cuasi divina en razón a su aliento 

de vida para con los actos y negocios jurídicos ad solemnitatem. En tal sentido, ya podremos 

incluir y dar paso a la denominada “Teoría General del Derecho Notarial Justo” del egregio 

profesor argentino, Sebastián Justo Cosola,2 que ayudara a comprender las bendiciones de 

una “neo-función notarial”, que coadyuve a conseguir la temprana o prematura solución al 

conflicto de intereses opuestos y que, en consecuencia, de legitimidad para la resolución de 

conflictos de su ente rector.3  

La contribución investigativa, en los últimos tiempos, ha concluido que la función 

notarial no es más una simple escribanía. Ello eleva de manera unísona las voces de un 

notariado justo. A propósito de ello, una hermosa tesis doctoral del jurista, Luis Arturo Aguilar 

Basurto, en razón a las connotaciones justas y preventivas de la función notarial, señala lo 

siguiente:  

El Estado, como hemos visto hasta aquí, tiene como fin primordial el de garantizar la 
justicia en la sociedad. La justicia no es susceptible de objetivarse directamente sino 
sólo a través de la realización armónica de los valores de igualdad, libertad y 
seguridad, que le son consustanciales. Una parte muy importante de la seguridad 
jurídica la representa la seguridad preventiva o cautelar. La función notarial contribuye 
a la realización de este fin dotando, a las relaciones jusprivatistas, de certeza y 
seguridad jurídicas. 
Ahora bien, explicada la naturaleza de la función notarial, en atención a su finalidad, 
que es la justicia preventiva…”. (Aguilar Basurto, 2014) 
Este punto es de importancia superlativa, toda vez que se advierte una función notarial 

que puede, prácticamente, encargarse de la resolución de conflictos en sentido amplio. Dicho 

de otro modo, ese sentido amplio que se refiere, puede abarcar aspectos que la teoría 

procesal por tradición obsesiva podría soltar; por supuesto, no todo aspecto podría dejar su 

judicialización, pues, el proceso –a nuestros días– es el método jurídico de resolución de 

conflictos por antonomasia, sin embargo, hay aspectos que no tienen razón de ser en la vía 

 

2 Sin duda, este profesor rioplatense, tiene que una importante cabida dentro de los estudios 
notariales, pues, se ha consolidado –gracias a sus estudios– el denominado concepto de derecho 
notarial justo. A decir verdad, encontramos su máxima expresión en el trabajo denominado: “Hacia una 
consolidación de la teoría general del derecho notarial justo”, donde se expresan con más ahínco los 
deberes éticos notariales aplicados, teniendo como brazos la responsabilidad (fe pública) y los 
sistemas notariales (técnica documental notarial), por lo mismo, las inclinaciones del autor referido, 
siempre se fundan en criterios realistas del iusnaturalismo. (Cosola, 2016). 

3 Adelantando tal criterio, se tratará de explicar la función notarial en su nueva perceptiva de 
resolución de conflictos, lo cual –necesariamente– deberá incrementar del mismo modo las funciones 
de la Dirección del Notariado Plurinacional – DIRNOPLU. Es decir, si el notario como un elemento 
fundamental pero individual de la dación de fe, tiene tantas prerrogativas al grado de evitar y resolver 
conflictos, no hay nada que impida que su ente rector, como representante del tablón general, pueda 
resolver conflictos más graves y que se lo dejaban al órgano jurisdiccional. A lo sumo, sí el notario 
puede, también lo podrá su ente rector.  
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judicial y que podrían llevarse dentro de una suerte de “procedimiento monitorio notarial” para 

la declaración de nulidad de documentos declarados falsos en juicio penal, sin necesidad de 

recurrir a la vía civil para dicha declaratoria.  

2.1.3 Perspectivas notariales: funcionalismo vs. profesionalismo 

Continuando, de acuerdo a lo dicho ut supra, la función notarial está íntimamente 

relacionada con la “deontología”, pues, en la nueva visión de la función notarial, se encuentra 

la fácil resolución de conflictos, vale decir, es la materialización de la cultura de paz. Ahora 

bien, continuando sobre la función notarial, se tiene tres perspectivas (i) funcionalistas, (ii) 

profesionalistas y (iii) mixtas, propuestas por la reconocida escribana argentina, Adriana 

Abella. Hablemos de los dos primeros (funcionalismo vs. profesionalismo), que nos interesa 

a los efectos del presente escrito investigativo.   

A. La denominada perspectiva del “funcionalismo”. 

A decir verdad, la autora referida refiere que la función notarial es –per se– un 

derivativo de la función pública, lo cual otorga un entorno eminentemente administrativo, 

máxime si no lo comprende como derivativo de una “función estatal”, idea que sería correcta 

para quien escribe.  

En la perspectiva “funcionalista” de Abella, reduce al tabelion a un simple escribano 

(no al extremo). Minimiza el verdadero espectro funcional que por esencia tiene el notario 

actual, más aún si se parte del notariado justo o lo que denominamos como “neo-función 

notarial”, toda vez que refiere que la función notarial consiste en “…dar forma de ser y de 

valer a los negocios jurídicos o en establecer la presunción de verdad de ciertos hechos, 

mediante la afirmación pasiva de su evidencia por el notario…” (Abella, 2010). 

B. La denominada perspectiva del “profesionalismo”. 

En el interesante escrito Derecho Notarial, derecho documental - responsabilidad 

notarial de Adriana Abella, la misma nos presenta esta perspectiva, consistente en la 

“profesionalidad” del notariado, máxime si es una función paliativa a la judicial.4 Esta 

perspectiva puede (desde ya) responder a la ética o la deontología notarial. La función notarial 

que se adecue a los cánones deontológicos se acerca una función comprometida a la 

preventiva y rápida resolución de conflictos derivados de actos y negocios jurídicos (mal) 

realizados por los particulares, en zaga de conseguir una cultura de paz.  

 

4 Esto represente una máxima o criterio popular que señala: “A notaria abierta, juzgado 
cerrado”. Es uno de los tantos puntos que se deberá considerar a modo de otorgarle mayores 
dimensiones al notariado.  
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A decir verdad, esta perspectiva es la que fundamenta nuestra investigación, dicho 

sea, la realización de actos jurídicos viciados de nulidad por contravenir el ordenamiento 

jurídico normativo o ser, inclusive, inexistentes, no representan contenido jurídico que surta 

efectos legales, siendo nulos ipso iure, naciendo la obligatoriedad jurídica y ética de declararla 

nula por aquel que “supuestamente” la emitió o por el organismo notarial que vela por la 

defensa de su institucionalidad. La perspectiva profesionalista de Abella, representa la ética 

aplicada en la función notarial, adecuado prácticamente sus fundamentos en el derecho 

notarial justo.  

Ahora bien, todo ello da cuenta de la existencia de una función notarial de índole 

pública, máxime si el Estado está interesado en su regulación, de ahí que la escribana 

Adriana Abella, parafraseándola, entienda que la función notarial es “una función pública de 

ejercicio privado.  

…afectado a una actividad privada, pero con atributos que en parte lo equiparan a la 
gestión pública. El vínculo de la actividad notarial con el Estado dentro de un régimen 
de concesiones no importa adjudicar a sus beneficiarios el rango de funcionarios 
públicos. (Abella, 2010) 
Asumiendo una doble configuración (funcionalista y profesionalista), se entiende que 

la función notarial es, por tanto, pública, lo que extiende sus funciones en aras de la 

prevención de conflictos, máxime sí: ¡No puede concebirse un funcionario que apoye al 

conflicto dentro de una sociedad!  

A lo sumo, la excesiva conflictividad que emana –eventualmente– de supuestos 

negocios jurídicos mal realizados o, simplemente, no realizados, puede ser evitado por 

operadores del Estado que no precisamente recae en la desgastada figura del juez, la cual 

se encuentra deslegitimada conforme a la teoría política y democrática; a decir verdad, dicha 

resolución de conflictividad puede, fácilmente, ser evitada y resuelta por el ente rector del 

fedatario5. Como se refirió ut supra, la función notarial –antes de las ideas introductorias a la 

neo-función notarial– no considera, ni por asomo, el evitar o resolver conflictos; empero, como 

a la visión propuesta, de manera eficaz y eficiente puede encargarse del mismo, aspecto que 

legitima del mismo modo a su ente rector. Entonces, comprendida la neo-función notarial 

descrita en el presente trabajo, no cabe duda de la posibilidad de un fedatario capaz de evitar 

y resolver conflictos de intereses opuestos; sin embargo, parece que la tarea no termina, toda 

vez que no se le ha dotado de un método que logre tales propósitos, en lo que sigue se 

 

5 Dicho criterio debe entenderse como una relación vertical, es decir, si el notario tiene 
funciones resolutivas, también lo tendrá –con respecto a ciertos y determinados asuntos– el órgano 
institucional del notariado plurinacional, a través del DIRNOPLU. 
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buscara una alternativa al proceso judicial mediante la figura de una suerte de “proceso 

monitorio notarial” realizado ante el órgano rector de aquel notariado justo.  

2.1.4 Sobre algunos métodos jurídicos 

Ahora bien, en razón a las pretensiones (objeto) de nuestro estudio, se podría colegir 

rápidamente que la teoría ha planteado ideas novedosas en torno a la función notarial, entre 

ellas la denominada jurisdicción voluntaria notarial; empero, no se ha propuesto la idea de 

configurar una suerte de “proceso monitorio notarial”.  

Si se revisa la literatura jurídica, para organizar el marco teórico y conceptual de la 

presente investigación, no se halló –prácticamente– trabajos que aborden el tema de forma 

directa, es decir, no hay títulos que contengan el tema. Ante esta situación, se ha optado por 

revisar los trabajos que se refieren a partes del tema como, por ejemplo, el procedimiento 

monitorio (en general), el procedimiento monitorio notarial (en particular), la jurisdicción 

voluntaria, etc., es decir, se ha recuperado y aprovechado ideas parciales de uno y otro autor 

o texto.  Sin embargo, el concepto que ha servido de punto de partida es la “jurisdicción 

voluntaria notarial” como aquel método notarial que sirvió de paliativo a la extrema 

judicialización de los problemas de índole privado. 

A. Hablemos brevemente sobre la jurisdicción voluntaria notarial. 

Como se ha referido, la jurisdicción voluntaria notarial representa un concepto muy 

vinculado al notariado como tal; primero, porque implica la des judicialización de ciertas 

competencias, y, segundo, por la existencia de situaciones donde está ausente el conflicto o 

la purga de intereses contrapuestos, dicho sea, “situaciones” donde es necesaria únicamente 

la decisión de una autoridad que resuelva el requerimiento. 

A los efectos de la presente investigación, se podría aseverar que dicha “situación” es 

la que se hace presente, cuando la decisión de la autoridad penal, declara la falsedad de 

documentos notariales, la culpabilidad del autor de la falsificación y la sanción con su 

privación de libertad, ergo, la víctima, solo requiere que estos documentos fraguados sean 

anulados. En esta última situación, la víctima (ya) no tiene al frente a un oponente como tal y 

como ocurrió en el proceso penal. A lo sumo, es una situación no contenciosa. 

Para entender mejor la temática, bajo la actual legislación boliviana –aspecto que nos 

interesa–, la resolución de controversias de índole privada y patrimonial, está bajo el papel y 

la responsabilidad del juez de la jurisdicción civil; por su lado, en la jurisdicción voluntaria 

notarial, ese papel es asignado al notario, dicho sea, se trata de una jurisdicción voluntaria 

ejercida por el notario. Sin embargo, en dicha temática, se encuentra una diferencia, vale 
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decir, se debe diferenciar entre jurisdicción voluntaria ejercida por el juez, y jurisdicción 

voluntaria ejercida por el notario.  

Ambas jurisdicciones tienen una característica común, la ausencia de contención o 

litis. En la primera, el papel está asignado al juez y, en la segunda, al notario. Por eso se hace 

referencia a la jurisdicción voluntaria judicial, que es, como señala su adjetivo, una jurisdicción 

judicializada; y la jurisdicción voluntaria notarial, que es un ámbito desjudicializado.6 

Sobre la base de estas referencias se puede definir a la jurisdicción voluntaria notarial 

como la jurisdicción desjudicializada. La misma trata y decide demandas no contenciosas, 

demandas rogadas de fe pública, bajo la responsabilidad del notario. Es necesario destacar 

de esta definición dos aspectos: El carácter no contencioso de las demandas (como, por 

ejemplo, un divorcio de mutuo acuerdo) y, el carácter rogado de las mismas, es decir, el 

notario no actúa ex officio, sino, a pedido de parte. 

Todo ello tiene que ver con el denominado acceso a la justicia, pues bien, en la función 

notarial se profundizo una suerte de lucho contra la desjudicialización de los tramites 

voluntarios, dicho sea, busca una eficacia de cumplimiento con la denominada “vía voluntaria 

notarial”. La función notarial, ciertamente, parece ser –a los días de hoy– un “equivalente 

jurisdiccional” a los términos de Carnelutti. Se buscar dejar atrás la extrema litigiosidad de los 

tramites, máxime si en muchos casos no hay mucho que litigiar, o mejor, ya no queda nada 

por que litigar. Todas esas situaciones, prácticamente pueden ser conocidas y resueltas por 

el fedatario y, por ende, por el órgano rector del mismo.7 

Así pues, en el caso del ordenamiento jurídico boliviano, la Ley 483 del Notariado 

Plurinacional, manda una regulación por la vía voluntaria notarial que supla y deje atrás a la 

extrema judicialización de los asuntos y controversias de interés jurídico. La reconocida 

 

6 Como ejemplo típico, es la famosa evolución del notariado, a partir del divorcio notarial, una 
tarea asignada –conforme a los requisitos exigidos– a los tabeliones en Bolivia, pues, la solución del 
divorcio por mutuo acuerdo, es decir, libre de litigio, por el notario, es la expresión de la existencia de 
una jurisdicción voluntaria notarial. Bajo esa condición (el mutuo acuerdo) quien toma la decisión ya 
no es el juez, sino el notario. Ergo, lo que da lugar a la existencia de una jurisdicción voluntaria notarial. 

7 Téngase en cuenta que, bajo el principio de legalidad, los tramites en la vía voluntaria notarial 
son de exclusiva habilidad del notario de fe pública. Empero, cuando se habla de vía voluntaria notarial, 
también se habla de tutela sin contención o litis, por lo que, algunas situaciones como el procedimiento 
monitorio notarial deben ser tratado por otro órgano distinto al juez y al tabelion. Creemos que dicho 
órgano puede ser, como debe ser, por el órgano rector del notariado plurinacional.  Este órgano rector 
no resuelve aspectos de la vía voluntaria notarial (esto lo hace el notario), sino que resuelve asuntos 
no contenciosos, como aquellos donde el conflicto haya terminado. 
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profesora cubana, Josefina Chinea Guevara de Rosales, cuando analiza la vía voluntaria en 

la Ley 483, en un ensayo para la Universidad Andina Simón Bolívar (Sucre), nos refiere:  

Entre las principales características de la vía voluntaria notarial –creada por la Ley 483 
del Notariado Plurinacional para ofrecer nuevas competencias en actos de jurisdicción 
voluntaria a los Notarios, con el principal objetivo de desjudicializar tales asuntos–, se 
tiene… (Chinea Guevara, 2016)    
Por lo mismo, queda claro, entonces, que los litigios en la sociedad boliviana son 

bastante extensos y multiplicados en dimensiones geométricas. La vía voluntaria notarial 

debe ser la herramienta o instrumento de materialización del derecho del acceso a la justicia; 

herramienta aplicada, no desde los órganos jurisdiccionales, sino desde los trámites ante las 

Direcciones Departamentales del Notariado. De ahí que la función notarial debe ser justa, lo 

que da cuenta de que los derechos de índole garantista jurisdiccional, no son como 

aparentan, dicho de otro modo, esos derechos deben ser comprendidos lato sensu, para su 

eficacia en otros ámbitos que ayudan de mejor manera, inclusive, a que los derechos 

subjetivos sean de aplicación valida y eficaz.  

Continuando, resulta que el derecho al acceso a la justicia, es un aspecto bastante 

grande; es un derecho humano desde el ámbito internacional o convencional y un derecho 

fundamental desde el ámbito interno o constitucional. El acceso a la justicia –tal como la 

referimos–, tiene dimensiones profundas y superiores a las de sus primas hermanas: el 

derecho de acción y el derecho a la tutela judicial efectiva. La “justicia” como criterio jurídico 

y axiológico– abarca distintos espectros, vale decir, van más allá de lo meramente 

jurisdiccional, por lo mismo, son prácticamente aplicados (o aplicables) a la jurisdicción 

voluntaria notarial la cual no es ventilada a la luz de los tribunales, sino está a la luz del 

despacho notarial. Entonces, se podría decir que, la función notarial tiene aplicación de 

valores como la justicia, no limitándose per se a realizar la legalización, verificación y 

autenticación de actos y negocios jurídicos. Ese aspecto, como lo referimos anteriormente, 

da legitimidad para aplicar justicia al órgano rector o institución notarial boliviana.  

A lo sumo, el acceso a la justicia se ahonda cuando existen paliativos a la función 

jurisdiccional, dando como inmediato resultado a la vía voluntaria notarial, como salida más 

idónea, encuadrada en un derecho notarial justo y consolidando la denominada “neo-función 

notarial”. También es necesario tener presente que, la función del notariado, no es 

naturalmente la resolución de los conflictos de intereses opuestos, empero, con las nuevas 

tendencias y el derecho justo, no quedaría mal la idea. Todo ello contribuye al acceso a la 

justicia, siendo que –inclusive–, el notario se encuentra regulado por la Dirección del 

Notariado Plurinacional – DIRNOPLU, que está bajo la tuición del Ministerio de Justicia y 

Transparencia Institucional.  
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En nuestro caso en particular, la declaración judicial de la falsedad de documentos 

notariales, puede dar lugar a la emergencia de un asunto jurídico no contencioso (se hará 

hincapié en este aspecto ut infra), en tanto si la declaratoria de falsedad y la posible privación 

de libertad (o aplicación de otra pena) al autor de la falsificación, inhabilita a esté para 

constituirse en parte litigante, es decir, el litigio como tal, se da en las esferas del ámbito 

penal, sin embargo, una vez destruida la inocencia del acusado, ya no queda más que 

discutir, solo buscar la materialización o la realización de lo decidido judicialmente, ergo, ya 

no habrá necesidad de acudir a la jurisdicción civil buscando tutela, que en el fondo ya fue 

resuelta penalmente. Pues, sería una irrisorio que el condenado por falsedad pretenda 

mantener valido y perfecto un acto o negocio jurídico declarado falso judicialmente.  

Volviendo al tema de la vía voluntaria notarial, respecto a todo lo mencionado, 

podremos colegir que, en realidad, no es el medio que proponemos para la declaración de 

nulidad de un documento notarial declarado falso en materia penal; dicho sea de otro modo, 

la vía voluntaria notarial, pese a sus grandes virtudes, no es el mecanismo idóneo, pero si un 

justificativo o argumento auxiliar para nuestra propuesta. De ahí que, se propone incrementar 

las facultades del órgano rector del dador de fe, instituyendo el procedimiento monitorio 

notarial.  

Lo dicho anteriormente lo desenredaremos más adelante, comprendiendo que lo 

“voluntario” no es la consecuencia de la declaración de falsedad; sino que existe, más bien, 

una causa no contenciosa. Por lo tanto, voluntario y no contencioso no resultan ser conceptos 

sinónimos, sino más bien que trabajan juntos para con la vía voluntaria notarial, empero, no 

para la declaración de nulidad. En un apartado anterior, se describirá tal diferencia y los 

motivos por los que la vía voluntaria notarial no sería posible en nuestra formula, máxime si 

sus propias características no hacen posible dicha vía.   

B. El procedimiento administrativo: ¿Una posible solución? 

En realidad, sucede que los mecanismos para lograr una tutela de los derechos 

parecen ser escasos, vale decir, en ciertos y determinados casos. El hecho de que la 

declaración de nulidad, como es el objeto de nuestro estudio, no sea una sanción rápida, 

comprendiendo la existencia de una sentencia penal condenatoria por falsedad material o 

ideológica, parece irrisorio. Es decir, si se tiene una sentencia penal condenatoria, que 

declara como falso un documento notarial, parecería ilógico mantener la validez y eficacia de 

dicho acto o negocio jurídico. Sin embargo, su declaración de nulidad pasa por un tortuoso 

camino en estrados judiciales, no encuadrándose –ni siquiera– en un proceso rápido, sino 
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que se desempeña en un proceso lento y de cognición extrema,8 como lo es el proceso 

ordinario de conocimiento. Esto último, solo con el único fin de declarar o nulificar un 

documento que viola el orden jurídico normativo.  

Lo dicho anteriormente, resulta ser el quid del problema que hemos planteado, por lo 

mismo, tal vez la declaración de nulidad pueda “ratificarse” en sede administrativa; mejor 

dicho, tal vez la declaración de falsedad pueda “materializarse” en sede administrativa 

declarando nulo un documento notarial. ¿Esto es posible? 

Aparentemente, existen algunos antecedentes importantes a considerar, como por 

ejemplo dos disposiciones que han reglamentado dicha situación, hablamos de:  

− El trámite de reposición de documentos protocolares en sede administrativa;9  

− El trámite de reposición de firmas en sede administrativa.10  

Estos dos antecedentes, parecen dar una “pequeña”11 clave para la solución de 

algunas situaciones, las cuales no requieren su asistencia ante el órgano jurisdiccional. Es 

menester recordar lo siguiente, la nulidad representa una sanción que es determinada por la 

legislación, cuando un negocio jurídico aparentemente no cumple con los elementos 

esenciales para su conformación o viola el ordenamiento jurídico vigente. Cuando hablamos 

de falsificación, sea material o ideal, se está hablando de un delito expresado en una conducta 

que viola o transgrede el orden normativo, por lo que su existencia no es ni siquiera 

injustificada, sino que está prohibida. En tal sentido, la decisión judicial expresada en una 

sentencia penal condenatoria sería un requisito esencial para declarar, en el caso planteado, 

 

8 Al respecto, dicha cognición no es necesario, dicho sea, cognición resulta ser un sinónimo 
de conocimiento, por lo que en dichos procesos se busca conocer hechos, aspecto que no es requerido 
cuando un documento es declarado falso (material o idealmente), pues, dicha situación ya fue de 
conocimiento “extremo” –si se puede decir– dentro de un proceso penal. ¿Qué se pretende descubrir 
si se ha determinado en un juicio penal que un determinado documento viola el orden normativo? 

9 En realidad, dicha posibilidad responde a un Instructivo emanado del DIRNOPLU en Bolivia, 
estamos hablando del INSTRUCTIVO DIRNOPLU/DESP/NFP Nro. 003/2016, del 24 de marzo de 
2016, para el “Tramite de Reposición de Documentos Protocolares”. Este reglamento o acto 
administrativo de carácter general o colectivo, aplicado a los Notarios de Fe Pública, en realidad, está 
fundado al amparo del Art. 50 de la Ley 483 y el Art. 69 del Decreto Supremo Nro. 2189. 

10 Por su lado, esta posibilidad responde –de igual modo– a un Instructivo emanado del 
DIRNOPLU en Bolivia, estamos hablando del INSTRUCTIVO DIRNOPLU/DESP/NFP Nro. 004/2016, 
del 24 de marzo de 2016, para el “Tramite de Reposición de Firmas en la Matriz Protocolar”. Este 
reglamento o acto administrativo de carácter general o colectivo, aplicado a los Notarios de Fe Pública, 
en realidad, está fundado al amparo del Art. 69 del Decreto Supremo Nro. 2189. 

11 Se lo establece en comillas, por el simple hecho de ser una posible respuesta al problema, 
es decir, en realidad el procedimiento administrativo por su estructura es pequeño (de menor rango) 
que el proceso mismo, empero, es la gran solución al problema planteado, pues lo que hará es 
materializar la decisión, declarando algo que ya se dilucido en un proceso penal (véase más adelante). 
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la nulidad de un documento que no solo es inexistente, sino que en su virtual existencia viola 

el ordenamiento jurídico.  

Recuérdese bien, que el derecho administrativo ha fundado ciertos mecanismos que 

ayudan o tutelan los intereses de los administrados. Los dos antecedentes, parecen ser a 

priori, un mecanismo ideal y rápido para la declaración de nulidad. Los dos anteriores 

ejemplos, de trámites administrativos, aparentan una posibilidad para la declaración de 

nulidad en sede administrativa, cuando los documentos notariales habrían sido declarados 

como falsos en un proceso penal.  

En tal sentido, Roberto Dromi, extraordinario administrativa y iuspublicista, refiere que 

el acto administrativo es: “…como toda declaración unilateral efectuada en el ejercicio de la 

función administrativa, que produce efectos jurídicos individuales en forma directa” (Dromi, 

1985). A decir verdad, dicha concepción no podría ser del todo reconocible, empero, se podría 

deducir una declaración o manifestación de voluntad por parte de la administración en base 

a su función administrativa, la cual produce consecuencias de derecho, es decir, efectos 

jurídicos. Se hace referencia al acto administrativo, por el hecho de que los dos tramites 

referidos tiene como emergencia una resolución administrativa. Esta última es un acto 

administrativo.  

2.1.5 Aspectos generales de la nulidad sustancial 

Algo importante llegados a este punto, es estudiar lo que representa la nulidad y si 

esta es posible por otra vía que no sea la judicial. Ciertamente, es un tema del derecho civil 

común, por lo que su tratamiento tiene una práctica inveterada. Por lo mismo, es necesario 

establecer algunos criterios respecto al mismo, pero siempre considerando los apartados 

anteriores, pues, son los trámites administrativos referidos ut supra los que utilizaremos como 

acceso al procedimiento monitorio notarial. 

A. Aproximación a la noción de nulidad.  

De buenas a primeras, debemos referir sin mayores dilaciones que la nulidad es una 

sanción, es decir es una consecuencia jurídica por la materialización de la hipótesis de la 

norma. Es decir, la legislación es la que establece los supuestos de manera real o virtual, los 

cuales determinan si un acto o negocio jurídico es nulo.  

A decir verdad, la nulidad es –complejamente– una sanción establecida por la ley y 

aplicado por el juez, a todo acto o negocio (por extensión del contrato) que viola normas de 

carácter imperativo o prohibitivas o cuando el contrato o negocio jurídico no cumple con un 

requisito común o un requisito especial, sin el cual no puede configurarse.  
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Así pues, la nulidad tiene tres características que se encuentran en la mayor parte de 

la doctrina, son:  

− Es una cuestión de orden público. 

Así pues, ciertamente en la nulidad está en juego el interés colectivo, de tal manera 

que la vulneración de normas imperativas o el no cumplimiento de un requisito especial o 

especifico, afecta no sólo al autor o autores del negocio, sino a la sociedad en su conjunto. 

La consecuencia es que cualquier persona que tenga interés, dicho sea, que se vea afectado 

por ese acto, puede y tiene legitimación para plantear acción de nulidad ante los órganos 

jurisdiccionales.  

Sin embargo, de lo dicho anteriormente, se tiene que la nulidad debe ser denunciada 

por cualquier persona ante el juez; o, mejor dicho, cualquiera que se sienta perjudicado. En 

el caso presente, cuando se trata de un documento falsificado está interesado toda la 

sociedad, pues, toda la sociedad encuentra vulnerado sus derechos al violarse el orden 

jurídico en el que conviven. Así pues, la declaración de nulidad en caso de documentos 

notariales falsificados debería poderse realizar sin la intervención de un procedimiento que 

dilate la tutela de nuestros derechos. 

Así pues, el civilista peruano Aníbal Torres Vásquez, menciona una situación bastante 

interesante en razón al orden público, puesto que, en razón a la nulidad se tiene que su causal 

ya fue establecida por ley, solo queda determinar quién declarara lo que el legislador ya 

predijo, cito: “La nulidad está establecida por el ordenamiento jurídico en protección no 

solamente de intereses privados, sino también del interés general de la comunidad…” (Torres 

Vasquez, 2015). 

No se hace referencia a que no exista declaración de la nulidad, empero, se considera 

innecesaria la vía judicial para tal propósito, siendo que un documento falso (declarado), ya 

fue sujeto a cognición mediante un proceso penal en el que se determinó el hecho de su 

falsedad y los autores del mismo. En tal caso, dicha decisión solo debe ser ejecutada y: 

¿Quién mejor que el órgano rector del notariado plurinacional para declarar la nulidad de 

dicho documento falso? 

− Es una cuestión inconfirmable. 

La nulidad es inconfirmable, lo que significa que el negocio afectado de nulidad, no es 

subsanable. De tal manera, se trata de un acto que afecta el orden público, por lo que no 

puede ser –después de su formación– subsanado. 

Siguiendo la dogmática clásica sería, se tendría que es un acto que nació a la vida del 

derecho muerto, vale decir, lo que ha nacido muerto al derecho a de permanecer siempre 
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muerto. Así pues, que no se puede subsanar, porque, además, la subsanación que haga uno 

perjudica a los demás (sociedad). Además, máxime cuando se trata de un delito, pues, el 

mismo no puede ser confirmable por ningún motivo, de ahí que el documento declarado falso 

material o ideológicamente, es inconfirmable.  

− Es una cuestión imprescritible. 

Este carácter significa que, la acción de nulidad puede ser planteada o deducida, ante 

el órgano jurisdiccional, en cualquier tiempo. Dicho de otro modo, el tiempo no borra y no 

subsana la violación de la ley. Además, ello se maximiza cuando se trata de un delito, pues, 

ataca los bienes más importantes que reconoce la sociedad y por ende el legislador. No 

puede prescribir por el tiempo, semejante conducta que atenta contra el orden jurídico 

mediante sus normas imperativas o prohibitivas.   

B. Sobre la declaración de nulidad. 

Existe algo importante a los efectos de este estudio, pues, la declaración de nulidad 

de un documento siempre se la hace por la vía judicial. Eso sería necesario cuando se 

requiera cognición sobre los hechos que originan la nulidad. Pero… ¿Cuándo un documento 

es declarado falso en un extendido proceso penal, será necesaria la cognición de las causales 

de nulidad? 

A decir verdad, se tiene que un documento declarado falso en un proceso penal, ya 

paso por un extendido proceso de conocimiento de los hechos. Esta cognición se incrementa 

si se trata de un proceso penal, donde la precisión de los hechos debe ser mayor. Entonces, 

declarada la falsedad del documento, se tiene plenamente reconocido que se trata de un acto 

que viola el orden jurídico imperativo y prohibitivo.  Entonces, se hace innecesaria la 

necesidad de un proceso civil que declare dicho aspecto, máxime si el legislador ha previsto 

que la nulidad se lo realice en un proceso ordinario, el cual es un plenario amplio.  

Esta doble vía representa una vulneración al acceso a la justicia y la tutela judicial 

efectiva. En tal sentido, cuando se trate de documentos declarados falsos, no es ni siquiera 

necesario acudir ante el juez civil, pues, como se dijo, la vía judicial ya se encuentra 

sobresaturada y acudir al mismo para dicha declaratoria, es insulso.  

Como se refirió anteriormente, tanto la Ley 483 del Notariado Plurinacional, como el 

Código Civil, establecen dicha declaratoria ante el órgano jurisdiccional. Así pues, la Ley del 

Notariado Plurinacional, establece:  

ARTÍCULO 82. (NULIDAD DE DOCUMENTOS NOTARIALES). La nulidad de los 
documentos notariales sólo puede declararse mediante sentencia ejecutoriada 
emanada por autoridad jurisdiccional competente.  

Así mismo, el Código Civil señala:  
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ARTICULO 546. VERIFICACIÓN JUDICIAL DE LA NULIDAD Y LA ANULABILIDAD 
La nulidad y la anulabilidad de un contrato deben ser pronunciadas judicialmente. 
Entonces, de dichos aspectos solo puede deducirse la pregunta: ¿Por qué el juez 

debe ser el encargado de dicho cuestionamiento? 

A decir verdad, la declaración de nulidad en la vía civil, resultaría algo innecesario, 

pues, cuando un acto o negocio jurídico es viciado de nulidad, simplemente no existe y se 

busca dicha declaratoria cuando perjudica a las partes. Es así que, se lo realiza ante el juez 

mediante una acción que deriva en un proceso ordinario. Pero dicho proceso es un método 

ampliado, que busca descubrir la verdad de los hechos; esto sería necesario en todos los 

casos, menos cuando un documento notarial habría sido declarado falso en la vía penal, pues, 

como dijimos ut supra, el proceso penal es más profundo en la averiguación de los hechos y 

si el juez penal determino su falsedad, significa que la cognición de los hechos es certera en 

mayor grado que lo haría un proceso civil. De ahí que, solo queda declarar la nulidad, pero 

por la sobrecarga judicial y la extrema litigiosidad, consideramos que la vía puede trasladarse 

a otro órgano.  

Es más, dicha declaración debería hacerse mediante otro acto distinto a una 

sentencia, pues, en realidad, dicha declaración no constituye nada, sino más bien que 

denuncia o declara una anomalía con la que ya había virtualmente nacido. Así lo plantea el 

eximio profesor, Luis Diez Picazo, cito:  

La acción de nulidad no es imprescindible ejercitarla siempre, porque el vicio va ínsito 
en el mismo contrato. De ahí que las partes pueden actuar como si éste no existiera, 
como si estuviesen en la misma situación preexistente a su celebración. Pero el 
recurso a la acción es necesario cuando alguna de ellas, sus sucesores o 
causahabientes pretenden ejercitar un derecho sobre la base del contrato nulo, 
estimándolo como válido y plenamente eficaz, o porque interesa obtener la 
declaración de ineficacia por ser un obstáculo para el ejercicio de un derecho. La 
sentencia no innova ni constituye una nueva situación jurídica, sino que pone de 
manifiesto la ineficacia que afectaba al contrato desde su celebración. (Diez-Picazo & 
Guillon, 1992) 
Entonces, si bien el profesor italiano de corte civilista, lo lleva al ámbito jurisdiccional 

civil; no es menos cierto que dicha conjetura se puede trasladar al ámbito notarial. Es decir, 

el aspecto judicial se queda en la esfera penal, la cual declara falsedad (algo grave), 

entonces, no se requiere más del órgano jurisdiccional, sino se debe buscar la materialización 

de dicho aspecto, declarando la nulidad, empero, no en la vía judicial civil, sino ante un órgano 

con mayor legitimación para hacer respetar las funciones del tabelion: la Dirección del 

Notariado Plurinacional (DIRNOPLU). Esta última, podría declarar de oficio la nulidad de un 

documento notarial falso, pues, en realidad la determinación de dicho ente, no establecería 

mayores hechos sino se limitaría a declarar la nulidad de un documento que era falso desde 

sus inicios, per se, nulo.  
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Así mismo, este aspecto ya era denunciado por algunos civilistas reconocidos, siendo 

que la nulidad ya ocurría desde los inicios de acto o negocio jurídico, máxime si se trata de 

un documento declarado falso, no se hace necesaria su declaración judicial, pues, la nulidad 

operaria ipso iure. Y la declaratoria de nulidad, solo tendrá efectos declarativos y de seguridad 

jurídica. Así lo denunciaba el egregio civilista, Roberto de Ruggiero, cuando trataba sus 

efectos:  

... por esto no precisa de una especial impugnación de la parte para impedir que 
produzca consecuencias jurídicas ni de una declaración del Juez ya que la nulidad se 
produce ipso jure y la pronunciación de nulidad tiene función meramente declaratoria. 
(De Ruggiero, 1929) 

En tal sentido, no se hace necesaria la vía judicial, teniendo presente la extrema carga 

judicial existente en nuestro país, es decir, vivimos en una sociedad del litigio. Además, el 

juicio civil, por más oralidad que exista, se trata de un proceso largo y tedioso para los 

justiciables, a lo cual –para el colmo– se lo trata mediante uno de los procesos más cargados, 

largos y pesados del sistema procesal, hablamos del proceso ordinario. Entonces, 

considerando que existe una declaratoria de falsedad mediante una sentencia condenatoria 

ejecutoriada, no se debe llevar la declaración de nulidad –que incluso es ipso iure– a la 

jurisdicción civil. Dicha declaración solo debería tener efectos, como su nombre indica: 

declarativos. Lo cual podría realizar el órgano rector del notariado plurinacional. Ciertamente, 

se le ha dotado al notario de ciertas aptitudes, que llamamos “neo-función notarial”, este 

argumento da paso a su órgano rector para legitimarse y declarar nulos los documentos 

notariales falsos.  

En tal sentido, la declaración de nulidad es, ergo, una formalidad a los efectos de la 

seguridad jurídica. Dicho sea, es consecuencia de la falsedad de un documento, la cual no 

puede persistir como válido, empero, a priori, no es necesaria la declaración judicial de la 

nulidad mediante una sentencia, sino podría optarse por la vía de resolución administrativa 

(materialización) de los dos trámites administrativos de reposición descritos líneas arriba. Así 

mismo, respecto a la falta de necesidad de sentencia, podemos encontrar algún atisbo en las 

ideas de Rojina Villegas:  

Creemos que la tesis es cierta como regla general, pero cuando la ley categóricamente 
priva de efectos al acto, como en el juego prohibido, no se necesita sentencia; es el 
legislador el que ha declarado la nulidad de pleno derecho, es decir, por ministerio de 
la ley. Pero como el legislador, generalmente, por no decir que casi en la totalidad de 
los casos, se abstiene de dar esta regla de que el acto no producirá efectos, como en 
el juego prohibido, será necesario seguir un juicio para que se nulifique el acto ilícito 
afectado de nulidad absoluta. (Rojina Villegas, 1979) 
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2.1.6 Ahora si hablemos sobre lo “monitorio” 

Ahora, debemos considerar las esencias respecto a lo monitorio. A tales efectos, 

debemos comprender que es eso llamado proceso monitorio. A priori debemos referir que 

representa un conocido proceso plenario rápido.  

En realidad, este tipo de procesos de índole judicial, es derivada de la jurisprudencia 

italiano con al solemnis ordo iudiciarius, el praeceptum o mandatum de solvendo cum clausula 

iustificativa. Además, existe el antecedente del “proceso de inyucción” o procedimento 

d’ingiunzione (Mostajo Barrios, 2021). Todos esos antecedentes son vistos desde el ámbito 

procesal, se los enuncia a los fines de tener una idea expedita de lo que se propone.  

Por su parte, la doctrina reconoce que “…el adjetivo monitorio se deriva del significado 

de advertencia o intimación, realizada por una autoridad, la judicial, que tiene el sustantivo 

“monición” (la amenaza es ´o pagas, o ejecuto´)” (Montero Aroca, Gómez Colomer, Barona 

Vilar, & Montón Redondo, 2001). De ahí que, las intenciones son más coactivas, es decir, su 

rapidez no es discutida, así como tampoco es discutido, como tal, su título de exigencia. De 

lo dicho anteriormente, aparece un concepto bastante interesante: monición. En el orden 

procesal vigente, se asocia el concepto de “monición ejecutiva”, la cual debe ser comprendida 

bajo los siguientes términos:  

…mediante petición acude al juez, el cual emite sin previo contradictorio una orden de 
pago dirigida al demandado, señalándole al mismo tiempo un término dentro del cual 
éste puede, si le interesa, provocar el contradictorio mediante oposición, con la 
consecuencia de que, a falta de oposición formulada en tiempo, la orden de pago 
adquiere, con el transcurso del término, eficacia de título ejecutivo. (Calamandrei, 
1946) 

En el ordenamiento jurídico boliviano, también se hace una definición normativa de lo 

que es el Proceso de Estructura Monitoria. Ese concepto si es existente y se encuentra 

positivado en el Art. 375 de la Ley 439, de manera más amplia establece:  

ARTÍCULO 375. (PRINCIPIO). I. El proceso monitorio es el régimen conforme al cual, 
presentado el documento o documentos constitutivos que demuestren la fundabilidad 
de la pretensión, la autoridad judicial, previa verificación de los presupuestos 
generales de competencia, capacidad y legitimación, así como los específicos del 
proceso que se pretende, acoge la demanda mediante una sentencia inicial. 
De ambas ideas, tanto doctrinal y legal, se puede esbozar los siguientes caracteres: 

la rapidez del proceso, lo abreviado de su tratamiento, la presunción de veracidad sobre el 

título en el que se fundamenta. De ahí que parece ser un medio idóneo para su resolución.  

Ciertamente, el proceso monitorio parece ser el justo procedimiento para la 

declaración de nulidad de documentos notariales declarados falsos en proceso penal; 

empero, esa vía resulta ser de tipo jurisdiccional, es decir, se contribuye a una cultura del 

litigio judicial. Ello desde ningún punto de vista, a los días de hoy, podría considerarse, ni por 
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asomo, una apuesta por la cultura de paz. Así mismo, resulta que existe una sobrecarga 

judicial con respecto a los procesos de estructura monitoria, por lo que el tratamiento de estas 

causas se desborda entre los litigios.  

El proceso de estructura monitoria es el tipo de procesos más comunes en estrados 

judiciales, de ahí que su judicialización es un pecado que deben soportar los justiciables y la 

administración de justicia. El desempeño de todos estos procesos también son un daño, a 

tipo de vía crucis, que sobrepasan la capacidad de la autoridad jurisdiccional. Son tantos los 

procesos monitorios, que corren el riesgo de quedarse estancados de manera conjunta a sus 

pares similares.12  

Es así que dicho procedimiento debería ser traído directamente al ámbito notarial, es 

decir, la conformación del procedimiento monitorio notarial. Así mismo, no cabe duda del título 

que justifica su interposición ante el órgano rector del dador de fe, es decir, el título que 

permite debelar la verdad, ergo, la expulsión del documento notarial falso de la vida del 

derecho. Esa facultad podría recaer en el órgano rector del notario, en base al título que se 

expresa en la sentencia condenatoria penal de declaración de falsedad.  

Ciertamente, el proceso penal ya despejo los hechos (elemento objetivo del proceso 

penal) y determino a los autores y responsables (elemento subjetivo del proceso penal); de 

ahí que, la cognición sobre esos asuntos se redujo –en mayor medida–, solo quedando la 

posibilidad de declarar la nulidad del documento en un plenario rápido, pero, de ningún modo, 

en un plenario amplio mediante un juicio ordinario civil. Por lo mismo, dicho procedimiento 

monitorio notarial es la salida idónea para dicha declaración, evitando juicios dobles y gastos 

innecesarios en los justiciables.  

Continuando con el título de la pretensión de nulidad, este requisito es fundamental 

para este tipo de procedimientos. A propósito de lo último, sobre el carácter procedimental, 

el autor Gimeno Sendra señala que: 

… (el) denominado proceso monitorio no es, en puridad un proceso, sino un 
procedimiento para obtener un requerimiento judicial para el pago rápido de una deuda 
acreditada por documentos con determinada virtualidad probatoria y que, en función 
o de la conducta del deudor, puede abocar el pago, en un proceso de ejecución o 
declarativo ordinario en función de su cuantía, dependiendo de si el deudor no se 

 

12 Es así que, la popularidad de los procesos monitorios es la que elimina su rápida solución, 
es decir, resulta ser tan sencillo que, a los días de hoy, los estrados judiciales se ven colmados de 
tantas demandas de ese tipo. En tal sentido, la judicialización de la nulidad de un documento declarado 
falso, no puede llevarse a un juicio civil, pues, el mismo ya fue resuelto en la vía penal y no queda más 
dudas de su existencia vulneradora del orden normativo imperativo y prohibitivo. Su rapidez es su 
propio castigo, por lo que su vía en lo jurisdiccional no es factible, en tal sentido se debe apostar por 
otros métodos. Ahí está el justificativo del procedimiento monitorio notarial.  
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opone o se opone, respectivamente. De notarse que el concepto utilizado hace 
referencia a la naturaleza del monitorio como procedimiento al no existir propiamente 
una contradicción. (Gimeno Sendra, 2005) 
Esta definición del procedimiento monitorio con relación al “pago de deudas” puede 

adecuarse al caso estudiado. Se trata de un procedimiento rápido y oportuno cuya principal 

característica es la ausencia de litigio u oponente: querellante. El procedimiento monitorio 

notarial es aquel que se aplica en el notariado. El monitorio es un procedimiento especial de 

conocimiento rápido simple, de poco costo. Es un procedimiento que acorta tramos mejor que 

el proceso declarativo ordinario complejo tedioso y largo, con la eventualidad de poder llegar 

a una decisión rápida.   

En el campo notarial sustituye todo ese tedioso y largo iter para la victima por un 

procedimiento en el cual el juez requiere y ordena la nulidad de los documentos falsos ante 

la sola petición de la víctima. Ello con la sentencia de declaración de documentos falsos que 

avale su petición. Esa declaración de nulidad es propiamente el título ejecutorio, es decir, los 

monitorios no pueden configurarse sin dicho presupuesto, máxime si se establece nuestro 

caso en particular (nulidad). Así pues, siendo que, en los mismos procesos monitorios, existe 

tal rapidez en la constitución del título ejecutorio que no le interesa comprender el fondo o los 

hechos como tal. En otras palabras, se funda en un título ejecutorio, que en este caso será la 

sentencia penal ejecutoriada de declaración de falsedad del documento notarial. Así se hace 

referencia a la máxima nulla executio sine título, que hace referencia a lo dicho por Alex 

Parada Mendia, que refiere: “…no es posible incoar el proceso ejecutivo sino existe un título 

que lo sustente, el que se deberá adjuntar a la demanda para hacer posible su admisión a 

trámite” (Parada Mendía, 2018). 

Ahora bien, este denominado procedimiento monitorio notarial no hace desaparecer 

el procedimiento monitorio judicial, sino que opera como una alternativa que buscaran los 

justiciables sopesando los factores de tiempo y coste, es decir, con el procedimiento que más 

le interese.  

Finalmente, deberemos referir que será el órgano rector del notariado plurinacional 

quien pueda sobrellevar esta alternativa. Ya se habían plantado los tramites: de reposición 

de documentos protocolares en sede administrativa13 y de reposición de firmas en sede 

 

13 En realidad, dicha posibilidad responde a un Instructivo emanado del DIRNOPLU en Bolivia, 
estamos hablando del INSTRUCTIVO DIRNOPLU/DESP/NFP Nro. 003/2016, del 24 de marzo de 
2016, para el “Tramite de Reposición de Documentos Protocolares”. Este reglamento o acto 
administrativo de carácter general o colectivo, aplicado a los Notarios de Fe Pública, en realidad, está 
fundado al amparo del Art. 50 de la Ley 483 y el Art. 69 del Decreto Supremo Nro. 2189. 
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administrativa14. Estas alternativas concluyen en un acto administrativo: resolución 

administrativa. Esta es emitida por el Director del DIRNOPLU, por lo mismo, el monitorio 

notarial abarcara –también– dichos tramites, incluyendo la nulidad de documento declarado 

falso en sede penal. Es decir, con el procedimiento monitorio notarial, se busca una alternativa 

rápida a los distintos problemas que prácticamente se podrían derivar en sede notarial, 

empero, no ante el tabelion, sino ante su órgano rector.  

Esta revisión del estado del arte ha permitido identificar los principales conceptos de 

la investigación desarrollados en el siguiente apartado. Así mismo, el procedimiento del 

monitorio notarial será resuelto en capítulos posteriores. 

2.2 Marco conceptual 

Al momento de analizar todo lo ya referido, y para un mejor entendimiento sobre la 

temática planteada en la presente investigación, es necesario, determinar ciertos conceptos 

jurídicos “claves” para tener un mejor panorama de la propuesta jurídica que se presenta en 

los siguientes capítulos.  

Bajo esa inferencia, a decir del profesor paraguayo Daniel Mendonca, está claro que 

la finalidad básica perseguida por la actividad legislativa es motivar ciertas conductas 

sociales, razón por la cual resulta ineludible comunicar el resultado de esa actividad por medio 

del lenguaje natural (común u ordinario), un lenguaje compartido tanto por las autoridades 

como por los destinatarios del Derecho: el lenguaje con el cual se expresa el Derecho de una 

comunidad es el lenguaje natural de esa comunidad. Cabe observar, sin embargo, frente a lo 

que acabo de afirmar, que desde tiempos muy lejanos los juristas vienen elaborando un 

lenguaje técnico (especializado o artificial) y que los términos de ese lenguaje, susceptibles 

de definición más precisa, se han incorporado al vocabulario con el cual se formula el Derecho 

(Mendonca, 2011).  

En ese sentido, al querer pretender proponer cierta normativa siempre debe tomarse 

en cuenta el lenguaje que maneja el derecho en sí mismo, tratándose de un lenguaje técnico 

que es merecedor de explicaciones y precisiones necesarias. Sin más dilaciones teóricas al 

respecto, se llevará una serie de conceptos para el mejor entendimiento jurídico.  

 

14 Por su lado, esta posibilidad responde –de igual modo– a un Instructivo emanado del 
DIRNOPLU en Bolivia, estamos hablando del INSTRUCTIVO DIRNOPLU/DESP/NFP Nro. 004/2016, 
del 24 de marzo de 2016, para el “Tramite de Reposición de Firmas en la Matriz Protocolar”. Este 
reglamento o acto administrativo de carácter general o colectivo, aplicado a los Notarios de Fe Pública, 
en realidad, está fundado al amparo del Art. 69 del Decreto Supremo Nro. 2189. 
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2.2.1 Derecho notarial 

En principio –y sin adelanto– corresponde dar respuesta a lo siguiente ¿Qué es el 

Derecho notarial? y ¿Cuál es la función o el rol que tiene un notario?, además de, 

inmediatamente citar algunos preceptos inherentes a la función que tienen los profesionales 

del notariado boliviano, del mismo modo, ingresando brevemente aquí, en una sección 

vinculada a cuestiones sobre deontología notarial15. 

En ese sentido, el derecho notarial es el conjunto de normas que desarrollan y 
reglamentan la función notarial desde el punto de vista subjetivo (del agente), objetivo 
(del documento), y dinámico (de la técnica notarial). En otros términos, el derecho 
notarial es el conjunto de normas que regulan subjetiva, objetiva y dinámicamente la 
función notarial. (Lafferriere, 2008) 
A raíz de esta concepción sobre el derecho notarial, se vierte y extrae una de las 

categorías fundamentales dentro del mismo: La Función Notarial. A decir de la profesora 

Adriana Bella, la función notarial es una función pública de carácter administrativo, que 

consiste en dar forma de ser y de valer a los negocios jurídicos o en establecer la presunción 

de verdad de ciertos hechos, mediante la afirmación pasiva de su evidencia por el notario, 

hecho en el mismo momento en que son para él evidentes, por su producción o por su 

percepción, en el instrumento público, a requerimiento de las partes y generalmente con la 

colaboración de éstas. (Bella, 2010). En resumen, la función notarial vendría a constituirse de 

la siguiente forma: (i) dar certeza a las operaciones jurídicas, (ii) dar la fe pública y (iii) dar 

publicidad al acto, que el acto que se lleva a cabo en su notaria debe llevarlo a inscribir al 

registro público.   

Por otro lado, estas ideas relativas al notariado y la función notarial están incorporadas 

y definidas también en instrumentos legales tanto internacionales como nacionales, en ese 

sentido, la Ley Notarial Modelo UINL (adoptada por la Asamblea de Notariados Miembros el 

03.12.2021) en su artículo 1, define al notario de la siguiente manera:  

Artículo 1. Definición del notario. El notario es un jurista cualificado que ejerce por 
delegación del Estado la función pública de redactar, autenticar y conservar 
documentos públicos, así como la de expedir copias y certificaciones, bajo los 
principios de imparcialidad, independencia y organización autónoma de sus servicios 
profesionales. El notario es seleccionado y nombrado oficialmente por el Estado por 

 

15 Hablar sobre Deontología Notarial, implica hablar sobre dos aspectos importantes para su 
comprensión, por un lado, implica hablar de deberes y por otro, de ética y los valores morales –en 
cierta medida– que hacen el ejercicio profesional dentro de cualquier ámbito, en este caso el deber 
jurídico en general y el deber notarial en específico. De este modo podemos definir y comprender lo 
siguiente: La Deontología Jurídica comprende las reglas del deber y, como tal, tiene la misión de 
regular el proceder correcto y apropiado del abogado en su ejercicio profesional. Esta función la realiza 
desde el ámbito de los llamados Códigos Deontológicos que regulan toda la actividad de la Abogacía, 
los que a su vez se nutren, indiscutiblemente, de la Moral y la Ética. 
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tiempo indefinido para un cargo público que le autoriza a ostentar el título oficial de 
notario y a utilizar el sello notarial. La función pública notarial se ejerce en el marco de 
una profesión independiente, reglada, sujeta a control público e integrada en una 
organización colectiva notarial de pertenencia obligatoria.16  
De la misma forma, Ley 483, Ley del Notariado Plurinacional de 25 de enero de 2014, 

tiene el objetivo de establecer la organización del Notariado Plurinacional y regular el ejercicio 

del servicio notarial, también proporciona todas las características que deberían ser 

cumplidas dentro de la función notarial como los principios y fines, organización, actitudes, 

derechos y deberes, atribuciones y prohibiciones, el servicio notarial y otras cuestiones que 

tienen que ver con el ámbito de la función notarial, es decir, aquellos deberes que tienen los 

notarios en el ejercicio de la función. La cuestión importante dentro de dicha norma, es que 

implica el “cómo deben actuar o desarrollarse los notarios dentro del ejercicio de la función 

notarial”.  

Entonces, bajo toda esta concepción respecto al derecho notarial y la función notarial 

más las acepciones normativas, se puede establecer que el notario tiene una función 

sumamente significativa dentro del sistema jurídico, pues el mismo –al menos bajo los 

preceptos doctrinales y los enunciados legales– daría publicidad y veracidad a los actos, 

aquello denominado “fe pública” a los actos jurídicos realizados por los ciudadanos de un 

Estado. Esto genera un grado de responsabilidad alto para los notarios, y, genera que los 

mismos tengan o deberían tener todos los insumos correspondientes para ejercer ese rol de 

manera eficiente y eficaz para el ejercicio de la función notarial.  

2.2.2 Jurisdicción voluntaria 

Sobre la jurisdicción voluntaria se tiene –del mismo modo– varias definiciones o 

concepciones que se encuentran aceptadas y otras cuestionadas, por lo que, trataremos de 

tomar un concepto valido para la misma. Entonces, se denomina jurisdicción voluntaria a la 

autoridad y potestad ejercidas por el órgano jurisdiccional en cuya virtud, sin necesidad de 

proceso contradictorio entre diversos sujetos, se crean, modifican o extinguen estados y 

situaciones jurídicas, se acredita la existencia de hechos, se pretenden declaraciones a las 

que se anudan efectos jurídicos, se previene lo que al derecho de los sujetos jurídicos 

convenga o sea necesario y se llevan a cabo ciertos negocios jurídicos que requieren la 

intervención del Juez (De La Oliva Santos, 2002). 

 

16 Véase, a modo de referencia, el Articulo 1 de la Ley Notarial Modelo UINL, ello con el móvil 
de la perspectiva, en razón a la neo-función notarial que se le puede atribuir. Aunque dicha definición 
no recoge –o apenas recoge– los criterios deontológicos, así mismo, no establece apenas los puntos 
funcionalistas, pero si los profesionalistas. Si se es extensivo en nuestra interpretación, este último 
punto si constituye la base para un notariado justo encuadrado a los criterios máximos deontológicos.  
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Así también, el profesor chileno de derecho procesal Mario Mosquera Ruiz citado por 

Castro, indica que la jurisdicción voluntaria o actos judiciales no contenciosos son aquellos 

que consisten en una actividad del Estado, radicada en los tribunales en virtud de expresa 

disposición de la ley, siempre que no surja conflicto por oposición de legítimo contradictor, 

para que éstos emitan un dictamen a petición de un interesado para cumplir con los diversos 

fines perseguidos por su establecimiento (Castro, 2020). 

Siguiendo esa idea, es un error escindir la jurisdicción civil en contenciosa y voluntaria, 

porque no existe, verdaderamente, una jurisdicción civil voluntaria, diferenciable de la 

jurisdicción civil contenciosa, sino que existe, simplemente, una jurisdicción civil, que no 

puede ser objeto de división tomando como la base la naturaleza de los actos en que consiste, 

ya que la distinción que hasta ahora se ha establecido entre la jurisdicción contenciosa y la 

voluntaria se funda más en la regulación legal que se ha dado a las cuestiones que se 

consideran de jurisdicción voluntaria que en la esencia de las actividades que el Juez 

desarrolla con motivo de su ejercicio (Gimeno, 1953). Cabe tomar en cuenta que esta 

apreciación, si bien corresponde, es merecedora de otro análisis en otra investigación, 

empero, demuestra una visión sobre la conceptualización sobre la jurisdicción voluntaria.  

Entonces, la mayor parte de los autores, tratan de formular el concepto de la 

jurisdicción voluntaria y de precisar la delimitación entre la misma y la contenciosa, aunque 

no se pongan de acuerdo acerca del criterio diferencial.  

Por otro lado, dentro de la legislación boliviana se tiene constituido “Jurisdicción 

Voluntaria” dentro del Código Procesal Civil, Ley 439, específicamente en los Artículos 448, 

449 y siguientes, los principales determinan lo siguiente:  

ARTÍCULO 448. (PROCEDENCIA). Sólo se tramitarán en proceso voluntario asuntos 
o cuestiones en los que no exista conflicto u oposición de intereses.  
ARTÍCULO 449. (OBJETO). Los procesos voluntarios tendrán por objeto: 1. Asegurar 
la realización válida y legítima de determinados actos jurídicos controlar la legalidad 
de ellos. 2. Comunicar formalmente ofertas, iniciativas u otros actos de voluntad. 

A modo de finalización y síntesis, la jurisdicción voluntaria es la función de los 

tribunales de justicia de conocer y resolver, sin forma de juicio contradictorio, ciertas materias 

de relevancia jurídica que la ley ha colocado dentro de la esfera de sus atribuciones.  

2.2.3 Jurisdicción voluntaria notarial 

Como se había referido en ciertos puntos, la Jurisdicción Voluntaria Notarial es un 

concepto muy vinculado al Notariado, primero, porque implica la desjudicialización de ciertas 

competencias, y, segundo, la existencia de situaciones donde está ausente el conflicto o la 

purga de intereses contrapuestos, situaciones donde es necesaria únicamente la decisión de 

una autoridad que resuelva el requerimiento. Esta situación es la que se presenta cuando la 



29 

 

decisión de la autoridad penal declara la falsedad de documentos notariales, la culpabilidad 

del autor de la falsificación y la sanción con su privación de libertad, y la victima solo requiere 

que estos documentos fraguados sean anulados. En esa situación, la víctima no tiene al frente 

a un oponente como en el proceso penal. Es una situación no contenciosa, en otras palabras, 

se trataría de un proceso voluntario la pretensión de anular dichos documentos. 

En ese contexto, en la actual legislación, ese papel –de anular– está bajo la 

responsabilidad del Juez de la jurisdicción civil. En tanto que, dentro de la Jurisdicción 

Voluntaria Notarial ese papel es asignado al Notario. Se trata de una jurisdicción voluntaria 

ejercida por el Notario.  

Del mismo modo, se debe diferenciar entre Jurisdicción Voluntaria ejercida por el juez, 

y Jurisdicción Voluntaria ejercida por el Notario. Ambas jurisdicciones tienen una 

característica común, la ausencia de lo contencioso. En la primera, el papel está asignado al 

Juez, y, en la segunda, al Notario. Por eso se hace referencia a la Jurisdicción Voluntaria 

Judicial, que es, como señala su adjetivo, una jurisdicción judicializada; y la jurisdicción 

voluntaria notarial, que es un ámbito desjudicializado. 

La solución del divorcio por mutuo acuerdo, es decir, libre de litigio, por el Notario es 

la expresión de la existencia de una Jurisdicción Voluntaria Notarial. Bajo esa condición (el 

mutuo acuerdo) quien toma la decisión ya no es el juez, sino, el Notario, lo que da lugar a la 

existencia de una Jurisdicción Voluntaria Notarial. 

Sobre la base de estas referencias se puede definir a la Jurisdicción Voluntaria 

Notarial como a la jurisdicción desjudicializada que trata y decide demandas no contenciosas, 

demandas rogadas de fe pública, bajo la responsabilidad del Notario. Es necesario destacar 

de esta definición dos aspectos, el carácter no contencioso de las demandas (como, por 

ejemplo, un divorcio de mutuo acuerdo) y el carácter rogado de las mismas, es decir, el 

Notario no actúa de oficio, sino, a pedido de parte. 

2.2.4 Proceso monitorio 

Antes de abordar el concepto referido al proceso monitorio notarial, corresponde dar 

cierta concepción al proceso en general y al proceso monitorio en específico, dado que dentro 

de la presente investigación su conceptualización se torna relevante, empero cabe aclarar 

que solo se usa como referencia en el sentido de la rapidez, agilidad y reducción del tiempo 

que tiene el mismo para hacer valer los derechos de los afectados, que en el presente escrito 

también denominados como “víctimas”.  

En ese sentido, el proceso entendido de manera general o extensa como la secuencia 

de pasos dispuesta con algún tipo de lógica, que se enfoca en lograr algún resultado 
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específico. Entonces, desde el plano jurídico, se puede entender de la siguiente forma: En el 

contexto del derecho, un proceso hace alusión a los diversos pasos que deben seguirse de 

modo obligatorio a la hora de llevar adelante un juicio.  

Ahora, haciendo referencia al proceso monitorio, la palabra monitorio, proviene del 

latín, “monitorius” y viene significar: “la advertencia, amonestación y apercibimiento a una 

persona que pague”. La mayor parte de los tratadistas concuerdan que el proceso monitorio 

tuvo su origen en la Italia comunal del siglo XIII, y desde sus inicios este proceso tenía como 

fin específico el cobrar de una manera más expedita y ágil, ciertos documentos, sin tener que 

recurrir a una vía tan monótona como la ordinaria, con la característica de que se reducía el 

tiempo del procedimiento y resultaba menos oneroso para las partes. Este proceso monitorio 

surge como una forma de agilizar el tráfico mercantil, y de esta manera evitar el juicio plenario 

y constituir y obtener de este modo un título de ejecución rápido y eficaz (Alcoba, 2017).  

Por otro lado, se tiene que el proceso monitorio como un proceso especial de 

declaración que tiene como objetivo la obtención rápida de un título ejecutivo. De igual modo, 

se puede diferenciar dos modelos existentes del monitorio: el primero, un modelo puro, en la 

medida en que sólo se exija la afirmación por parte del acreedor de la existencia de la 

obligación, sin tener que demostrar documentalmente lo afirmado, basándose únicamente en 

los hechos afirmados por el actor, de tradición germánica (Alemania, Austria, Finlandia, 

Suecia, Portugal), y el segundo, el documental, en el que se exige como condición sine qua 

non el aportar algún documento que sirva como medio de prueba de la existencia de la deuda, 

siendo de tradición latina, España, Francia, Bélgica, Grecia, Luxemburgo, Italia y en la 

mayoría de los países latinoamericanos (Flores, 2020). 

A modo de terminar de conceptualizar este llamado proceso monitorio, corresponde 

aclara que –como se dijo a un inicio– el sentido de tomar como referencia el proceso monitorio 

dentro de este ámbito jurídico y para la aplicación de la propuesta de la presente 

investigación, corresponde con un enfoque netamente vinculado a la rapidez, agilidad y 

reducción del tiempo que tiene el proceso monitorio en el ámbito civil para dilucidar ciertos 

estados de incertidumbre jurídica, más en el ámbito del derecho notarial al tenor del 

planteamiento del problema, esto, se explicará mejor en el siguiente concepto que sigue infra.  

2.2.5 Procedimiento monitorio notarial 

En el sentido de los anteriores párrafos, la definición del procedimiento monitorio con 

relación al pago de deudas puede adecuarse al caso estudiado en la presente investigación; 

recordando que se trata de un procedimiento rápido y oportuno cuya principal característica 

es la ausencia de litigio u oponente, querellante. En consecuencia, el procedimiento monitorio 

notarial es aquel que se aplica en el Notariado. El monitorio es un procedimiento especial de 



31 

 

conocimiento rápido simple, de poco costo. Es un procedimiento que acorta tramos en 

comparación con un proceso de declarativo ordinario complejo tedioso y largo con la 

eventualidad de poder llegar a una determinación de nulidad de un documento declarado 

falso en sede penal de manera más rápida.   

En el campo notarial sustituye todo ese tedioso y largo iter para la victima por un 

procedimiento en el cual el juez requiere y ordena la nulidad de los documentos falsos ante 

la sola petición de la víctima. Ello con la sentencia de declaración de documentos falsos que 

avale su petición. Ahora bien, como se ha referido en el planteamiento del problema de 

investigación, este denominado “procedimiento monitorio notarial” no hace desaparecer el 

“procedimiento monitorio judicial”, sino que opera como una alternativa, siendo el afectado –

o denominado “victima” en la presente investigación– quien decidirá, en función del tipo de 

procedimiento, y sopesando los factores de tiempo y coste, el procedimiento que más le 

interese.  

Cabe recordar que, aunque la figura de la reclamación ante notario no está aún muy 

extendida, las ventajas que supone en comparación con el monitorio convencional hacen que 

sea realmente interesante su divulgación entre la sociedad, contribuyendo así a descargar a 

los juzgados de primera instancia en volumen de trabajo. (Kernel-Legal, 2022) entonces, 

nótese que no se tiene definido o conceptualizado de manera exacta un proceso monitorio 

notarial. En cuanto a la nulidad de documentos y la reclamación en vía notarial aún existe 

poca doctrina al respecto, empero, ese es el reto que se pretende ahora, entender el 

procedimiento monitorio notarial, en el sentido de que una víctima de falsedad de documentos 

notariales busca en instancias penales que se declare la culpabilidad del autor de la 

falsificación y la sanción con su privación de libertad, en consecuencia, la victima solo 

requiere que estos documentos fraguados sean anulados.  

En esa situación, la víctima no tiene al frente a un oponente como en el proceso penal. 

Es una situación no contenciosa, en otras palabras, se trataría de un proceso voluntario la 

pretensión de anular dichos documentos, que pueden ser anulados directamente por la 

autoridad departamental notarial bajo la jurisdicción voluntaria notarial y el procedimiento 

monitorio notarial que restituirá la situación jurídica de manera más eficaz y rápida. De esta 

forma puede conceptualizarse y entenderse el procedimiento monitorio notarial a los fines de 

la investigación. 

2.2.6 Nulidad 

A priori, podemos indicar que un acto nulo es aquel que le falta valor o fuerza para 

tener efectos. Se equipará a un acto muerto, puesto que, no presenta los elementos, 

presupuesto que debe tener en la formación del acto. No presenta los elementos de validez, 
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la nulidad es la sanción legal, la máxima sanción civil, cuando el acto jurídico se celebra sin 

sus requisitos de validez, o cuando se celebra con perturbaciones o distorsiones, puesto que 

lo priva de su existencia validez y eficacia. (Ardiles, 2009) 

Del mismo modo, algunos autores dan ciertas definiciones sobre la Nulidad, por 

mencionar algunos citados por Grecia Ardiles, como Alessandria Besa la cual indica que “la 

nulidad es la sanción legal establecida para la omisión de los requisitos y formalidades que 

las leyes prescriben para el valor de un acto según su especie y la calidad o estado de las 

partes que en él intervienen, y que consiste en el desconocimiento de sus efectos jurídicos 

estimándose como si nunca hubiese sido ejecutado”. Velez Sárfild refiere por su parte que 

“las nulidades absolutas son aquellas que tiene por causa el interés público. La ley reduce en 

este caso lo hecho a un mero acto material, sin ningún resultado en el derecho, que no puede 

ser ni confirmado, ni autorizado, y que no produce ninguna acción ni excepción”. Albaladejo 

“califica de nulo a todo negocio al que se le niega definitivamente la consecuencia jurídica a 

que se dirige”. Salvat define la nulidad y sus caracteres, de la siguiente forma “cuando la ley, 

en virtud de causa existentes desde el origen mismo del acto, le priva de los efectos que 

regularmente debía producir. La nulidad presenta tres caracteres que sucesivamente 

estudiaremos: primer, responde a causas originarias, segundo en virtud de ellas el acto deja 

de producir sus efectos y tercero constituye una sanción impuesta por la ley (Ardiles, 2009) 

Por otro lado, Manuel Ossorio define la Nulidad como la ineficacia en un acto jurídico 

como consecuencia de carecer de las condiciones necesarias para su validez, sean ellas de 

fondo o de forma, o, como dicen otros autores, vicio de que adolece un acto jurídico si se ha 

realizado con violación u omisión de ciertas formas o requisitos indispensables para 

considerarlo como válido, por lo cual la nulidad se considera ínsita en el mismo acto, sin 

necesidad de que se haya declarado o juzgado. (Ossorio, 1995) 

Se entiende que son nulos los actos jurídicos otorgados por personas incapaces a 

causa de su dependencia de una representación necesaria; los otorgados por personas 

relativamente incapaces en cuanto al acto o que dependieren de la autorización del juez o de 

un representante necesario; los otorgados por personas a quienes la ley prohíbe el ejercicio 

del acto de que se trate, y aquellos en que los agentes hubieren procedido con simulación o 

fraude presumido’ por la ley, o cuando estuviere prohibido el objeto principal del acto; cuando 

no tuviere la forma exclusivamente ordenada por la ley o cuando dependiere para su validez 

de la forma instrumental y fueren nulos los respectivos instrumentos. La nulidad se entiende 

que es siempre de pleno derecho. porque no necesita ser reclamada por parte interesada; 

inversamente a lo que sucede con la anulabilidad (v.) de los actos jurídicos, que se reputan 

válidos mientras no sean anulados, y sólo se tendrán por nulos desde el día de la sentencia 

que así los declare. Y puede la nulidad ser completa, cuando a afecta a la totalidad del acto, 
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o parcial, si la disposición nula no afecta a otras disposiciones válidas, cuando son 

separables. (Ossorio, 1995)  

Del mismo modo, define la nulidad absoluta, en el entendido de que se trataría del 

acto que carece de todo valor jurídico, con excepción de las reparaciones y consecuencias 

que por ilícito o dañoso puede originar. La nulidad absoluta puede ser declarada por el juez 

y debe serlo, aun sin petición de parte, cuando aparezca manifiesta. Pueden alegarla cuantos 

tengan interés en hacerlo, menos el que haya ejecutado el acto sabiendo o debiendo saber 

el vicio que lo invalidaba. El ministerio público puede’ pedir asimismo su invalidación, sea en 

interés de la moral o de la ley. La nulidad absoluta, o nulidad estricta, no admite confirmación. 

Constituyen causas concretas de nulidad absoluta el matrimonio celebrado por un loco, el 

testamento ológrafo sin fecha ni firma, el contrato para reducir a la esclavitud, entre muchas 

otras. (Ossorio, 1995) 

2.2.7 Falsedad ideológica 

A modo de no extenderse tanto, se toma nuevamente la concepción del profesor 

Ossorio, el mismo que indica que se entiende por falsedad ideológica como la inserción en 

un instrumento público de declaraciones deliberadamente inexactas, concernientes a un 

hecho que el documento deba probar, de modo que pueda resultar perjuicio.  

De ella dice Pena que comprendería la mentira escrita, en ciertas condiciones que se 

enumeran en varios supuestos punibles, ya que nuestro Derecho Penal no castiga una simple 

mentira, y añade que. a diferencia de la falsificación, en que lo cuestionado es la autenticidad, 

en la falsedad ideológica siempre la realización externa es real y el documento está 

confeccionado por quien, y en la forma en que es debido, de modo que resulta la contradicción 

punible como consecuencia de que esa correcta exteriorización genera una desfiguración de 

la verdad objetiva que se desprende del texto. (Ossorio, 1995) 

Dicho de otro modo, la falsedad ideológica es un delito que se da cuando se inserta o 

se hace insertar declaraciones falsas sobre un hecho en un documento público, resultando 

un documento auténtico en su forma, pero falso en su contenido.  

Por otro lado, la falsedad ideológica está determinada y sancionada por el Código 

Penal Boliviano, específicamente en su artículo 199 de la siguiente forma:  

ARTICULO 199°. - (FALSEDAD IDEOLÓGICA). El que insertare o hiciere insertar en 
un instrumento público verdadero declaraciones falsas concernientes a un hecho que 
el documento deba probar, de modo que pueda resultar perjuicio, será sancionado 
con privación de libertad de uno a seis años. En ambas falsedades, si el autor fuere 
un funcionario público y las cometiere en el ejercicio de sus funciones, la sanción será 
de privación de libertad de dos a ocho años.” 
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2.2.8 Falsedad material 

Inmutación de la verdad, que recae materialmente sobre la escritura, y que es por ello 

susceptible de comprobación mediante la pericia correspondiente (Bramont Arias). Del mismo 

modo, se constituye un delito configurado por el hecho de hacer total o parcialmente un 

documento falso, o en adulterar uno verdadero, de modo que pueda resultar perjuicio. 

(Ossorio, 1995) 

Entonces, la falsedad material es la que altera la materialidad o forma del documento, 

mientras que cuando se habla de la falsedad ideológica cuando lo que se altera es su 

contenido o sustancia. Lo que diferencia a estos dos tipos de falsedades es que la acción 

falsaria recaiga sobre la materialidad del documento, sobre el soporte mismo o sobre las 

ideas que en el mismo documento se encuentren materializadas. (Torres, 2021) 

Así mismo, al tenor del Código Penal Boliviano, la falsedad material se encuentra 

establecida de la siguiente forma: 

ARTICULO 198°. - (FALSEDAD MATERIAL). El que forjare en todo o en parte un 
documento público falso o alterare uno verdadero, de modo que pueda resultar 
perjuicio, incurrirá en privación de libertad de uno a seis años. 

2.2.9 Notario (a) 

Un notario es un profesional con estudios en derecho cuya intervención otorga 

carácter público a los documentos privados y los autoriza a tal fin con su firma. Es un testigo 

de fe o fedatario público que garantiza la legitimidad de los documentos en los que interviene 

y proporciona a los ciudadanos la seguridad pública en el ámbito extrajudicial. Sus actos se 

hallan investidos de presunción de verdad, está habilitado por las leyes y reglamentos para 

conferir fe pública de los contratos y actos extrajudiciales originados en el marco del derecho 

privado de naturaleza civil y mercantil, así como para informar y asesorar a los ciudadanos 

en materia de actas públicas sobre hechos, cuestiones testamentarias y derecho hereditario, 

entre otros. La Ley 483, manda lo siguiente:  

Artículo 11. (Notaria o Notario de Fe Pública). I. Es el profesional de derecho que cumple 
el servicio notarial por delegación del Estado y la ejerce de forma privada, asesorando 
excepcionalmente en el marco de sus funciones, interpretando y dando forma legal a la 
voluntad de las y los interesados, elaborando y redactando los instrumentos públicos, 
asimismo realizará los trámites en la vía voluntaria notarial previstos en la presente Ley 

2.2.10 Principio de economía procesal 

En el Derecho, en general, y en el Derecho Procesal, en particular, este principio se 

define como la aplicación de un criterio efectivo en la realización empírica del proceso con la 

reducción lo más amplia posible de la actividad jurisdiccional. Según el mismo se debe 

“economizar” los pasos o etapas del proceso judicial todo lo que se pueda. 
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2.2.11 Principio de celeridad procesal 

Este principio busca evitar las retardaciones o dilaciones indebidas, ilegales e 

innecesarias que se den en el proceso que vulneran el derecho a la libertad en aquellos casos 

vinculados a éste. El principio induce a acelerar, hacer lo más rápido posible el proceso 

judicial a fin de evitar la mora y la dilación procesales. 

2.2.12 Documento notarial 

Es una escritura pública en la que un notario da fe de la identidad de las partes y de 

su consentimiento al contenido que el documento recoge. Responde a “la necesidad social 

de dejar constancia de determinados hechos para, en su caso, poder probar estos. Por tanto, 

el ‘documento’ se puede definir como “todo escrito (…) en que se hace constar alguna cosa” 

(Candela, 2007) 

De esta forma, se tienen precisados los fundamentos doctrinales, teóricos y 

conceptuales que sostienen la propuesta de investigación. 
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CAPÍTULO III.  MARCO JURÍDICO Y ANÁLISIS NORMATIVO 

En el presente capítulo, se describe y analiza el régimen legal boliviano de la nulidad 

de documentos notariales declarados falsos en sede penal. También se analiza el derecho 

comparado sobre la materia. En este marco se analiza la Ley 483 del Notariado Plurinacional 

y algunas Instructivas notariales que configuran este régimen legal. 

3.1 Constitución Política Del Estado 

Como es sabido, el análisis teorético de los institutos jurídicos no puede ir alejado de 

la positividad del derecho, se hace alusión a las normas jurídicas en sí mismas, es decir, 

aquellas que configuran el ordenamiento jurídico de un determinado Estado, en el presente 

caso, el ordenamiento jurídico boliviano.  

Bajo ese mismo tenor, debemos hacer mención a la norma fundamental y 

fundamentadora de todo el derecho restante, estamos hablando de la Constitución Política 

del Estado, la cual fue promulgada el 7 de febrero de 2009. En la misma, se hace referencia 

en muchas ocasiones a la premisa de la cultura de paz que es uno de los fundamentos del 

presente estudio. Para ello, debemos comprender otros conceptos que, del mismo modo, son 

regulados por la CPE. 

De buenas a primeras, debemos hacer mención a nuestro modelo de Estado, la cual 

se establece como:  

CAPÍTULO PRIMERO. MODELO DE ESTADO. Artículo 1. Bolivia se constituye en un 
Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, libre, independiente, 
soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia se 
funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico, 
dentro del proceso integrador del país. 
De lo anterior, resaltan ciertos puntos importantes, como es el hecho de constituirse 

en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, resaltando el carácter de 

pluralidad y el pluralismo jurídico. Al respecto, cabe mencionar que se tiene tres jurisdicciones 

aplicables al tenor de la norma fundamental, nos referimos a: (i) la jurisdicción ordinaria, (ii) 

la jurisdicción agroambiental y (iii) la jurisdicción indígena originaria campesina. Por otro lado, 

también se tiene la jurisdicción especializada, la cual tiene un tratamiento distinto y 

diferenciado a las anteriores.  

Se hace mención de lo anterior, en razón a que –de alguna forma– las mencionadas 

jurisdicciones tienen ciertos mecanismos para desarrollarse, dicho sea, procedimientos 

jurídicos para la solución de conflictos y controversias, empero, no siempre estos mecanismos 

son los adecuados –o al menos los vigentes– para una tutela satisfactoria de los derechos 

subjetivos.  
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Bajo esa inferencia, se critica la jurisdicción ordinaria haciendo hincapié en materia 

civil, máxime si en los procesos ordinarios de nulidad por falsificación material o ideológica 

de un documento notarial, se realiza una especie de doble juicio, en razón de que el titulo 

fundante para dicha pretensión en una sentencia condenatoria en materia penal, por lo propio 

resulta inútil e innecesaria llevarse a cabo un proceso ordinario de conocimiento, un hecho 

que ya ha sido determinado en un proceso penal. De ahí que, la jurisdicción ordinaria sufre 

de serias deficiencias que anulan su eficacia en torno a cuestiones de rápida solución. De 

algún modo, el procedimiento monitorio notarial es una salida a las deficiencias de la 

jurisdicción ordinaria. 

Más aun, cuando dentro de la misma norma fundamental, específicamente en el 

aparte de los principios se tiene instaurado los siguientes:  

Artículo 10. I. Bolivia es un Estado pacifista, que promueve la cultura de la paz y el 
derecho a la paz, así como la cooperación entre los pueblos de la región y del mundo, 
a fin de contribuir al conocimiento mutuo, al desarrollo equitativo y a la promoción de 
la interculturalidad, con pleno respeto a la soberanía de los estados. II. Bolivia rechaza 
toda guerra de agresión como instrumento de solución a los diferendos y conflictos 
entre estados y se reserva el derecho a la legítima defensa en caso de agresión que 
comprometa la independencia y la integridad del Estado. III. Se prohíbe la instalación 
de bases militares extranjeras en territorio boliviano. 
Esto, resulta ser el germen de una nueva tradición jurídica y política, la cual puede ser 

aprovechada a los efectos de este estudio. Así mismo, existen deberes para cada uno de los 

ciudadanos, incluidos los servidores públicos, que son de obligatorio cumplimiento y que se 

rigen al amparo del anterior dispositivo constitucional. Así, el artículo 108 de la CPE, establece 

lo siguiente:  

TÍTULO III. DEBERES. Artículo 108. Son deberes de las bolivianas y los bolivianos: 
1. Conocer, cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes. 2. Conocer, respetar y 
promover los derechos reconocidos en la Constitución. 3. Promover y difundir la 
práctica de los valores y principios que proclama la Constitución. 4. Defender, 
promover y contribuir al derecho a la paz y fomentar la cultura de paz. 5. Trabajar, 
según su capacidad física e intelectual, en actividades lícitas y socialmente útiles. 6. 
Formarse en el sistema educativo hasta el bachillerato. 7. Tributar en proporción a su 
capacidad económica, conforme con la ley. 8. Denunciar y combatir todos los actos 
de corrupción. 9. Asistir, alimentar y educar a las hijas e hijos. 10. Asistir, proteger y 
socorrer a sus ascendientes. 11. Socorrer con todo el apoyo necesario, en casos de 
desastres naturales y otras contingencias. 12. Prestar el servicio militar, obligatorio 
para los varones. 13. Defender la unidad, la soberanía y la integridad territorial de 
Bolivia, y respetar sus símbolos y valores. 14. Resguardar, defender y proteger el 
patrimonio natural, económico y cultural de Bolivia. 15. Proteger y defender los 
recursos naturales y contribuir a su uso sustentable, para preservar los derechos de 
las futuras generaciones. 16. Proteger y defender un medio ambiente adecuado para 
el desarrollo de los seres vivos. 
Ahora bien, del anterior precepto constitucional se establece un deber fundamental, 

fundado en los principios descritos e inspirados en la constitución: cultura de paz. De ahí que, 
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la función notarial debe encuadrarse, del mismo modo, a dichos preceptos constitucionales a 

fin de lograr la justicia. Las nuevas tendencias del derecho notarial, revisan de manera 

exhaustiva la capacidad preventiva del notario, la cual evita llegar a estrados judiciales sobre 

cuestiones de rápida solución. Por ello, se han creado métodos como la vía voluntaria notarial. 

Todo ello, representa lo que hemos llamado “neo-funcion notarial”.  

Finalmente, como fundamento para la nulidad de documentos notariales declarados 

falsos sin la necesidad de acudir a estrados judiciales, se tiene al artículo 122 de la 

Constitución Política del Estado, la cual manda lo siguiente: “Artículo 122. Son nulos los actos 

de las personas que usurpen funciones que no les competen, así como los actos de las que 

ejercen jurisdicción o potestad que no emane de la ley.”. Esta declaración de nulidad, debería 

ser posible por cualquier funcionario público, máxime si dicho funcionario se le ha otorgado 

la facultad de decir la “verdad”; es decir, el mismo tiene la potestad de sancionar de nulidad 

un documento notarial que ya ha sido tratado por una autoridad jurisdiccional (penal).  

3.2 Legislación infraconstitucional 

A decir verdad, el estudio realizado no cuenta con normativa como tal, toda vez, que 

se trata de un estudio propositivo, en tal sentido, se busca que exista una inclusión o 

modificación normativa dentro de la legislación notarial y toda norma de carácter infra 

constitucional.  

3.2.1 Ley 483 – Ley del Notariado Plurinacional 

Como primer punto, se tiene la norma por antonomasia con respecto al servicio 

notarial, la cual dentro de nuestro ordenamiento tiene la novedad de ser plurinacional. 

Debemos mencionar que la Ley en cuestión fue promulgada en 25 de enero de 2014, por lo 

que, los cambios y modificaciones son de reciente data, máxime si existen términos complejos 

como la deontología (implícito) y el pluralismo jurídico. Dicha normativa cuenta a los días de 

hoy con ciertas modificaciones e incorporaciones establecidas por la Ley 915 de 22 de marzo 

de 2017 y por la Ley 1115 de 29 de octubre de 2018; sin embargo, dichas modificaciones no 

serán objeto de este estudio. 

A los fines de la presente investigación se debe tomar en cuenta los principios que 

rigen a la función notarial, las cuales son iguales en jerarquía, empero, de la redacción de la 

respectiva Ley, se debe tener en cuenta que la cultura de paz fue dejada hasta el último de 

los principios dejando entre ver la importancia del mismo, determinando lo siguiente:  

ARTÍCULO 2. (PRINCIPIOS Y FINES). I. Los principios que rigen la presente Ley son: 
1. Interculturalidad: El servicio notarial se sustenta en el reconocimiento, la expresión 
y la convivencia de la diversidad cultural, institucional, normativa y lingüística y el 
ejercicio de los derechos individuales y colectivos garantizados en la Constitución 
Política del Estado, conformando una sociedad basada en el respeto y la igualdad 
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entre todos, para Vivir Bien; 2. Servicio a la sociedad: El desempeño del servicio 
notarial se realiza en el marco de la atención a la población con calidad y calidez, 
además de respetar y preservar el interés colectivo; 3. Integridad: Por el que se 
asumen y promueven los principios ético-morales de la sociedad plural e intercultural 
boliviana ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso y no seas 
ladrón), suma qamaña (vivir bien), ñandereko (vida armoniosa), tekokavi (vida buena), 
ivimaraei (tierra sin mal), y qhapajñan (camino o vida noble); 4. Neutralidad: El 
asesoramiento y la actividad notarial tiene como finalidad mantener la igualdad de las 
y los interesados por lo que su intervención es neutral, evitando todo género de 
discriminación; 5. Legalidad: Por el que las actuaciones del Notariado Plurinacional 
están sometidas plenamente a la Constitución Política del Estado y la Ley, se 
presumen legítimas, salvo expresa declaración judicial en contrario; 6. Rogación: La 
actuación de la notaria o el notario se activa siempre a partir de la solicitud de las o 
los interesados; 7. Inmediación: Es el contacto directo e inmediato entre las y los 
interesados, con la notaria o el notario y el documento o acto jurídico; 8. Cultura de 
paz: El servicio notarial contribuye a la cultura de paz mediante el acuerdo sobre la 
modificación y extinción de relaciones jurídicas sin intervención jurisdiccional. II. Son 
fines de la presente Ley: 1. Garantizar la seguridad de los actos, contratos y negocios 
jurídicos; 2. Garantizar la armonía social para el Vivir Bien; 3. Garantizar la 
implementación tecnológica para un servicio integral; 4. Garantizar la responsabilidad 
sobre los servicios del Notario de Fe Pública. 

Del mismo se puede deducir dos cuestiones: (i) el numeral 8 del artículo 2, establece 

que el servicio notarial deba contribuir a la cultura de paz, ergo, un adelanto para justificar el 

concepto de neo-función notarial, (ii) los fines de la respectiva Ley, están encaminadas al 

cumplimiento de dichos principios logrando de tal manera garantizar la vida social para el vivir 

bien, de lo cual se puede concluir que todo el ordenamiento jurídico notarial tiende a la 

desjudicialización de los litigios.  

Otro de los aportes que realiza dicha normativa, es la nueva concepción del notario o 

notaria de fe pública. Así, se puede ver que existe cierta influencia de la deontología notarial 

para con el cumplimiento del dador de fe pública, siendo que el artículo 11 de la respectiva 

Ley, nos establece ad initio lo siguiente: 

TÍTULO II NOTARIAS Y NOTARIOS - CAPÍTULO I - NOTARIA O NOTARIO DE FE 
PÚBLICA ARTÍCULO 11. (NOTARIA O NOTARIO DE FE PÚBLICA). I. Es el 
profesional de derecho que cumple el servicio notarial por delegación del Estado y la 
ejerce de forma privada, asesorando excepcionalmente en el marco de sus funciones, 
interpretando y dando forma legal a la voluntad de las y los interesados, elaborando y 
redactando los instrumentos públicos, asimismo realizará los trámites en la vía 
voluntaria notarial previstos en la presente Ley. II. Deberá fijar su residencia 
permanente en el ámbito territorial de su nombramiento o en una localidad próxima. 
De la cita normativa se puede deducir también que, el servicio notarial es una 

delegación estatal, por lo que, el notario de fe pública rinde u otorga un servicio para con la 

sociedad. Así mismo, el notario de fe pública es comprendido como un “profesional” siendo 

este el fundamento para la ética notarial o deontología notarial, siendo que la profesionalidad 

importa cierta carga de ética, de ahí que el notario de fe pública puede y tiene la 
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responsabilidad moral de resolver conflictos no contenciosos y evitar una eventual duplicidad 

de juicios como se describió en el objeto de la investigación.  

Ciertamente la nueva concepción del notario de fe pública se encuadra, de algún 

modo, a la concepción neo funcionalista notarial que proponemos. Así pues, la declaración 

de nulidad de un documento notarial no necesariamente debería ser conocida por un juez 

civil, toda vez que, tiene una sobrecarga de litigios, a los cuales sería absurdo añadir un juicio 

que ya ha sido resuelto en un proceso penal. La declaración de nulidad de un documento 

notarial, declarado falso en la vía penal debería ser de pleno conocimiento de aquel que 

prácticamente colaboro en su nacimiento, es decir, tiene la responsabilidad deontológica de 

anular un documento que no ha nacido de la fe del Estado, por lo que, en base a su nueva 

atribución jurídica deontológica, está plenamente habilitado para sancionar de nulidad un 

documento notarial falso.   

En ese mismo tenor, se debe tener presente los deberes de los notarios de fe pública, 

los cuales son los siguientes:  

ARTÍCULO 18. (DEBERES). Son deberes de la notaría o el notario de fe pública: a. 
Cumplir la presente Ley y sus reglamentos; b. Cumplir sus funciones con 
profesionalidad, ética, transparencia, responsabilidad, eficiencia, asesoramiento, 
imparcialidad y neutralidad; c. Velar y custodiar los archivos notariales a su cargo; d. 
Guardar reserva de los actos realizados, salvo requerimiento de autoridad judicial; e. 
Sujetarse al arancel de honorarios; f. Mantener sus oficinas abiertas al menos ocho 
(8) horas diarias en días hábiles; g. Reportar a su Dirección Departamental los Libros 
Índices al final de cada gestión o cuando sean requeridos; h. Asesorar a las personas 
naturales o jurídicas que requieran sus servicios; i. Comprobar los requisitos exigidos 
por el ordenamiento jurídico para la realización de los actos o contratos; j. Registrar 
en la Dirección Departamental su firma, rúbrica, sellos y el domicilio de la oficina 
notarial, conforme a reglamento; k. Someterse a evaluación del desempeño cuando 
sea requerido así como a la realización de las inspecciones administrativas o 
disciplinarias; l. Cumplir instructivas, circulares y disposiciones emitidas por la 
Dirección del Notariado Plurinacional y las Direcciones Departamentales. m. Otorgar 
el Servicio Notarial sin costo alguno, a las y los usuarios de los servicios de atención 
gratuita dependiente del Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, previa 
solicitud del personal de éstos, de conformidad a reglamentación especifica emitida 
por la Dirección del Notariado Plurinacional, que procederá a la devolución de los 
valores y formularios notariales utilizados. (Incorporado por el Parágrafo III del Artículo 
2 de la ley Nº 1115 de 29 de octubre de 2018). 

Así pues, el tabelion tiene que cumplir con el ordenamiento jurídico boliviano, pues así 

lo establece el principio de legalidad al que se rige. El notario de fe pública resulta ser –desde 

la perspectiva funcionalista ut supra descrito– un profesional que presta un servicio a la 

sociedad en base a la fe pública otorgada por el Estado, entonces, es un servidor público que 

debe regirse bajo el principio de legalidad per se. Entonces, el resguardo de la misma Ley, 

como primer funcionario interesado debe poder declarar la nulidad de un documento que 

infringe el ordenamiento jurídico. No se trata de cualquier documento declarado falso, sino de 
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una declaración que se funda en pruebas para determinar la existencia del hecho y sus 

responsables. En tal sentido, el notario de fe pública estaría facultado, implícitamente, para 

la declaración de nulidad de documentos notariales cuando estos sean declarados falsos en 

sede penal.  

Así mismo, todos los demás deberes están orientados a la ética notarial, por lo que, 

en la responsabilidad del servicio notarial, no cabe posibilidad alguna de contraponerse al 

orden normativo o la Ley. De ahí que, un documento falso no puede mantenerse valido y 

perfecto para la producción de efectos jurídicos, siendo que, incluso nunca nacieron a la vida 

del derecho.  

3.2.2 Instructivo 003/2016 

Con respecto al presente instructivo, el mismo representa un derivativo del artículo 50 

de la Ley 483 y el artículo 69 del Decreto Supremo 2189, por las cuales se configura el trámite 

de reposición de documentos protocolares. Como se dijo líneas arriba, dicho procedimiento 

administrativo, no es el idóneo para la declaración de nulidad de un documento falsificado, 

sin embargo, si es un buen antecedente para las funciones del notario de fe pública y su 

posibilidad de nulificar actos contrarios a la Ley. Todo ello, es una amplia gama de métodos 

que se han utilizado para la desjudicialización de los conflictos no contenciosos, así pues, 

téngase presente el siguiente texto por parte de la Directora Interna del DIRNOPLU, Abog. 

Ana María Pérez Rodríguez, la cual instruyo a los notarios de fe pública como se debe 

desarrollar el trámite de reposición de documentos protocolares, cito:  

De mi consideración: En el marco del inciso b), parágrafo II, del artículo 8 de la Ley N° 
483 de 25 de enero de 2014, del Notariado Plurinacional, se emite el siguiente 
Instructivo: TRÁMITE DE REPOSICIÓN DE DOCUMENTOS PROTOCOLARES, EN 
INSTANCIA ADMINISTRATIVA, EN EL MARCO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY 483 
Y ARTÍCULO 69 DEL DECRETO SUPREMO N° 2189: 1. Solicitud escrita del o los 
interesados de reposición del documento protocolar. Por regla general, dicha solicitud 
debe ser presentada al Notario de Fe Pública. En caso de que se presente de manera 
directa a la Dirección del Notariado Plurinacional, en avocación de las funciones de 
los Directores Departamentales, a fin de evitar retrasos, esta instancia solicitará el 
Informe respectivo. 2, informe por parte del Notario de Fe Pública, a cargo de los 
archivos notariales que contenga: 2.1. Identificación si la reposición es por 
destrucción, pérdida, deterioro o substracción parcial o total de la matriz, como primer 
elemento legalmente exigible para la prosecución del trámite. 2.2, Si existen en el 
Libro Índice registro del documento protocolar solicitado. 2.3. Si se encuentra dentro 
de la numeración correlativa del libro correspondiente o se evidencia la ausencia del 
documento protocolar solicitado. 2.4. Otros elementos que acredite la existencia o 
inexistencia del documento protocolar a reponer (libros minutarios de existir, u otro 
tipo de índices o archivos). 3. Si el Informe contiene lo solicitado, el o los interesados, 
previa autorización del Notario de Fe Pública, notificarán a las partes intervinientes del 
documento protocolar a reponer, en caso de que alguno de ellos hubiera fallecido se 
notificará a sus herederos declarados, a efectos de que en el plazo de 72 horas 
manifiesten su conocimiento o desconocimiento, mediante Declaración Notarial 
Voluntaria, ante el mismo u otro Notario de Fe Pública, sobre el documento protocolar 
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a reponer. 4. Una vez cumplida la diligencia señalada anteriormente, el o los 
interesados deberán presentar los siguientes documentos: 4.1. Testimonio original. 
4.2. Certificado treintañal, emitido por la Oficina de Derechos Reales, identificando la 
escritura pública a reponerse, cuando corresponda. 4.3. Folio Real, actualizado 
emitido por la Oficina de Derechos Reales, cuando corresponda. 4.4. Certificado de 
pago impositivo de los últimos 5 años o boletas de pago, cuando corresponda. 4,5. 
Certificado Catastral, emitido por el Gobierno Autónomo respectivo, cuando 
corresponda. 4.6. Otros registros públicos de bienes muebles sujetos a registro y de 
acciones, si corresponde (vehículos, líneas telefónicas y otros), 5. Con todos los 
antecedentes, la Dirección del Notariado Plurinacional, en avocación de las funciones 
de los Directores Departamentales, examinará la procedencia de la reposición 
solicitada, emitiendo, en caso de ser procedente, una Resolución Administrativa que 
deberá ser, conjuntamente el documento protocolar respectivo, protocolizada por el 
Notario de Fe Pública, a cargo del registro mediante sello, firma y rúbrica, generando 
así un nuevo registro protocolar. 6. La Resolución Administrativa original quedará en 
la matriz protocolar junto con todos los antecedentes del trámite, pudiendo otorgarse, 
a partir de entonces, los segundos traslados del documento protocolar respectivo. 7. 
De acuerdo al Reglamento, se aplica el Arancel Notarial vigente a favor del Notario de 
Fe Pública por los conceptos de declaraciones notariales voluntarias y otras 
actuaciones notariales que correspondan al caso; estando exentos de pago los 
informes emitidos por los notarios así como las notificaciones que corren, 
exclusivamente, a cargo del o los interesados. 8. En caso de no cumplirse los 
presupuestos descritos precedentemente para efectos de la reposición, la o el Notario 
de Fe Pública, en todos los casos, remitirá el informe respectivo a la Dirección del 
Notariado Plurinacional, en avocación de las funciones de los Directores 
Departamentales, a efectos de determinar el rechazo del trámite de reposición del 
documento protocolar, en instancia administrativa, pudiendo el o los interesados 
acudir a la vía judicial. 9. Se insta a las y los notarios de fe pública atender las 
solicitudes de reposición observando los principios que rigen la Ley del Notariado, sin 
mayores dilaciones. El incumplimiento al presente Instructivo, será considerado a 
efectos de las responsabilidades que correspondan. Cúmplase.  
Como se dijo en el marco teórico, dicho documento representa un antecedente para 

que la función notarial cumpla su rol deontológico y logre evitar juicios innecesarios, con la 

posibilidad de acudir a instancias administrativas para la materialización de trámites. Así 

mismo, como se dijo también, dicho método no es el idóneo para la declaración de nulidad 

de documentos falsos, toda vez, que se propone superar el trámite administrativo y la vía 

voluntaria notarial; el método o instrumento que se propone es el procedimiento monitorio 

notarial. 

3.2.3 Instructivo 004/2016 

Por otro lado, también se debe hacer referencia al instructivo 004/2016 la cual 

establece un trámite de reposición de firmas en la matriz protocolar, la misma está en el marco 

del artículo 69 del Decreto Supremo 2189. Téngase presente –reiterando– que el siguiente 

texto por parte de la Directora Interna del DIRNOPLU, Abog. Ana María Perez Rodriguez, la 

cual instruyo a los notarios de fe pública como se debe desarrollar el trámite de reposición de 

firmas en la matriz protocolar, cito: 
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De mi consideración: En el marco del inciso b), parágrafo II, del artículo 8 de la Ley N° 
483 de 25 de enero de 2014, del Notariado Plurinacional, se emite el siguiente 
Instructivo: TRÁMITE DE REPOSICIÓN DE FIRMAS EN LA MATRIZ PROTOCOLAR, 
EN INSTANCIA ADMINISTRATIVA, EN EL MARCO DEL ARTÍCULO 69 DEL 
DECRETO SUPREMO N° 2189: 1. La solicitud escrita del o los interesados de 
reposición de firmas, debe acompañar el documento protocolar de referencia, con la 
firma del Notario de Fe Pública que lo autorizó. Dicha solicitud, por regla general, debe 
ser presentada al Notario de Fe Pública a cargo de los archivos notariales. En caso 
de que el o los interesados presenten de manera directa la solicitud a la Dirección del 
Notariado Plurinacional, en avocación de las funciones de los Directores 
Departamentales, a fin de evitar retrasos, esta instancia solicitará el Informe respectivo 
al Notario de Fe Pública a cargo. 2. Para la reposición de firmas, se requiere Informe 
por parte del Notario de Fe Pública a cargo de los archivos notariales, especificando: 
2.1. Si existe en el Libro Índice registro del protocolo notarial respectivo. 2.2. Si 
evidenciando la existencia de la matriz protocolar, se verifica la ausencia de firmas 
(identificar). 2.3. Identificación de las firmas existentes y a qué intervinientes 
corresponden, adjuntando fotocopia simple certificada del protocolo notarial, 
únicamente con fines administrativos. 3. El o los interesados, previa autorización de 
la o el Notario de Fe Pública a cargo, notificarán a la o a las partes cuya firma no se 
hubiere registrado en la matriz protocolar, a efectos de que, en el plazo de 72 horas, 
manifieste su conocimiento o desconocimiento, mediante Declaración Notarial 
Voluntaria, ante el mismo u otro Notario de Fe Pública, sobre la elaboración de la 
matriz protocolar en la que se deberá reponer la firma. 4. En caso de evidenciarse el 
fallecimiento del Notario de Fe Pública cesante y/o de los testigos instrumentales, el 
Notario de Fe Pública a cargo de la custodia de los archivos, verificará que la matriz 
protocolar cumpla con todos los requisitos establecidos en el artículo 60 del Decreto 
Supremo N° 2189, con excepción del inciso d), debiendo presentar informe 
circunstanciado con referencia a dicho cumplimiento. 5. De evidenciarse el 
fallecimiento de cualquiera de las partes interesadas, el Notario de Fe Pública a cargo 
de la custodia de los archivos, verificará en sus archivos notariales la existencia de la 
minuta respectiva en la que conste la firma reconocida por Notario de Fe Pública, 
debiendo presentar informe circunstanciado con referencia a tal extremo. Caso 
contrario, se deberá acudir a la vía judicial para el reconocimiento de la firma, a efectos 
de proseguir con el trámite. 6. Toda la documentación recabada será remitida por el 
Notario de Fe Pública a cargo, a la Dirección del Notariado Plurinacional, en avocación 
de las funciones de los Directores Departamentales. 7. Con todos los antecedentes, 
la Dirección del Notariado Plurinacional, en avocación de las funciones de los 
Directores Departamentales, examinará la procedencia de la reposición solicitada, 
emitiendo, en caso de ser procedente, una Resolución Administrativa, autorizando la 
reposición de la firma o las firmas en la matriz protocolar. Dicha Resolución será 
adjuntada a la matriz protocolar existente, junto con todos los antecedentes del 
trámite. 8. En caso de fallecimiento de alguna de las partes, y previa constancia de la 
veracidad de su participación como firmantes, la Resolución Administrativa 
determinará se dé por repuesta la firma o firmas correspondientes. Dicha Resolución 
será adjuntada a la matriz protocolar existente, junto con todos los antecedentes del 
trámite.  9. De acuerdo al Reglamento, se aplica el Arancel Notarial vigente a favor del 
Notario de Fe Pública por los conceptos de declaraciones notariales voluntarias y otras 
actuaciones notariales que correspondan al caso; estando exentos de pago los 
informes emitidos por los notarios así como las notificaciones que corren, 
exclusivamente, a cargo del o los interesados. 10. De no cumplirse los presupuestos 
descritos precedentemente para efectos de la reposición, la o el Notario de Fe Pública, 
en todos los casos, remitirá el informe respectivo a la Dirección del Notariado 
Plurinacional, en avocación de las funciones de los Directores Departamentales, a 
efectos de determinar el rechazo del trámite de reposición de firma o firmas, en 
instancia administrativa, pudiendo el o los interesados acudir a la vía judicial. 11. Se 
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insta a las y los notarios de fe pública atender las solicitudes de reposición observando 
los principios que rigen la Ley del Notariado, sin mayores dilaciones. La falta de sello 
del Notario de Fe Pública otorgante en la matriz protocolar, será repuesto a través de 
Resolución Administrativa, previo informe del Notario de Fe Pública a cargo del archivo 
notarial, tomando en cuenta los parámetros establecidos en el numeral 2.1., 2.2. y 2.3. 
del presente Instructivo. El incumplimiento al presente Instructivo, será considerado a 
efectos de las responsabilidades que correspondan.  
Como se dijo en el marco teórico, dicho documento representa un antecedente para 

que la función notarial cumpla su rol deontológico y logre evitar juicios innecesarios, con la 

posibilidad de acudir a instancias administrativas para la materialización de trámites. Así 

mismo, como se dijo también, dicho método no es el idóneo para la declaración de nulidad 

de documentos falsos, toda vez, que se propone superar el trámite administrativo y la vía 

voluntaria notarial; el método o instrumento que se propone es el procedimiento monitorio 

notarial. 

3.3 Derecho comparado 

Al respecto, cabe aclarar que el tema del procedimiento monitorio notarial a los 

términos entendidos y propuestos en la presente investigación, resulta un tema por demás 

innovador, pues en otras legislaciones –al igual que la nuestra– aún se encuentra en 

desarrollo dentro de la función notarial como tal, más aún cuando se trata de la declaración 

de nulidad de documentos notariales declarados falsos en la vía penal.  

En ese tenor, no es de menos mencionar que dentro del análisis del derecho 

comparado se tratará de hacer mención de la normativa de otras legislaciones vinculadas con 

el tema de la nulidad de documentos notariales declarados falsos, además de todo lo que se 

vincula con la función notarial, la deontología notarial y las nuevas perspectivas para la 

disolución de conflictos por mediante el notario. 

3.3.1 México 

Al respecto, se tiene la última reforma publicada en la ciudad de México el 04 de 

agosto de 2021, en el cual, se tiene el decreto que contiene las observaciones del jefe de 

gobierno de la ciudad de México respecto del diverso por el que se abroga la ley de notariado 

del distrito federal y se expide la ley del notariado para la ciudad de México.  

Dentro de la mencionada norma, la Ley del Notariado para la ciudad de México, –al 

tenor también de su Constitución– específicamente de la sección primera, en el artículo 11 

se destaca y determina lo siguiente: “Artículo 11. Los Notarios son auxiliares en la 

administración de justicia. El Congreso, la Administración, el Tribunal y el Colegio 

coadyuvarán en el desempeño de esta función.” Dicho sea, se tiene al notario y la función 

que desempeña como un auxiliar para la administración de justicia, corresponde interpretar 

que el mismo puede dilucidar situaciones jurídicas que no tengan por sí mismas contención. 
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Por otro lado, expresa que los demás aparatos jurisdiccionales –si corresponde el termino– 

coadyuvaran para el desempeño de esta función, como es el caso de los tribunales, órganos 

rectores, instancias superiores, entre otros.  

Más adelante, en el artículo 27 el texto normativo refiere: “Artículo 27. La función 

autenticadora es la facultad otorgada por la Ley al Notario para que se reconozca como cierto 

lo que éste asiente en las actas o escrituras públicas que redacte, salvo prueba en contrario.” 

Haciendo alusión nuevamente a que el mismo, es decir, el notario tiene la facultad suficiente 

para la declaración o reconocimiento como “cierto” lo que él asiente en las actas, salvo prueba 

en contrario, en consecuencia, son válidos los reconocimientos que sean presentados ante 

su despacho notarial siempre y cuando estos sean elevados a la instancia superior 

correspondiente. 

En el artículo 44, el mismo texto normativo indica lo siguiente “Artículo 44. Notario es 

el profesional del Derecho investido de fe pública por el Estado, y que tiene a su cargo recibir, 

interpretar, redactar y dar forma legal a la voluntad de las personas que ante él acuden, y 

conferir autenticidad y certeza jurídicas a los actos y hechos pasados ante su fe, mediante la 

consignación de los mismos en instrumentos públicos de su autoría. El Notario conserva los 

instrumentos en el protocolo a su cargo, los reproduce y da fe de ellos. Actúa también como 

auxiliar de la administración de justicia, como consejero, árbitro o asesor internacional, en los 

términos que señalen las disposiciones legales relativas.” Reiterando nuevamente –de esta 

forma– el carácter auxiliar del notario para la administración de justicia que expreso en los 

párrafos supra.  

Ahora bien, ¿por qué se hace énfasis al carácter auxiliar del notario para la 

administración de justicia? Pues, cabe recordar que, dentro del marco teórico desarrollado, 

se hizo el análisis sobre la nueva visión que tiene la función notarial, llegando a enmarcar lo 

que vendría a ser la neo-función notarial, que, de manera sencilla, explicaría como la 

extensión de las facultades del notario de fe pública, a tal punto de llegar a una 

desjudicialización de los litigios, haciendo énfasis en la nulidad de documentos notariales 

declarados falsos. Dicho de otro modo, la utilización del término auxiliar de la administración 

de justicia implica per se una amplitud de facultades que se le otorgan al notario en razón de 

una correcta justicia notarial y la cultura de paz conjuntamente con su órgano rector que valida 

su función. 

No menos importante es mencionar que dentro de la legislación mexicana también se 

hace mención de la carrera notarial de la siguiente forma “Artículo 49. La carrera Notarial es 

el sistema que organiza los estudios e investigación de las diversas disciplinas jurídicas 

dirigidos al mejor desempeño de la función Notarial y para la difusión y puesta en práctica de 
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sus principios y valores éticos y jurídicos en beneficio de la ciudad.” De lo que se rescata la 

utilización de la deontología notarial y el beneficio que implica su desarrollo correcto, dicho 

de otro modo, el notario se concibe como aquel sujeto que coadyuve a la resolución de los 

conflictos o situaciones jurídicas de incertidumbre dentro de una sociedad, así pues, se agiliza 

de manera eficaz la disolución de situaciones de derecho.  

Ahora bien, entrando en la parte principal correspondiente a la nulidad y los actos 

extrajudiciales desarrollados por los notarios, dentro de la legislación mexicana se tiene la 

siguiente determinación:   

CAPÍTULO IV De la Competencia para Realizar Funciones Notariales en Asuntos 
Extrajudiciales (…) Artículo 178. En los términos de esta Ley se consideran asuntos 
susceptibles de conformación por el Notario mediante el ejercicio de su fe pública: I. 
Todos aquellos actos en los que haya o no controversia judicial, los interesados le 
soliciten haga constar bajo su fe y asesoría los acuerdos, hechos o situaciones de que 
se trate; II. Todos aquellos en los que, exista o no controversia judicial, lleguen los 
interesados voluntariamente a un acuerdo sobre uno o varios puntos del asunto, o 
sobre su totalidad, y se encuentren conformes en que el Notario haga constar bajo su 
fe y con su asesoría los acuerdos, hechos o situaciones de que se trate, siempre que 
se haya solicitado su intervención mediante rogación; y III. Todos aquellos asuntos 
que en términos del Código de Procedimientos Civiles conozcan los jueces en vía de 
jurisdicción voluntaria en los cuales el Notario podrá intervenir en tanto no hubiere 
menores no emancipados o mayores incapacitados. 
Resulta interesante este artículo para los fines de la investigación, puesto que, otorga 

competencia para realizar funciones notariales en asuntos extrajudiciales. En consecuencia, 

cuando menciona que el notario tiene facultad de conocer todos aquellos asuntos que en 

términos del Código de Procedimientos Civiles conozcan los jueces en vía de jurisdicción 

voluntaria en los cuales el Notario podrá intervenir en tanto no hubiere menores no 

emancipados o mayores incapacitados. De esta forma, lo que se estaría dando a entender 

es que el notario de fe pública tiene facultades de conocer asuntos de la jurisdicción 

voluntaria, aquellos donde no haya controversia judicial, vale decir, donde no exista 

contención y no estén implicados ciertos grupos vulnerables.  

A modo de síntesis, dentro de Ley del Notariado para la ciudad de México, los notarios 

tienen ciertos aspectos intrigantes, puesto que pueden ser capaces de ampliar sus facultades 

bajo ciertas consideraciones, tal como es el caso de lo explicado en los anteriores párrafos.  

3.3.2 España 

Ahora bien, respecto a la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862, esta es la norma 

notarial más importante del ordenamiento jurídico español. Si bien la data de dicho cuerpo 

normativo es bastante antigua, parece ser que incluye ciertos conceptos que son 

trascendentales para nuestra propuesta de estudio.  
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La referida Ley, hace mención al conocido protesto mercantil, sim embargo, no la trata 

como tal, sino más bien como un monitorio en la vía notarial. Es decir, la Ley del Notariado 

español establece algunos criterios para una posible vía del procedimiento monitorio notarial. 

Rápidamente vamos a ello: 

Sección 2.ª Reclamación de deudas dinerarias no contradichas Artículo 70. 1. El 
acreedor que pretenda el pago de una deuda dineraria de naturaleza civil o mercantil, 
cualquiera que sea su cuantía y origen, líquida, determinada, vencida y exigible, podrá 
solicitar de Notario con residencia en el domicilio del deudor consignado en el 
documento que acredite la deuda o el documentalmente demostrado, o en la 
residencia habitual del deudor o en el lugar en que el deudor pudiera ser hallado, que 
requiera a éste de pago, cuando la deuda, se acredite en la forma documental, que a 
juicio del Notario, sea indubitada. La deuda habrá de desglosar necesariamente 
principal, intereses remuneratorios y de demora aplicados. No podrán reclamarse 
mediante este expediente: a) Las deudas que se funden en un contrato entre un 
empresario o profesional y un consumidor o usuario. b) Las basadas en el artículo 21 
de la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal. c) Las deudas de alimentos 
en las que estén interesados menores, ni las que recaigan sobre materias 
indisponibles u operaciones sujetas a autorización judicial. d) Las reclamaciones en la 
que esté concernida una Administración Pública. 2. A tal efecto, se autorizará acta 
notarial, que recogerá las siguientes circunstancias: la identidad de acreedor y deudor; 
el domicilio de ambos, según fueron consignados en el documento que origina la 
reclamación, salvo que documentalmente se acredite su modificación, en cuyo caso 
deberán ser consignados ambos y el origen, naturaleza y cuantía de la deuda. 
También se acompañará al acta el documento o documentos que constituyan el título 
de la reclamación. El Notario no aceptará la solicitud si se tratara de alguna de las 
reclamaciones excluidas, faltará alguno de los datos o documentos anteriores o no 
fuera competente. 3. Una vez aceptada la solicitud del acreedor y comprobada la 
concurrencia de los requisitos previstos en los apartados anteriores, el Notario 
requerirá al deudor para que, en el plazo de veinte días hábiles, pague al peticionario. 
Si el deudor no pudiere ser localizado en alguno de los domicilios posibles acreditados 
en el acta o no se pudiere hacer entrega del requerimiento, el Notario dará por 
terminada su actuación, haciendo constar tal circunstancia y quedando a salvo el 
ejercicio del derecho del acreedor por vía judicial. 5. Se tendrá por realizado 
válidamente el requerimiento al deudor si es localizado y efectivamente requerido por 
el Notario, aunque rehusare hacerse cargo de la documentación que lo acompaña, 
que quedará a su disposición en la Notaría. También será válido el requerimiento 
realizado a cualquier empleado, familiar o persona con la que conviva el deudor, 
siempre que sea mayor de edad, cuando se encuentre en su domicilio, debiendo el 
Notario advertir al receptor que está obligado a entregar el requerimiento a su 
destinatario o a darle aviso si sabe su paradero. Si el requerimiento se hiciere en el 
lugar de trabajo no ocasional del destinatario, en ausencia de éste, se efectuará a la 
persona que estuviere a cargo de la dependencia destinada a recibir documentos u 
objetos. En caso de que el destinatario sea una persona jurídica el Notario entenderá 
la diligencia con la persona mayor de edad que se encontrare en el domicilio señalado 
en el documento anteriormente expresado y que forme parte del órgano de 
administración, que acredite ser representante con facultades suficientes o que a juicio 
del Notario actúe notoriamente como persona encargada por la persona jurídica de 
recibir requerimientos o notificaciones fehacientes en su interés. 

De manera inicial, dicha normativa –reiterando– da una introducción a una posible 

formulación del procedimiento monitorio notarial. Recuérdese que, el proceso monitorio es 

propio de un juicio civil, sin embargo, se lo pretende traer al ámbito notarial mediante un 
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procedimiento rápido, cuyo título es indudable para su rápida resolución ante el notario de fe 

pública.  

Dentro del articulo 70 ad initio del referido cuerpo normativo, hay un término que debe 

llamarnos la atención: “indubitada”. Esta concepción puede traerse a colación dentro del que 

llamamos procedimiento monitorio notarial, pues dicho procedimiento por esencia se funda 

en un título indubitado, entonces, resulta prácticamente factible la incursión a este nuevo 

método propuesto. Si somos extensivos en nuestra interpretación, se podría llegar a 

configurar un método distinto a la vía voluntaria notarial, la cual este expedita de formalismos 

y rigorismos que atenten contra la tutela judicial efectiva. Así mismo, como se ha mencionado 

en el marco teórico, la teoría del derecho notarial justo es una carta abierta para la 

incrementación de las funciones del notario en busca de una sociedad justa y armoniosa. 

Ciertamente, en la legislación española se desarrolla una suerte de proceso monitorio, pero 

sin fuerza coactiva como lo tendría el juez, este punto resulta ser perjudicial para la neo-

función notarial, pues desplaza a segundo lugar las atribuciones del fedatario.  

Por otro lado, dicha situación puede ser fundamentada también bajo la línea planteada 

en el artículo primero del cuerpo legal ahora referido, cito: “TÍTULO I De los notarios Artículo 

1. El Notario es el funcionario público autorizado para dar fe, conforme a las leyes, de los 

contratos y demás actos extrajudiciales.” Siendo resaltante el aspecto de los actos 

extrajudiciales. Esto último, representa la vía voluntaria notarial en Bolivia como único método 

que tiene el notario para someter a voluntad de las partes la solución de sus necesidades e 

intereses; ahora bien, la Ley española, a pesar de ser antigua, regula actividades 

extrajudiciales para con el notario. 
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CAPÍTULO IV.  OPINIONES DEL NOTARIADO SOBRE LA APLICACIÓN DEL 
MONITORIO NOTARIAL 

Como se ha señalado en la Introducción, una de las cuestiones a analizar en la 

presente investigación esta conformada por  las opiniones de miembros del notariado sobre 

la aplicación del monitorio notarial en la declaración de nulidad de documentos notariales 

declarados falsos en proceso penal. Estas opiniones han sido recogidas aplicando 

instrumentos técnicos como la entrevista y la encuesta. En el presente capítulo se 

sistematizan e interpretan los resultados obtenidos. 

4.1 Metodología 

Para la obtención de las opiniones del notariado sobre la propuesta de aplicación del 

procedimiento monitorio para la nulidad de documentos notariales declarados falsos en 

proceso penal, se han considerado los siguientes aspectos:  

4.1.1 Proposición 

Aunque las opiniones de miembros del notariado son complementarias en el análisis 

de la aplicación del procedimiento monitorio para la nulidad de documentos notariales 

declarados falsos en proceso penal, para recopilarlas se ha formulado la siguiente 

proposición: 

La aplicación de un procedimiento monitorio notarial para la declaración de nulidad de 

documentos declarados falsos en juicio penal en la situación de las víctimas de falsedad 

documental notarial contribuirá a la restitución de sus derechos, la aceleración del proceso 

de nulidad y la descongestión del sistema judicial boliviano. 

4.1.1.1 Determinación de variables 

Conforme a la proposición planteada, se tienen las siguientes variables a los efectos 

de enunciar una eventual respuesta a la problemática planteada.  

− Variable Independiente.  

Aplicación del procedimiento monitorio notarial. 

− Variable dependiente.  

Restitución de derechos de las víctimas, aceleración del proceso de nulidad y 

la descongestión del sistema judicial boliviano. 
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4.1.1.2 Operacionalización de variables 

Conforme a lo requerido para la operacionalizacion de variables, se ha determinado 

mediante tablas para ambas variables, dicho sea, se consigo la variable independiente y 

dependiente, la definición de la variable, las dimensiones e indicadores. 

Tabla 1. Operacionalización de la variable independiente. 

VARIABLE 
INDEPENDIENTE 

DEFINICIÓN DE LA 
VARIABLE 

DIMENSIÓN INDICADOR 

 
 

 
 
 
 
 

Aplicación del 
procedimiento 

monitorio notarial. 

El procedimiento 
monitorio notarial se 
constituye en aquel tipo 
de procedimiento de 
carácter “veloz” en 
situaciones de nulidad 
notarial y documentos 
declarados falsos en 
sede penal, vale decir, se 
trata de un procedimiento 
especial de conocimiento 
rápido y simple, de poco 
costo, que lo conocerá el 
ente rector del notariado 
y que acortará tramos en 
comparación con un 
proceso de declarativo 
ordinario complejo 
tedioso y largo.  

 
Eficacia normativa 

y aplicación. 
 
 

 
Ley 483 del 
Notariado 

Plurinacional.  

 
Ente rector del 

notariado boliviano. 

 
Dirección del 

Notariado 
Plurinacional 
– DIRNOPLU 

Nota: Elaboración Propia, 2023 

Tabla 2. Operacionalización de la variable dependiente. 

VARIABLE 
DEPENDIENTE 

DEFINICIÓN DE LA VARIABLE DIMENSIÓN INDICADOR 

 
 

Restitución de 
derechos de las 

víctimas, 
aceleración del 

proceso de 
nulidad y la 

descongestión 
del sistema 

judicial boliviano. 

 
La aplicación del procedimiento 

monitorio notarial contribuye a la a 
la restitución de derechos de las 
víctimas de falsedad documental 

notarial y la aceleración de proceso 
de nulidad. 

La descongestión del sistema 
judicial aparece cuando dicho 

sistema establecido por el 
ordenamiento jurídico (Constitución 
y las Leyes) es capaz de responder 
oportunamente a las necesidades 

de las personas de manera eficaz y 
eficiente.   

 

 
Restitución de 
los derechos y 

aceleración 
del proceso de 

nulidad  

 
Ley 483 del 
Notariado 

Plurinacional 
y Ley 439 

Código 
Procesal 

Civil    
 

Ordenamiento 
jurídico y 

descongestión 
judicial.  

 
Constitución 
Política del 

Estado.  
Ley 439 
Código 

Procesal 
Civil.  

Nota: (Elaboración Propia, 2023) 
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4.1.2 Técnicas e instrumentos de recojo de información 

Para obtener las opiniones se aplicaron las siguientes técnicas e instrumentos que se 

detallan:  

a) Encuesta, aplicada a los Notarios de Fe Publica y profesionales en derecho que 

ejercen sus funciones en el municipio de La Paz referente al tema objeto de 

investigación, cuyo instrumento corresponde a la boleta de encuesta.  

b) Entrevista semi estructurada, en la que participaron expertos de la comunidad 

jurídica, el instrumento utilizado para esta técnica fue la guía de entrevista.  

4.1.3 Población y muestra 

Respecto a ambos puntos, podemos determinar lo siguiente:  

i. Población 

La población de la presente investigación está conformada por:  

- La totalidad de los Notarios de Fe Pública del municipio de La Paz, que hacen un 

total de 107 funcionarios.  

- Docentes expertos en derecho notarial y civil de la Universidad Mayor de San 

Andrés y otras universidades, que hacen un total de 20, conforme a la información 

proporcionada por la Asociación de Docentes.  

- Jueces y Vocales de Juzgados Ordinarios y Salas Civiles que ejercen funciones 

en el Tribunal Departamental de Justicia de La Paz, que hacen un total de 10 

servidores judiciales.   

ii. Muestra 

La consideración de la muestra debe hacerse en relación con las técnicas de 

investigación propuestas. Vamos a ello. 

ENCUESTA. - Para determinar el tamaño óptimo de la muestra, se utilizó el muestreo 

probabilístico de tipo aleatorio simple, para lo cual la fórmula que se utilizara es la siguiente:  
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La aplicación de la formula nos da la siguiente muestra en cuanto a los Notarios de 

Fe Pública que ejercen sus funciones en el municipio de La Paz. 

Tabla 3. Cálculo del tamaño de muestra. 

PARÁMETRO VALOR 

N 107 

Z 1,645 

P 0,5 

Q 0,5 

E 7% 

Nota: (Elaboración Propia, 2023) 

 

 

ENTREVISTA 1 (DOCENTE). - Para el establecimiento de la muestra se optó por el 

tipo de muestreo no probabilístico, aplicando los siguientes criterios de inclusión y de 

exclusión:  

- Criterio de Inclusión: Docentes expertos en Derecho Notarial y Civil, de la 

Universidad Mayor de San Andrés, con más de 10 años de experiencia profesional 

en la labor docente. 
- Criterio de Exclusión: Docentes expertos en Derecho Notarial y Civil, invitados o 

de temporada de la Universidad Mayor de San Andrés.  

Muestra: Un Docente entrevistado experto en Derecho Notarial y Civil de la 

Universidad Mayor de San Andrés.  

Tipo de muestreo: El criterio que el investigador aplica para poder determinar el 

tamaño óptimo de la muestra es por conveniencia (Facilidad y oportunidad), se hace esta 

elección por el acceso que se tiene al docente elegido, además el mismo en calidad de 

n = 60 Notarios de Fe Publica que ejercen sus funciones en el 

municipio de La Paz. 
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docente especialista puede otorgar información y ampliar el sustento teórico y jurídico del 

tema objeto de investigación.   

ENTREVISTA 2 (JUEZ). - Para el establecimiento de la muestra se optó por el tipo de 

muestreo no probabilístico, aplicando el siguiente criterio de inclusión: 

- Criterio de Inclusión: Juez Civil y Comercial, que ejercen funciones en el Tribunal 

Departamental de Justicia de La Paz, que hayan desempeñado la labor de jueces 

de primera instancia por más de 5 años.  

Muestra: Un Juez de Juzgado Ordinario – Juzgado Publico Civil y Comercial del 

Tribunal Departamental de Justicia de La Paz.  

Tipo de muestreo: El criterio que el investigador aplica para poder determinar el 

tamaño óptimo de la muestra es por conveniencia (Facilidad y oportunidad), se hace esta 

elección por el acceso que se tiene al Juez elegido, además el mismo en calidad de 

funcionario por un tiempo prudente puede otorgar información y ampliar el sustento practico 

y jurídico del tema objeto de investigación. 

ENTREVISTA 3 (NOTARIO DE FE PÚBLICA) - La población de la presente 

investigación también está conformada por los Notarios de La Paz. Para el establecimiento 

de la muestra se optó por el tipo de muestreo no probabilístico.  

Muestra: Un notario de Fe Pública en el ejercicio del cargo por un tiempo mínimo de 

5 años. 

Tipo de muestreo: El criterio aplicado para poder determinar el tamaño óptimo de la 

muestra es el ser informante clave, pues es el actor que se encuentra más inmerso e 

inmiscuido en la materia y puede otorgar información de primera mano debido a que conoce 

el tema objeto de investigación y además está en constante relación con los datos 

estadísticos de los distintos tipos de tramites sustanciados en la vía notarial.  

4.2 Sistematización de las entrevistas 

Conforme a los instrumentos que se han detallado en el planteamiento metodológico 

del presente trabajo, se han aplicado entrevistas a la comunidad jurídica. La técnica empleada 

se aplicó a tres expertos representantes –por así decirlo– de distintos grupos o sectores. En 

las entrevistas se partió de preguntas diferenciadas que permitan conocer su percepción en 

cuanto al tema objeto de estudio, a continuación, se sistematiza las partes relevantes de cada 

entrevista: 
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4.2.1 Entrevista N° 1 

A Tales efectos, hemos decidido utilizar para el “sistema de expertos” a un connotado 

jurista del medio, el mismo que desempeña funciones como docente de derecho privado en 

general en las distintas universidades del país; así como, docente emérito en la Universidad 

Mayor de San Andrés; y, también, es Ex Director Departamental La Paz de la DIRNOPLU. 

Estamos hablando del profesor, Jaime Mamani Mamani.  

A tales efectos, hemos estructurado una matriz previa, se tiene lo siguiente: 

Del desempeño de la entrevista, se ha podido deducir muchos aspectos de índole 

teórico, practico y propositivo; por lo cual, a modo de conclusión parcial, se tiene las 

siguientes: 

- El entrevistado resalta que el propósito de la función notarial pretende la 

desjudicialización. Dicho de otro modo, la nueva perspectiva del notariado 

plurinacional cumple la tarea de disminuir las pretensiones contenciones, 

llevándolas al ámbito voluntario. Sin duda, esas contribuciones pueden dar 

paso al criterio o idea de vías alternas que luchen contra la extrema 

judicialización que sopesa en Bolivia. Ese mismo hecho, según el profesor 

boliviano, tienen sus expresiones en el conocido instituto de la “vía voluntaria 

notarial”; empero, no es la unica posibilidad para ampliar las potestades o –

como refiere el eximio profesor– las competencias del notario en busca de 

evitar el litigio judicial.  

- Por otro lado, considera que existe una “insuficiencia” respecto a las 

alternativas para contrarrestar el litigio judicial, dicho sea, considerando la 

existencia de la vía voluntaria notarial, como mecanismo idóneo, no es –por 

decirlo de algún modo– el único método para eliminar la extrema 

judicialización. En tal caso, existen muchas alternativas o propuestas –como 

refiere–: la propuesta de los jueces de paz y los centros de conciliación 

extrajudicial. Este aspecto deja entre ver que la lucha contra lo litigioso, tiene 

las puertas abiertas a los distintos mecanismos que puede crear la doctrina y 

la investigación jurídica.  

- El profesor boliviano, considera de manera previa el concepto propio de las 

nulidades sustanciales. Dicha premisa comprende a la Autoridad Jurisdiccional 

como el protagonista que declara la nulidad del documento; empero, en lo que 

sigue, tiene muy presente la actualidad y la posibilidad de cambio; por ello, el 

mismo señala que, en tiempos actuales, no es tan descabellado considerar 

que la vía notarial tenga la posibilidad de declarar la nulidad. En todo caso, el 
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civilista boliviano, considero en la entrevista que los cambios o innovaciones 

institucionales son loables y deben apostarse por los mismos. Este último 

juicio, lo aparejo con el hecho de incrementar competencias al dador de fe 

pública, dicho sea, considera que las competencias del mismo puedan 

ampliarse a lo estudiado.  

- Conforme a lo vertido anteriormente, dicho criterio lo hace en con insistencia; 

empero, siempre considera que no es posible otorgar un “procedimiento 

monitorio notarial” a desempeñarse como competencia del notario de fe 

pública. En tal caso, refiere que, si debería existir un procedimiento de 

“verificación de certeza de la ineficacia estructural de documentos notariales”, 

como textualmente lo señaló. En tal caso, conforme al estudio realizado, no 

pretendemos que el notario declare la nulidad del documento, empero si lo 

haga el ente rector conforme a un procedimiento donde intervenga el notario 

de fe pública; ergo, la contribución del profesor puede tener ciertas semejanzas 

con lo propuesto. Ciertamente, el o la notario –como refiere el profesor– no 

puede declarar la nulidad mediante un trámite o procedimiento monitorio 

notarial, pues, como hemos referido líneas arriba, el que tendrá competencias 

para tales efectos, será el ente rector del notariado plurinacional, la 

DIRNOPLU.  

- Así mismo, el entrevistado experto consideró necesaria la creación de 

mecanismos que incentiven a la desjudicialización, empero, no es posible 

“trasladar” –si es correcto el termino– el instituto del monitorio civil al ámbito 

notarial. Si bien dicho criterio es válido según la autoridad del comentario, ello 

no representa óbice para la propuesta, toda vez que un ambiente científico 

siempre está abierto al debate. En nuestro particular caso, conforme a la 

investigación realizada, consideramos y sostenemos fuertemente el criterio de 

aplicar una suerte de “procedimiento monitorio notarial”. Por lo mismo, es 

menester recordar que, sería interesante debatir sobre la “adaptabilidad” de 

los conceptos en el ámbito jurídico, creemos que ello ocurre en el presente 

estudio.  

- A lo sumo, el profesor, considera firmemente que es necesario habilitar un 

procedimiento o tramite que pueda declarar la nulidad de documentos 

notariales cuando se haya declarado falso en materia penal. En tal 

consonancia, refiere con más precisión que pueda darse esa posibilidad en el 

ámbito notarial, en tal caso, la ampliación de las facultades o competencias del 

tabelión pueden mejorarse en dicha orientación. En ese tenor, el egregio 

jurista, recuerda que la declaración de falsedad, en verdad, posiciona al 
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documento como ajeno al orden jurídico, por lo que, a los fines de evitar el 

litigio judicial, pueda –tal vez– apostarse por otros mecanismos en el ámbito 

notarial. De algún modo, el criterio autorizado de dicho profesor, es un aliciente 

para contribuir a la “teoría general del procedimiento monitorio notarial”.  

4.2.2 Entrevista N° 2 

A Tales efectos, hemos decidido utilizar para el “sistema de expertos” a una connotada 

jurista del medio, la mismo que desempeña funciones como Notaria de Fe Pública, contando 

con varios estudios pos graduales, que le dan la idoneidad para ser entrevistada a los fines 

de constatar la hipótesis planteada. Estamos hablando de la Notaria de Fe Pública, Dra. 

Maritza Castro Garnica.   

A tales efectos, hemos estructurado una matriz previa, se tiene lo siguiente: 

Del desempeño de la entrevista, se ha podido deducir muchos aspectos de índole 

teórico, practico y propositivo; por lo cual, a modo de conclusión parcial, se tiene las 

siguientes: 

- El entrevistado considera que la función preventiva del notario de fe pública, 

es una de las cualidades que otorgo la Ley del Notariado Plurinacional. En tal 

caso, refiere que la cultura de paz es uno de los idearios u orientadores del 

sistema notarial boliviano, máxime si el notario debe tener un rol más activo en 

beneficio de la sociedad, evitando juicios o la judicialización como un mal que 

está latente en nuestro medio. En otras palabras, considera que el Notario de 

Fe Publica tiene la gran potestad de evitar el conflicto de intereses opuestos, 

ello con la presencia con los elementos deontológicos.  

- La escribana entrevistada, tiene muy presente el criterio o signo deontológico 

que rodea a la función notarial. En tal caso, el cumplimiento de la ley, el deber 

de asesoramiento y la correcta formación del dador de fe, son elementos que 

dan pie al logro de las finalidades de la deontología notarial. Es ciertamente 

esa cualidad deontológica la que, como refiere, impide continuar con la 

judicialización de conflictos derivados de contratos, los cuales a posteriori es 

ante la autenticación del fedante. De ahí que, la jurista entrevistada, con mucha 

razón se aferra a la idea de que se conforme tramites que no involucren 

conflictos, entre ellos la conciliación en sede notarial. Este último aspecto será 

determinante, puesto que la inclusión de nuevos institutos es una constante de 

una eventual reforma o cambio social.  

- Si bien la notaria no ve viable la ampliación de competencias del Notario de Fe 

Publica y de la Dirección del Notariado Plurinacional, por lo menos no sobre 
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cuestiones donde exista litis o controversia. En tal caso, considera que la 

conciliación podría llevarse al ámbito notarial, amparada –solamente– en la 

voluntariedad. Sin embargo, dicho criterio parece ser muy vago, por lo que la 

discrecionalidad de tal afirmación, puede ser interpretado de manera más 

favorable, dando paso o pie a una serie de cuestiones referidas a la resolución 

de conflictos y controversias, y no solo lo conciliatorio.  

- En ese tenor, la jurista entrevistada, tiene muy presente la distinta naturaleza 

de las funciones del Notario de Fe Publica y de las del ente rector, la Dirección 

del Notariado Plurinacional; distinguiendo, por ende, la dación de fe con la 

administración. Comprendida dicha diferencia, la especialista en derecho 

notarial, tiene primigeniamente la noción de sustraer al ente rector de 

potestades que tengan que ver con la jurisdicción civil; empero, encuentra un 

“punto de conexión” cuando se habla de los tramites de reposición; esos 

trámites de reposición –en sus palabras– son: “…antecedente, está por demás 

señalar que es posible ampliar las facultades de este tipo de trámites u otros 

que concluyan con disposiciones meramente administrativas de la 

DIRNOPLU, que coadyuven a  descongestionar procesos judiciales, sobre 

todos aquellos en los que no exista controversia  o conflicto de intereses, o 

cuando existan fallos judiciales pasados en autoridad de cosa juzgada, cuyos 

posteriores trámites únicamente sean objeto de  cancelación de registro ante 

entidades registradoras” (sic.). De ese punto, puede deducirse que cuando un 

documento es falso por sentencia penal ejecutoriada, sostenemos que la 

litigiosidad habría concluido; en tal caso, el autor del delito no estaría con 

posibilidades para oponerse a la nulidad de un documento que fue fraguado, 

ante su conocimiento; salvo, ciertas situaciones. Empero, esas situaciones 

podrán ser opuestas por aquel que se sienta perjudicado, reservada la 

“iniciativa del contradictorio”, al igual que un proceso monitorio.  

- Respecto a este último punto, la autora parece estar de acuerdo a la 

posibilidad de la denominación, vale decir, parece dar su asentimiento para el 

“procedimiento monitorio notarial”. Y también asemeja su tramitación, pues, es 

raudo y efectivo. Sin embargo, no deja de sostener la tesis de la imposibilidad 

de la declaración de nulidad por parte de la Dirección del Notariado 

Plurinacional. Aun así, refiere que, la similitud la podría encontrar con más 

ahínco, en los tramites de reposición que se tienen como antecedentes. En 

ese tenor, deja un rayo de esperanza, pues, considera que el trámite del 

procedimiento monitorio notarial, puede “…asimilar en cuanto a su 

procedimiento a los trámites de reposición de firmas, sellos notariales y 
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matrices protocolares; para que desde la DIRNOPLU, en Resolución 

Administrativa, luego de conocer el fallo judicial sobre sentencia firme que 

declare la falsedad  de un documento notarial,  disponga, la reposición de 

partidas por ejemplo ante las Oficinas de Derechos Reales; empero ello 

obedecerá, cuando la única pretensión del solicitante sea lograr que se deje 

sin efecto los registros sentados en estas oficinas públicas  emergentes de un 

documento notarial que fue declarado falso judicialmente” (sic.). Esta 

posibilidad depende de la pretensión y la intención buscada.  

- Finalmente, respecto a todo lo expuesto, otorga tres posibilidades importantes: 

1) Que no se pueda declarar la nulidad en sede notarial, ante la DIRNOPLU; 

2) Que se pueda declarar la nulidad del documento falso en ejecución de 

sentencia en la sede penal; y, 3) que se conforme un procedimiento 

administrativo que declare de manera rápida dicha nulidad. En el presente 

trabajo, optamos por esa tercera opción, siendo que el “monitorio notarial” se 

sustanciara ante la DIRNOPLU previa remisión de informe y documentación 

del dador de fe. Además, no podría considerarse el hecho de no lograr la 

autoridad de cosa juzgada o la vulneración de derechos, pues, estaría sujeta 

a oposición, en otras palabras, contendría la iniciativa del contradictorio, 

además, existe los recursos administrativos a los fines de precautelar 

derechos. No se vulnera ninguna garantía constitucional, más al contrario se 

apuesta por una justicia rápida y no propiamente del órgano jurisdiccional sino 

del órgano rector del notariado.  

4.2.3 Entrevista N° 3 

A Tales efectos, hemos decidido utilizar para el “sistema de expertos” a una connotada 

jurista del medio, la mismo que desempeña funciones como Juez Público Civil y Comercial 

8° del Distrito Judicial de El Alto, contando con varios estudios pos graduales, que le dan la 

idoneidad para ser entrevistada a los fines de constatar la hipótesis planteada. Estamos 

hablando de la Juez Público Civil y Comercial 8° del Distrito Judicial de El Alto, Dra. Reyna 

Brañez Serrano.   

A tales efectos, hemos estructurado una matriz previa, se tiene lo siguiente: 

A modo de conclusión parcial se tiene lo siguiente: 

- El tema parece estar bien orientado por la juzgadora, es decir, la misma 

considera que el tema de la desjudicialización es bastante relevante en nuestro 

medio. En tal caso, considera que la vía judicial se encuentra muy saturada, 

por lo que se debe analizar varios temas que podrían salir del espectro judicial, 
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dicho sea, se debe analizar varios institutos que deben salir del ámbito 

procesal civil. En ese sentido, considera que existe mucha sobrecarga judicial, 

donde el tema de la función notarial toma especial relevancia. En realidad, el 

Notariado de Fe Pública, cumple un rol o función importante dentro de la 

sociedad, por lo mismo, contribuye en esencia para con las causas judiciales, 

evitando el litigio en muchas ocasiones. Así, la tarea notarial es un 

“complemento” necesario para la administración de justicia, tal como refiere la 

juzgadora.  

- Respecto a la ampliación de las facultades de los notarios y, por ende, su ente 

rector, es pertinente. La consideración de las funciones notariales, es de 

relevancia importante para combatir la sobrecarga judicial, ese aspecto podrá 

contribuir no solo a la resolución rápida de los procesos o de determinados 

procesos, sino supone un mejor despacho judicial; por lo demás, los aspectos 

de relevancia deberán ser dictaminados en instancia judicial, cumpliendo la 

seguridad jurídica que implica el Derecho.  

- En ese mismo tenor, la entrevista experta, considera la pertinencia del tema 

en cuanto al problema existente. Considera que existe una doble tramitación, 

cuando no debería existir ello, pues, se habría declarado falso un documento 

notarial en sede penal, lo que supone un gran transcurso del tiempo; además, 

una vez concluido todo ese largo camino, supone la existencia de otro largo 

camino por recorrer en la vía civil. Esto supone una retardación de justicia, 

aspecto –como refiere la entrevistada– se hace más complicado si 

consideramos la vía recursiva que se aplicara por defecto en ambas materias.  

- Respecto al método de resolución del conflicto, refiere que la vía ordinaria no 

es un medio idóneo para el tratamiento de la nulidad de documentos notariales 

declarados falsos en sede penal, toda vez que el proceso ordinario es largo y 

tedioso. Es una de las premisas de la presente investigación, pues, en realidad 

no existe proceso más largo y complicado que el proceso de conocimiento 

ordinario. El hecho de recurrir al método ordinario, no representa una vía 

correcta o idónea, para el tratamiento planteado. Sin embargo, como refiere la 

misma juez civil, tal vez podría ser viable dicha declaratoria de nulidad, en un 

proceso más rápido, es decir, un plenario rápido. Aquella vía, si deducimos lo 

referido, no sería otro que el proceso de estructura monitoria, aspecto que 

tomamos de referencia para la propuesta de “proceso monitorio notarial”. En 

tal caso, la propuesta de la Juez no varía en esencia de nuestro planteamiento, 

salvo en la vía o autoridad competente para dicha tramitación; para ella, ante 
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el juez mediante un proceso de estructura monitoria, y, para la investigación, 

ante el notario mediante un proceso monitorio notarial. 

- En ese mismo sentido, considera pertinente dicha propuesta, aunque a priori 

tiene su propia postura. Empero, sin perjuicio de ello, considera pertinente la 

posibilidad del procedimiento monitorio notarial, la cual deba ser motivo de 

ampliación de facultades del Notario de Fe Pública y del ente rector del mismo, 

la DIRNOPLU. Al parecer se debe propugnar –refiere la juzgadora– por 

alternativas que reduzcan la sobrecarga judicial. Aunque ese punto puede ser 

tomada como un “grito de salvación”, a los efectos de la investigación, esa 

respuesta refleja la complejidad de la vía judicial, la cual sopesa de una 

extrema retardación de justicia por las numerosas demandas que ingresan 

buscando justicia. Aspectos que, tal vez, podrían ser desempeñados ante otra 

autoridad como lo es el tabelion.  

- Considera, por lo mismo que, las funciones notariales y por ende la del ente 

rector pueda declarar la nulidad; siempre y cuando existe sentencia penal 

ejecutoriada en sede penal, por falsedad del documento notarial. En realidad, 

esa condición es esencialmente necesaria, pues, no podría considerarse falso 

si no existe la res iudicata, que confirma la decisión del juez penal de condenar 

al delincuente y declarar la certeza de los hechos, como el mismo hecho de 

ser declarado falso un documento notarial. Por lo mismo, se tiene presente 

que la declaración de nulidad por parte de la vía notarial, solo podría darse en 

ese único supuesto, es decir, ante la declaratoria de falsedad del documento 

notarial, que por sí mismo no tendría que seguir vigente en un orden y se 

debería depurar las consecuencias que de ella emanen. Por ello, la sentencia 

penal condenatoria ejecutoriada constituye, a los ojos de la juzgadora 

entrevista, en un suficiente y valido “titulo” para lograr la resolución 

administrativa que –por lo menos en esta investigación– buscamos en el 

procedimiento monitorio notarial, que declare la falsedad de dicho documento. 

Por lo mismo, la Sentencia Penal condenatoria ejecutoriada, es el documento 

esencial para solicitar la nulidad del documento, como consecuencia natural 

de la falsedad de un documento notarial.  

4.2.4 Análisis y discusión 

Analizando las entrevistas en cuanto a las preguntas centrales, podemos señalar que, 

los tres entrevistados a la consulta de que en la jurisdicción ordinaria civil tienen una grave 

deficiencia por la sobrecarga judicial, responden de manera afirmativa, es decir, consideran 

en esencia que el gran problema de la administración de justicia es la sobrecarga judicial y la 
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excesiva judicialización de los conflictos; ante ello, los tres entrevistados coinciden en que se 

apueste por otras alternativas que pueden estar encarnadas en la función notarial. En tal 

caso, para los entrevistados el dador de fe es la instancia que contribuye a la 

desjudicialización, propugnando que no se desenvuelvan más causas que podrían ser 

resultas de manera rápida en la sede notarial, tal como el caso de la nulidad de un documento 

declarado falso por la materia penal.  

En lo referido a la posibilidad de incluir un procedimiento monitorio notarial, los 

entrevistados se mostraron escépticos ante la denominación; dicho sea, no convenció el 

criterio de un “monitorio” en el ámbito notarial. En realidad, los tres entrevistados tuvieron 

visiones distintas respecto al mismo, dicho sea, no existe consenso ante dicha vía. Sin 

embargo, todos los entrevistaron concordaron en el criterio de crear una nueva vía para 

solucionar la extrema litigiosidad de los conflictos, así mismo, concordaron en el hecho de 

incluir dicho procedimiento en la función notarial, tanto para el notario como para su ente 

rector. Por lo pronto, no pudieron deducir si lo correcto es un “monitorio notarial”, ello se debe 

a la novedad de dicho instituto, que, a priori, como cualquier otra idea puede parecer 

descabellada, empero no es así. Sin embargo, los tres entrevistados coordinaron en el hecho 

de implementar una vía más rápida y que no esté incluida en el espectro judicial –a excepción 

de la Juez entrevistada–, donde el notariado de fe pública tenga mayor participación y lograr 

la cultura de paz. 

Finalmente, en el objetivo de conocer la posición de los tres expertos en cuanto a la 

pertinencia de coadyuvar con un procedimiento monitorio notarial para la declaración de 

nulidad de documento notariales declarados falsos en sede penal, de forma unánime señalan 

que es pertinente y útil a fin de observar el papel protagónico de la sede notarial en la 

descongestión judicial, alcanzar una efectividad real y completa, que la misma sea académica 

y doctrinal, mas no política. 

4.3  Las opiniones de notarias y notarios (sistematización de encuestas) 

De acuerdo a lo que se ha planteado en el marco metodológico, se ha aplicado una 

encuesta, 17 dirigida a 28 notarios de fe pública y profesionales en derecho vinculados con la 

materia. La encuesta tuvo por objetivo conocer la percepción de los notarios de fe pública y 

los profesionales en derecho, en relación a la eficacia de la implementación y aplicación del 

procedimiento monitorio notarial para la declaración de nulidad de documentos declarados 

falsos en juicio penal en la situación de las víctimas de falsedad documental notarial y la 

 

17 La Boleta de Encuesta se encuentra en el Anexo A. 
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restitución de sus derechos, además de la aceleración del proceso de nulidad y la 

descongestión del sistema judicial. 

Los resultados obtenidos de cada una de las preguntas formuladas, incluyendo la 

interpretación de la información se expresa de la siguiente manera:  

1. ¿Cree usted que la función notarial en el Estado Plurinacional de Bolivia 
debe realizarse en el marco de la atención a la población con calidad y 
calidez?  

Figura 1. Respuesta de la Pregunta 1. 

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

En relación a la pregunta 1 realizada a los notarios de fe pública y los profesionales 

en derecho se observa que el 96.4% de ellos considera estar “Muy de acuerdo” con la 

afirmación planteada, 3.6% señalan estar “De acuerdo”, en cuanto al resto de opciones no se 

marcó por ninguno. Dicho resultado apunta con evidente claridad que gran parte de los 

encuestados consideran que el servicio notarial en cada Notaría de Fe Pública se realiza en 

el marco de la atención a la población con calidad y calidez. 
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2. ¿Considera que en estrados judiciales existe demasiada carga procesal que 
conlleva a una congestión judicial o mora procesal misma que afecta al derecho 
de acceso a la justicia desde la óptica de protección de los derechos? 

Figura 2. Respuesta de la Pregunta 2.  

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

Con relación a la pregunta 2 realizada se tiene que el 92.2% de los encuestados 

señalan que en estrados judiciales existe demasiada carga procesal que conlleva a una 

congestión judicial o mora procesal misma que afecta al derecho de acceso a la justicia desde 

la óptica de protección de los derechos; solamente 3.6% se encuentra “Indeciso” al respecto 

y otro 3.6% cree que “Definitivamente no”. 

Los resultados en cuanto a esta pregunta denotan que la congestión judicial viene a 

ser un problema real dentro del sistema judicial y por ende afectando al derecho de acceso a 

la justicia. De todos modos, si bien la mayoría se inclina a confirmar lo afirmado aun en cierto 

grado hay quienes no la consideran cierta. 
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3. ¿Considera que la función notarial es el método paliativo idóneo para evitar la 
congestión judicial y la excesiva mora procesal, incrementando las funciones 
del notario como agente de prevención y resolución de conflictos, 
conjuntamente con su ente rector, la Dirección del Notariado Plurinacional - 
DIRNOPLU?  

Figura 3. Respuesta de la Pregunta 3.  

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

Con relación a la pregunta 3 que es referente a que la función notarial es el método 

paliativo idóneo para evitar la congestión judicial y la excesiva mora procesal, incrementando 

las funciones del notario como agente de prevención y resolución de conflictos, 

conjuntamente con su ente rector, la Dirección del Notariado Plurinacional - DIRNOPLU; el 

50% señala que “están muy de acuerdo”; 32.1% “de acuerdo”; 7.1% consideran que “muy en 

desacuerdo”; 7.1% señala que “en desacuerdo”; y 3.6% “no responde”.  

Dicho resultado se muestra de manera afirmativa en su mayoría al referirse a que la 

función notarial conjuntamente con todos los agentes que conllevan son un mecanismo para 

evitar la congestión judicial, del mismo modo que la anterior pregunta, existen casos en los 

que no lo consideran adecuado.  
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4. ¿Considera usted que los notarios de fe pública y, por ende, su órgano rector 
(Dirección del Notariado Plurinacional - DIRNOPLU) pueden resolver conflictos 
de índole civil sin la necesidad de acudir a la vía jurisdiccional?  

Figura 4. Respuesta de la Pregunta 4. 

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

Con relación a la pregunta 4 planteada, se tiene que el 64.3 % de los encuestados 

considera que “Definitivamente sí” que los notarios de fe pública y su órgano rector (Dirección 

del Notariado Plurinacional - DIRNOPLU) pueden resolver conflictos de índole civil sin la 

necesidad de acudir a la vía jurisdiccional; 17.9% señalan que “Definitivamente no”; y otro 

17.9% queda “indeciso” 

En este porcentaje se puede establecer que la mayoría de los profesionales 

encuestados considera que los notarios de fe pública y su ente rector pueden resolver 

conflictos de índole civil y consecuentemente tener una justicia preventiva.  
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5. ¿Considera que el órgano rector del notariado plurinacional (Dirección del 
Notariado Plurinacional - DIRNOPLU) tenga potestades para declarar nulidad de 
documentos notariales, previamente declarados falsos material e 
ideológicamente en sede penal?   

Figura 5. Respuesta de la Pregunta 5.  

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

Respecto a la pregunta 5 realizada se obtiene que el 53.6% de los profesionales 

notarios y profesionales en derecho encuestados coinciden en que “Definitivamente si” 

consideran que el órgano rector del notariado plurinacional (Dirección del Notariado 

Plurinacional - DIRNOPLU) tenga potestades para declarar nulidad de documentos 

notariales, previamente declarados falsos material e ideológicamente en sede penal; 35.7% 

señalaron “Definitivamente no”; 10.7% señalaron estar “indecisos”. 

El resultado muestra con claridad que la gran mayoría de los encuestados se 

posiciona por el lado que considera que el DIRNOPLU tenga potestades para declarar nulidad 

de documentos notariales, previamente declarados falsos en sede penal, sin embargo, un 

gran porcentaje también encuentra su desacuerdo al respecto.  
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6. ¿Considera adecuada la inserción de un nuevo instituto jurídico notarial, dicho 
sea, el “procedimiento monitorio notarial”, para la declaración de nulidad de 
documentos notariales, previamente declarados falsos en sede penal? 

Figura 6. Respuesta de la Pregunta 6. 

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

Con relación a la pregunta 6 planteada, referente a si es adecuada la inserción del 

“procedimiento monitorio notarial” para la declaración de nulidad de documentos notariales, 

previamente declarados falsos en sede penal, 39.3% respondieron en estar “muy de 

acuerdo”; otro 28.6% responde estar “de acuerdo”; un 21.4% refiere estar “en desacuerdo” 

con dicho planteamiento y el resto de los encuestados “no responde”. 

Al tenor de lo anterior, se advierte que la mayoría de los encuestados tiene una 

posición positiva en cuanto a la aplicación del procedimiento monitorio notarial, que es central 

en la investigación ahora presentada. 
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7. ¿Considera que los notarios de fe pública y, por ende, la dirección del notariado 
plurinacional (DIRNOPLU), pueden resolver conflictos de índole civil declarando 
la nulidad de documentos notariales falsificados, previa sentencia penal 
condenatoria ejecutoriada?  

Figura 7. Respuesta de la Pregunta 7. 

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

En lo referente a lo planteado en la pregunta 7 de la encuesta en relación a que los 

notarios de fe pública y la DIRNOPLU, pueden resolver conflictos de índole civil declarando 

la nulidad de documentos notariales falsificados, previa sentencia penal condenatoria 

ejecutoriada, el 53.6% considera que “Definitivamente si” es pertinente dicha apreciación; el 

32.1% señalaron “Definitivamente no”; y 14.3% señalaron estar “indecisos”. 

Dicho resultado se encuentra –aunque un poco contrastado– con favorabilidad a la 

afirmación planteada en la pregunta, por lo mismo, al tratarse de algo nuevo puede resultar 

siempre como un foco de debate. 
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8. ¿Considera usted que el procedimiento monitorio notarial –entendido como un 
método corto y rápido para la tutela de los derechos– podría ser el método 
idóneo para la declaración de nulidad de documentos notariales declarados 
falsos en sede penal? 

Figura 8. Respuesta de la Pregunta 8.  

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

En relación a la pregunta 8 realizada a los profesionales entendidos en la materia, se 

observa que el 39.9% considera el procedimiento monitorio notarial podría ser el método 

idóneo para la declaración de nulidad de documentos notariales declarados falsos en sede 

penal; otro 39.3% señalaron estar “De acuerdo” lo hace; 7.1% señalaron estar “Muy en 

desacuerdo”, 10% manifiesta estar “En desacuerdo”, y el resto no responde. 
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9. ¿Considera que la declaración de nulidad de un documento notarial en la vía 
civil, es un “doble juicio”, puesto que previo al mismo se debe realizar un 
proceso penal que declare falsos los documentos notariales? ¿No sería una 
retardación innecesaria y burocrática? 

Figura 9. Respuesta de la Pregunta 9. 

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

En lo referente a la pregunta 9 se tiene que el 53.6% de los encuestados se 

encontraron “Muy de acuerdo” con el planteamiento sobre que la declaración de nulidad de 

un documento notarial en la vía civil, es un “doble juicio”, puesto que previo al mismo se debe 

realizar un proceso penal que declare falsos los documentos notariales; otro 28.6% 

contestaron estar “De acuerdo” y solamente un 17.9% contestaron estar “En desacuerdo”.  

Ello evidencia que los profesionales entendidos en la materia, consideran que para la 

declaración de nulidad de un documento notarial resulta un doble proceso en dos instancias, 

lo que denota que existe todavía problemas para la aplicación de una justicia pronta y 

oportuna, lo que lleva a que se planteen mecanismos para apaciguar toda la mora procesal 

que existe a través de procedimientos dobles en instancias judiciales. 
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10. ¿Considera factible y necesario la posibilidad de un procedimiento monitorio 
notarial realizado a través del ente rector del notariado plurinacional 
(DIRNOPLU), para la declaración de nulidad de documentos notariales 
previamente declarados falsos en sede penal? 

Figura 10. Respuesta de la Pregunta 9. 

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

Respecto a la pregunta 10 de la encuesta, se tiene que los encuestados en su mayoría 

consideran factible y necesario la posibilidad de un procedimiento monitorio notarial realizado 

a través del ente rector del notariado plurinacional (DIRNOPLU), para la declaración de 

nulidad de documentos notariales previamente declarados falsos en sede penal, teniendo 

como resultado que un 64.3% responde con “Definitivamente si” y solamente un 25% 

responde con “Definitivamente no”, por otro lado se tiene un 10.7% que queda “Indeciso”.  
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11. A modo de conclusión, ¿considera necesaria la inclusión de un nuevo 
paradigma civilizatorio en el ámbito notarial, vale decir, la introducción de 
nuevos métodos (como el que ahora se plantea “proceso monitorio notarial) que 
coadyuven a la rápida disolución de situaciones jurídicas conflictivas y 
coadyuven por ende a la cultura de paz y a la seguridad jurídica?  

Figura 11. Respuesta de la Pregunta 11. 

 

Nota: (Elaboración Propia, 2023). 

Finalmente, la encuesta finaliza con la pregunta referida a la necesidad de la inclusión 

de un nuevo paradigma civilizatorio en el ámbito notarial, vale decir, la introducción de nuevos 

métodos (como el que ahora se plantea “proceso monitorio notarial) que coadyuven a la 

rápida disolución de situaciones jurídicas conflictivas y coadyuven por ende a la cultura de 

paz y a la seguridad jurídica; lo que tuvo como resultado que del total de los encuestados, un 

50% respondió estar “Muy de acuerdo” con lo planteado; un 28.6% respondió estar “De 

acuerdo”; y solo un 10.7% respondió estar “En desacuerdo”, en tanto que el resto del 

porcentaje de los encuestados no responde.  

4.3.1 Análisis y discusión 

A partir de todo lo anterior, los resultados de la encuesta reflejan resultados –en su 

mayoría– positivos respecto a la temática y objetivos planteados en la presente investigación, 

toda vez que dentro de los resultados expuestos supra se puede evidenciar que la mayoría 

de los profesionales en derecho y especialmente los especialistas en derecho civil y notarial, 

consideran “real” el hecho de que existe una doble carga procesal para las personas que se 

someten a un proceso sobre declaración de nulidad de documentos notariales, que 

previamente deben declarados falsos en sede penal para luego buscar su nulidad definitiva 
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en sede civil, lo que lleva a una larga y morosa restitución de derechos para las personas 

referidas.  

En ese sentido, también se tiene que los profesionales encuestados manifiestan 

adecuada la aplicación de mecanismos nuevos que vengan a coadyuvar a que dicha mora 

en la restitución de derechos en casos específicos sean subsanados, tal es el caso de la 

aplicación del “procedimiento monitorio notarial”, entendido como un método corto y rápido 

para la tutela de los derechos que puede ser el método idóneo para la declaración de nulidad 

de documentos notariales declarados falsos previamente en sede penal para así no ir a un 

juicio de carácter civil, por ende, no tener doble juicio. 

Finalmente, en cuanto a la pertinencia de evaluar la eficacia de la implementación y 

aplicación del procedimiento monitorio para la descongestión del sistema judicial boliviano, 

más de 25 notarios y profesionales especialistas lo consideraron pertinente, coincidiendo esta 

postura con la de los entrevistados, no existiendo un consenso total, pero si una mayoría 

significativa.  

En ese tenor, con las entrevistas y encuestas desarrolladas, así como del análisis 

teórico realizado en la presente investigación y toda la fundamentación metodológica 

detallada, se llega a comprobar la hipótesis planteada que se constituye en “La aplicación de 

un procedimiento monitorio notarial para la declaración de nulidad de documentos declarados 

falsos en juicio penal en la situación de las víctimas de falsedad documental notarial 

contribuirá a la restitución de sus derechos, la aceleración del proceso de nulidad y la 

descongestión del sistema judicial boliviano”, y el impacto positivo como ya tantas veces se 

refirió es parcial y relativo, toda vez que se trata de un mecanismo novedoso que puede ser 

de complicado desarrollo tanto teórico como práctico normativo. 
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CAPÍTULO V.  PROPUESTA DE LA INVESTIGACIÓN 

En este capítulo, se presenta la propuesta de la investigación, bajo la forma de un 

proyecto de Ley y de un Reglamento de la aplicación del procedimiento monitorio para la 

nulidad de documentos notariales declarados falsos en proceso penal. 

5.1 A modo de introducción de la propuesta 

Como se tiene en lo extenso del presente trabajo, resoluta increíble e irrisorio el hecho 

de judicializar la cuestión de la nulidad respecto a documentos notariales declarados falsos 

en sede penal. En tal caso, es una vía crucis para los justiciables el declarar nulo un 

documento falso, pues, como se deduce del ordenamiento jurídico boliviano, el documento 

notarial que fue declarado su falso (material e ideal) debe acudir a un siguiente juicio –ahora, 

civil– para su declaración de nulidad. Entonces, es una doble judicialización que solo 

contribuye a la extrema litigiosidad y, resulta poco practica para la restitución de derechos 

para los justiciables. 

Dicho aspecto, se deduce de la misma mecánica jurídica en Bolivia, pues, la 

declaración de nulidad es remitida a conocimiento de la Autoridad Jurisdiccional; y, siendo 

más particulares para los jueces en materia civil.  

Así pues, la Ley del Notariado Plurinacional, manda:  

ARTÍCULO 82. (NULIDAD DE DOCUMENTOS NOTARIALES). La nulidad de los 
documentos notariales sólo puede declararse mediante sentencia ejecutoriada 
emanada por autoridad jurisdiccional competente.  
Así mismo, el Código Civil señala:  

ARTICULO 546. VERIFICACIÓN JUDICIAL DE LA NULIDAD Y LA ANULABILIDAD 
La nulidad y la anulabilidad de un contrato deben ser pronunciadas judicialmente. 
Por lo mismo, la génesis de la cuestión es indubitable, siendo que las reglas jurídicas 

originan dicho aspecto. En consecuencia, la solución no puede ser otra: La reforma legal y la 

reglamentación del trámite. Esas dos cuestiones colaboraran a un mejoramiento para dicho 

aspecto, dando paso a la existencia de un trámite deducido en la misma sede notarial, 

hablamos del procedimiento monitorio notarial; y, también a su vez, desempeñada por el 

órgano rector del notariado, es decir, la Dirección del Notariado Plurinacional. Esas dos 

cuestiones (reforma legislativa y reglamentación del trámite) podrán contribuir a la 

fundamentación de la aplicación del procedimiento monitorio notarial a la declaración de 

nulidad de documentos declarados falsos en juicio penal, restituyendo los derechos de las 

víctimas de falsedad documental de modo rápido y oportuno.  
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Estas afirmaciones se sustentan en base a la problemática planteada, los objetivos 

expuestos, las encuentras realizas, las entrevistas desahogadas y los datos estadísticos 

objetivos. En una visión practica daría lugar a la siguiente propuesta de índole pragmática:  

− Lo referido decanta en proponer un proyecto de ley de reforma de los distintos 

apartados referidos a la nulidad en la vía civil, dicho sea, configurar una reforma legal 

que abarque distintas normas de índole civil y notarial, para lograr lo referido líneas 

arriba. Entonces, sin más dilaciones, la propuesta es: PROYECTO DE LEY DE 

REFORMA SOBRE LAS NULIDADES.  

− Así también, ello decantará a la elaboración de un proyecto de reglamento de trámite 

para el desarrollo del procedimiento monitorio notarial, donde se desenvuelvan tanto 

la nulidad de documentos notariales (declarados falsos en sede penal), el trámite de 

reposición de documentos protocolares y el trámite de reposición de firmas en la 

matriz protocolar (estos dos últimos existentes actualmente, también como 

antecedentes del tema de investigación). Entonces, la propuesta es: PROYECTO DE 

REGLAMENTO DEL PROCEDIMIENTO MONITORIO NOTARIAL.  

A lo sumo, esas dos cuestiones podrán otorgar una practicidad a lo estudiado e 

investigado por el autor; así también, contribuye a lograr identificar las limitaciones vigentes 

de la vía notarial con relación a la protección de los derechos de las víctimas de falsificación, 

en primera instancia; y, determinar la factibilidad de incorporar el procedimiento monitorio 

notarial en este régimen, a fin de acelerar el proceso de recuperación de los derechos 

patrimoniales de estas víctimas y asignar al notariado un rol de mayor importancia en dicho 

régimen.  

5.2 Bases jurídicas y practicas para fundamentar la aplicación del procedimiento 
monitorio notarial a la declaración de nulidad de documentos declarados falsos 
en juicio penal 

Téngase presente que, previamente, el estudio realizado solo involucra al ámbito de 

la nulidad del documento notarial. En la tramitación respecto a la reposición de documentos 

protocolares y el trámite de reposición de firmas en la matriz protocolar, podrían realizarse de 

distintas formas, sin embargo, para la “propuesta” practica, las incluimos por ser antecedentes 

próximos a la presente solución; empero, las mismas podrían estar sujetas, también, a 

tramites autónomos.  

Como se ha mencionado anteriormente, se hace imprescindible una reforma legal y 

una reglamentación del trámite para hacer frente a la problemática planteada; a tales efectos, 

se debe consignar los siguientes puntos:  
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5.2.1 Sobre la reforma legal conforme a procedimiento legislativo 

De manera rápida, podemos colegir que la reforma legal abarcara dos normativas 

fundamentales: 1) El Código Civil y 2) la Ley del Notariado Plurinacional. Son dos articulados 

los que dificultan la posibilidad de restituir derechos cuando se trata de la declaración de 

nulidad de documentos declarados falsos en sede penal.  

Primero, la Ley del Notariado Plurinacional, manda:  

ARTÍCULO 82. (NULIDAD DE DOCUMENTOS NOTARIALES). La nulidad de los 
documentos notariales sólo puede declararse mediante sentencia ejecutoriada 
emanada por autoridad jurisdiccional competente.  
Y, finalmente, el Código Civil, establece:  

ARTICULO 546. VERIFICACIÓN JUDICIAL DE LA NULIDAD Y LA ANULABILIDAD 
La nulidad y la anulabilidad de un contrato deben ser pronunciadas judicialmente. 

En tal caso, se tiene que el Órgano Legislativo, a través de la Asamblea Legislativa 

Plurinacional, tiene la potestad de realizar una modificatoria a la Ley 483, siendo la única 

manera de exigir una posibilidad al procedimiento monitorio notarial; a decir verdad, el 

numeral 3, del parágrafo I, del Articulo 158 de la Constitución Política del Estado, manda que:  

Artículo 158. I. Son atribuciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, además de 
las que determina esta Constitución y la ley: (…) 3. Dictar leyes, interpretarlas, 
derogarlas, abrogarlas y modificarlas. 
Como se pudo deducir, in fine del precepto constitucional, la única vía para abrir paso 

al monitorio notarial, se encuentra en la posibilidad de modificación de los Art. 82 y Art. 546 

de la Ley del Notariado Plurinacional y del Código Civil, respectivamente. 

5.2.2 Sobre la necesidad de reglamentación ante ausencia procedimental 

Al mismo tenor del apartado anterior, el hecho de que exista una modificación legal 

de los referidos articulados, consolidara un cambio respecto al tratamiento de las nulidades 

sustanciales, vale decir, en dichas reformas se imposibilitara a los jueces de declarar –

únicamente– la nulidad de documentos notariales por motivo de falsedad declarada en 

sentencia penal ejecutoriada. Esto, a la postre, generara la “necesidad” de incluir 

reglamentación.  

La ausencia de procedimiento para la declaración de nulidad de documentos 

notariales por motivo de falsedad comprobada, dará pie a configurar alternativas jurídicas 

para dicho tratamiento. El simple hecho de impedir la competencia del juez civil para declarar 

la nulidad, dejara vacía la posibilidad jurisdiccional de tutela restaurativa de los derechos, 

dando emergencia a la vía administrativa mediante el monitorio notarial.  
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En tal caso, como existirá la imposibilidad de acudir a la vía judicial, ante la 

modificatoria del Art. 82 de la Ley 483, se tendrá que habilitar un procedimiento de 

sustanciación en la vio notarial. En tal caso, conforme a la Disposición Transitoria Sexta de 

la Ley 483, será el Ministerio de Justicia el ente encargado de elaborar la reglamentación que 

corresponda para la aplicación de la citada ley, por lo que será necesario emitir un decreto 

supremo. Ciertamente, ad initio la Disposición Transitoria Sexta de la Ley 483, manda lo 

siguiente:  

SEXTA. El Ministerio de Justicia elaborará la reglamentación que corresponda para la 
aplicación de la presente Ley... 
A lo sumo, dicho decreto supremo creará el procedimiento monitorio notarial, el mismo 

que será sustanciado en la vía administrativa a cargo de la Dirección del Notariado 

Plurinacional. En el mismo, también se incluirá otros trámites, aparte de la nulidad del 

documento notarial por falsedad, como las reposiciones citadas líneas arriba y que sirvieron 

de fundamento original para el planteamiento.  

5.2.3 Sobre la adecuación de los “tramites de reposición” notarial 

Como se dijo anteriormente, se optó por utilizar como pura fuente de conocimiento 

primario, dos tramites interesantes, los cuales podrán servir de base al monitorio notarial. Son 

los siguientes:  

− El trámite de reposición de documentos protocolares en sede administrativa;18  

− El trámite de reposición de firmas en sede administrativa.19  

En tal caso, dichos tramites fueron creados mediante un Instructivo emitido por la 

Directora del Notariado Plurinacional (en ese entonces), al amparo del inciso b), del parágrafo 

II, del Art. 8 de la Ley 483, cito:  

ARTÍCULO 8. (DIRECTORA O DIRECTOR DEL NOTARIADO PLURINACIONAL). 
(…) II. Las atribuciones de la Directora o el Director del Notariado Plurinacional son: 
(…) b. Emitir circulares e instructivos necesarios para la aplicación de la presente Ley 
y su reglamento; ... 

 

18 En realidad, dicha posibilidad responde a un Instructivo emanado del DIRNOPLU en Bolivia, 
estamos hablando del INSTRUCTIVO DIRNOPLU/DESP/NFP Nro. 003/2016, del 24 de marzo de 
2016, para el “Tramite de Reposición de Documentos Protocolares”. Este reglamento o acto 
administrativo de carácter general o colectivo, aplicado a los Notarios de Fe Pública, en realidad, está 
fundado al amparo del Art. 50 de la Ley 483 y el Art. 69 del Decreto Supremo Nro. 2189. 

19 Por su lado, esta posibilidad responde –de igual modo– a un Instructivo emanado del 
DIRNOPLU en Bolivia, estamos hablando del INSTRUCTIVO DIRNOPLU/DESP/NFP Nro. 004/2016, 
del 24 de marzo de 2016, para el “Tramite de Reposición de Firmas en la Matriz Protocolar”. Este 
reglamento o acto administrativo de carácter general o colectivo, aplicado a los Notarios de Fe Pública, 
en realidad, está fundado al amparo del Art. 69 del Decreto Supremo Nro. 2189. 
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De ahí que existen dichos tramites, los cuales –como hemos referido en repetidas 

ocasiones– son el antecedente más próximo a lo plantado y propuesto en la investigación. 

Sin embargo, el hecho de configurar una vía más amplia –solo en esencia, más no en su 

tramitación), requiere algo más vigente o eficaz, lo cual se podrá hacer mediante un 

reglamento. No con un simple instructivo. De ahí que, existe la necesidad de reglamentación, 

en un trámite más grande y completo como el “procedimiento monitorio notarial”.  

Parece ser un justo motivo para la inclusión de dicho instituto, vale decir, con la 

inexistencia de posibilidad de acudir a la vía jurisdiccional, se hace imprescindible configurar 

una vía administrativa ante la Dirección del Notariado Plurinacional, como órgano rector de 

los tabeliones. Este trámite será desempeñado de manera conjunta –o de similar rango– a la 

vía voluntaria notarial, por lo que su importancia es superlativa, ergo, haciendo necesaria la 

reglamentación del mismo.  

A lo sumo, la tecnicidad de dicho procedimiento notarial no puede ser reglado por un 

simple instructivo, pues, su complejidad y amplitud merecen un estudio más técnico, el cual 

puede ser elaborado, únicamente, por el ente que ejerce tuición a la Dirección del Notariado 

Plurinacional: el Ministerio de Justicia. Este último, tiene amplias aptitudes para reglamentar 

dicho procedimiento.  

5.3 Contenido de la propuesta i: proyecto de ley 

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 

LEY DE 20 DE SEPTIEMBRE DE 2023 N° XXXX 

LUIS ALBERTO ARCE CATACORA 

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

 

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente Ley: 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, 

DECRETA: 

Artículo 1. (Incorporación al Código Civil). Se incorpora al Artículo 546 del Código 

Civil de 6 de agosto de 1675, el siguiente texto: 

“ARTICULO 546. VERIFICACIÓN JUDICIAL DE LA NULIDAD Y LA 

ANULABILIDAD La nulidad y la anulabilidad de un contrato deben ser pronunciadas 

judicialmente. Se exceptúa la posibilidad de acudir a la vía jurisdiccional cuando se 
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trate de nulidad de documentos notariales por causa de falsedad declarada en 

sentencia penal ejecutoriada”.  

Artículo 2. (Incorporación a la Ley del Notariado Plurinacional). Se incorpora el 

parágrafo II y III al Artículo 82 de la Ley del Notariado Plurinacional de 25 de enero 2014, 

quedando el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 82. (NULIDAD DE DOCUMENTOS NOTARIALES). I. La nulidad 

de los documentos notariales sólo puede declararse mediante sentencia ejecutoriada 

emanada por autoridad jurisdiccional competente. 

 II. En caso de nulidad de documentos notariales por causa de falsedad 

declarada judicialmente mediante sentencia penal ejecutoriada, se sustanciará 

mediante procedimiento especial y sumario.  

 III. Se reglamentará la creación y tramitación del procedimiento especial 

y sumario del parágrafo anterior.” 

DISPOSICIÓN DEROGATORIAS 

ÚNICA. Quedan derogadas:  

a) Todas las disposiciones legales contrarias a la presente ley.  

DISPOSICIONES ADICIONALES 

PRIMERA. Conforme a criterios técnicos y jurídicos, el Ministerio de Justicia elaborará 

en el plazo de tres (3) meses, un Reglamento de creación y determinación del procedimiento 

especial y sumario para cuestiones referentes a las nulidades de documentos notariales y 

consiguientes cancelaciones de registro, por motivo de falsedad declarada judicialmente en 

sede penal y tramitaciones similares. En el mismo se determinará el denominativo, elementos, 

características, procedimiento, tramitación, competencia, resolución y todos los aspectos 

referentes al mismo.  

SEGUNDA. Una vez se haya puesto en vigencia la reglamentación, la Dirección del 

Notariado Plurinacional – DIRNOPLU, realizará en un plazo de treinta (30) días, la 

capacitación a las y los Notarios de Fe Publica y la sociedad civil en general. Se hará de 

manera conjunta la difusión en medios de comunicación masiva, dando a conocer su 

creación, beneficios y procedimientos.       

DISPOSICIÓN FINAL 

ÚNICA. La aplicación de la presente Ley, no representará recursos adicionales del 

Tesoro General de la Nación — TGN. 
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Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales. 

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, al veinte 

días del mes de septiembre del año dos mil veintitrés.  

 

Sen. Andronico Rodríguez Ledezma 

PRESIDENTE 

CÁMARA DE SENADORES 

 

Dip. Freddy Mamani Laura 

PRESIDENTE 

CÁMARA DE DIPUTADOS 

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado Plurinacional 

de Bolivia. Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los veinticinco días del mes de 

septiembre del año dos mil veintitrés. 

Luis Alberto Arce Catacora 

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL 

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

 

 

María Nela Prada Tejada 

MINISTRA DE LA PRESIDENCIA 

 

Ivan Lima Magne 

MINISTRO DE JUSTICIA Y  

TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL 

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 
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5.4 Contenido de la propuesta ii: proyecto de reglamento 

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 

 

DECRETO SUPREMO N° XXXXX 

REGLAMENTACIÓN COMPLEMENTARIA A LA LEY DEL NOTARIADO 
PLURINACIONAL DE 25 DE ENERO DE 2014 

 

LUIS ALBERTO ARCE CATACORA 

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL  

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

 

 

C O N S I D E R A N D O: 

Que el numeral 1 del Artículo 9 de la Constitución Política del Estado, determina como 

uno de los fines y funciones del Estado constituir una sociedad justa y armoniosa, cimentada 

en la descolonización, sin discriminación ni explotación, con plena justicia social, para 

consolidar las identidades plurinacionales.  

Que la Ley Nº 483, de 25 de enero de 2014, del Notariado Plurinacional, tiene por 

objeto establecer la organización del Notariado Plurinacional y regular el ejercicio del servicio 

notarial. 

Que el Parágrafo I del Artículo 7 de la Ley Nº 483, crea la Dirección del Notariado 

Plurinacional como ente descentralizado, encargada de organizar el ejercicio del servicio 

notarial, bajo tuición del Ministerio de Justicia. 

Que la Ley XXX, de 20 de septiembre de 2023, de Modificación a la Ley Nº 483, de 

25 de enero de 2014, del Notariado Plurinacional, en su Disposición Adicional, manda la 

creación del presente reglamento.  

Que la Disposición Transitoria Sexta de la Ley Nº 483, establece que el Ministerio de 

Justicia elaborará la reglamentación que corresponda para la aplicación de la citada Ley, por 

lo que es necesario emitir el presente Decreto Supremo. 

EN CONSEJO DE MINISTROS 
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D E C R E T A: 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1 (Objeto). El presente Decreto Supremo, tiene por objeto reglamentar la 

Ley Nº 483, de 25 de enero de 2014, del Notariado Plurinacional. 

Artículo 2. (Ámbito de aplicación). La presente norma es obligatoria para todos 

quienes ejercen el servicio notarial, y para quienes acceden al mismo. 

Artículo 3. (Plazos). Todos los plazos que refiere el presente Decreto Supremo, se 

computarán en días hábiles, salvo mención expresa en contrario. 

CAPÍTULO II 

PROCEDIMIENTO MONITORIO NOTARIAL 

Artículo 4. (Creación). Mediante el presente Decreto Supremo se crea el 

procedimiento monitorio notarial como medio alternativo al proceso judicial y como instituto 

propio del derecho notarial boliviano.  

Artículo 5. (Noción). I. El procedimiento monitorio notarial es un instituto del derecho 

notarial boliviano, de carácter especial y sumario, que se encarga de resolver conflictos 

referidos a la nulidad de documentos notariales declarados falsos mediante sentencia penal 

ejecutoriada y cancelación de los registros  que se hubieren realizados con dicho documento. 

II. Se podrá desenvolver de manera subsidiaria el trámite de reposición de 

documentos protocolares, tramite de reposición de firmas en la matriz protocolar y otros 

procedimientos de rápida sustanciación. 

Artículo 6. (Competencia). El ente encargado de conocer y resolver dicha tramitación 

son las Direcciones Departamentales del Notariado Plurinacional, mediante su Director 

Departamental, que emitirá Resolución Administrativa declarando la nulidad del documento 

falsificado y cancelación de los registros que se hubiere realizado con dicho documento.  

Artículo 7. (Supletoriedad). Se aplicará de manera supletoria el Código Procesal 

Civil, Ley 439 de 19 de noviembre de 2013, para la tramitación del procedimiento monitorio 

notarial, en todo lo pertinente y lo referido a los procesos de estructura monitoria y demás 

disposiciones que correspondan.  

CAPÍTULO III 

TRAMITE DEL PROCEDIMIENTO MONITORIO NOTARIAL 
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Artículo 8. (Solicitud). La solicitud será escrita, salvo disposición expresa en 

contrario, y deberá reunir los siguientes requisitos de forma y contenido: 

1. La indicación de la autoridad ante quien se interpusiere. 

2. Suma o síntesis de la pretensión que se dedujere.  

3. El nombre, domicilio y generales de la parte demandante o del representante 

legal, si se tratare de persona colectiva. 

4. El nombre, domicilio y generales de la parte demandada. Si se tratare de 

persona colectiva, la indicación de su representante legal. 

  5. El documento notarial falso designándolo con toda exactitud. 

6. La relación precisa de los hechos. 

7. La invocación del derecho en que se funda. 

8. La petición formulada en términos claros y positivos. 

9. Las firmas de la parte solicitante o apoderado y de la abogada o abogado. 

Artículo 9. (Titulo). Sirve de título para el procedimiento monitorio notarial la 

sentencia penal pasada en autoridad de cosa juzgada, que declare la falsedad material o 

ideológica de un documento notarial que haya surtido efectos. 

Artículo 10. (Procedimiento). La solicitud escrita del o los interesados en la nulidad 

del documento falso, debe estar acompañada de la sentencia penal condenatoria 

ejecutoriada que declare la falsedad del documento,  Auto de Vista y Auto Supremo (si se 

hubieran interpuesto) y auto de ejecutoria en copias legalizadas. La solicitud debe ser dirigida 

ante la Dirección Departamental correspondiente del Notariado Plurinacional, esta instancia 

solicitará el Informe respectivo al Notario de Fe Publica a cargo.  

Artículo 11. (Informe). Para la tramitación del procedimiento monitorio notarial, se 

requiere informe por parte del notario de fe pública a cargo de los archivos notariales, 

especificando:  

1. Si existe en el libro índice registro del protocolo notarial respectivo. 

2. Existencia o no de la matriz protocolar. 

3. En caso de existencia, informe identificación de las firmas existentes y a qué 

intervinientes corresponden, adjuntando fotocopia simple del documento notarial 

declarado falso y documentos adjuntos referente a la matriz protocolar, únicamente 

con fines administrativos.  
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Artículo 12. (Examinación y Resolución Administrativa). Con todos los 

antecedentes, el Director o Directora Departamental del Notariado Plurinacional, examinara 

la precedencia de la solicitud, emitiendo, en caso de ser procedente, una Resolución 

Administrativa, declarando la nulidad del documento, disponiendo la cancelación de cualquier 

registro en virtud del mismo y efectos que correspondan,.  

Artículo 13. (Notificación). La Dirección Departamental correspondiente del 

Notariado Plurinacional, procederá a la notificación con la Resolución que emita en los 

domicilios que señalen los interesados. 

 Artículo 14. (Entrega de Copias legalizadas). La Dirección Departamental 

correspondiente del Notariado Plurinacional, hará entrega de copias legalizadas de todo lo 

obrado al solicitante o solicitantes, en la cantidad que soliciten. 

Artículo 15. (Honorarios). De acuerdo al Reglamento, se aplicará el Arancel Notarial 

vigente a favor del Notario de Fe Publica por las actuaciones notariales que correspondan al 

caso.  

DISPOSICIÓN DEROGATORIAS 

ÚNICA. Quedan derogadas:  

a) Todas las disposiciones contrarias al presente Decreto Supremo.  

DISPOSICIONES ADICIONALES 

PRIMERA. El presente reglamento se aplicará de manera gradual en un plazo de tres 

(3) meses, como prioridad para contribuir en evitar el litigio judicial y contribuyendo a una 

solución alternativa y rápida.  

SEGUNDA. Una vez se haya puesto en vigencia la reglamentación, la Dirección del 

Notariado Plurinacional – DIRNOPLU, realizará en un plazo de treinta (30) días, la 

capacitación a las y los Notarios de Fe Publica y la sociedad civil en general. Se hará de 

manera conjunta la difusión en medios de comunicación masiva, dando a conocer su 

creación, beneficios y procedimientos.       

Es dado en la Casa Grande del Pueblo de la ciudad de La Paz, a los veintidós días 

del mes de octubre del año dos mil veintitrés. 

FDO. LUIS ALBERTO ARCE CATACORA, María Nela Prada, Carlos Gustavo 

Ivan Lima Magne, Javier Eduardo Zabaleta Lopez, Mariana Prado Noya, Luis Alberto 

Sanchez Fernández, Rafael Alarcón Orihuela MINISTRO DE ENERGÍAS E 

INTERINO DE MINERÍA Y METALURGIA, Nelida Sifuentes Cueto, Oscar Coca 

Antezana MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS SERVICIOS Y VIVIENDA E INTERINO 
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DE TRABAJO, EMPLEO Y PREVISION SOCIAL, Lilly Gabriela Montaño Viaña, 

Carlos Rene Ortuño Yañez, Roberto Iván Aguilar Gómez MINISTRO DE 

EDUCACION E INTERINO DE JUSTICIA Y TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL, 

Cesar Hugo Cocarico Yana, Wilma Alanoca Mamani, Tito Rolando Montaño Rivera 

MINISTRO DE DEPORTES E INTERINO DE COMUNICACIÓN. 

Luis Alberto Arce Catacora 

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL 

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

 

 

María Nela Prada Tejada 

MINISTRA DE LA PRESIDENCIA 

 

Ivan Lima Magne 

MINISTRO DE JUSTICIA Y  

TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL 

 

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 

5.5 Metodología 

La normativa propuesta se empleará en el plano legal, su aplicación efectiva es a 

mediano plazo y largo plazo.  

La aplicación de la propuesta tendrá como base la socialización que se haga de la 

misma, y esto estará a cargo del ente rector del notariados plurinacional, Dirección del 

Notariado Plurinacional – DINOPLU, dado que el parágrafo II del Artículo 8 de la Ley 483 del 

Notariado Plurinacional, señala lo siguiente: 

ARTÍCULO 8. (DIRECTORA O DIRECTOR DEL NOTARIADO PLURINACIONAL). 

(…) II. Las atribuciones de la Directora o el Director del Notariado Plurinacional son: 

(…) f). Aprobar el Plan Estratégico Institucional, el Plan Operativo Anual, los 

reglamentos y manuales internos;  
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La socialización será materializada a través de boletines, panfletos y cursos a ser 

organizados por dicha entidad.  

5.6 Recursos 

Los recursos humanos: la creación del manual estará a cargo de la Dirección del 

Notariado Plurinacional y por otro lado también se comprende a las personas que socializaran 

el mismo. En su fase de ejecución se comprenderá a los notarios de fe pública y los usuarios 

en general.  

En cuanto a los recursos materiales, se tiene que generará un costo a la Dirección del 

Notariado Plurinacional – DINOPLU, el mismo que debe ser cubierto en base a su POA. 

Asimismo, la capacitación trae consigo un gasto en cuanto a materiales (trípticos, dípticos y 

panfletos), así como la contratación de personal: docentes y capacitadores que estarán a 

cargo de los cursos virtuales y presenciales en la difusión del manual para su efectiva 

aplicación, dichos costos deben correr por cuenta también de la Dirección del Notariado 

Plurinacional – DINOPLU, dada la necesidad de aplicar de forma efectiva la vía voluntaria 

notarial. 

  



87 

 

CAPÍTULO VI.  CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Para cerrar la investigación y establecer el logro de los objetivos definidos en la 

misma, en este capitulo se puntualizan las conclusiones correspondientes, y se formulas 

recomendaciones. 

6.1 Conclusiones 

A lo fines de contribuir al análisis científico del derecho, se realizó esta investigación 

bajo una riguroso y moroso proceso metodológico; en tal caso, en lo que respecta a la 

investigación misma, se han llegado a determinadas conclusiones. La exposición de las 

conclusiones está en función a los objetivos específicos planteados en la presente 

investigación: 

1. Entre los fundamentos más importantes para la aplicación del monitorio notarial están: 

a) la necesidad de aplicar los principios de economía, celeridad y eficacia 

procesales en los procesos de nulidad de documentos notariales declarados falsos en 

proceso penal; y  

b) la situación donde un documento notarial ha sido declarado falso por un juez 

penal y el juicio civil de nulidad del documento tiene un carácter no controversial. La 

declaración de falsedad realizada en el proceso penal establece de manera clara y 

definitiva que el documento en cuestión carece de validez jurídica. Dado que el autor 

de la falsedad no puede alegar ningún derecho sobre los contenidos del documento 

declarado falso, el juicio civil de nulidad se convierte en un procedimiento declarativo 

que busca formalizar la nulidad ya establecida por el juez penal. La falta de 

controversia se refuerza por el hecho de que la decisión del juez penal tiene efectos 

vinculantes en el ámbito civil, permitiendo que las partes involucradas procedan con 

claridad respecto a sus derechos y obligaciones sin necesidad de un debate adicional 

sobre la autenticidad del documento.  Esta situación inaugura la jurisdicción voluntaria 

notarial que declara la nulidad de dicho documento.  

Este procedimiento ofrece un mecanismo ágil y directo para reclamar derechos 

que han sido vulnerados, como se destaca en los siguientes puntos: 

Restitución de Derechos. Los notarios y expertos consultados coinciden en 

que este procedimiento podría facilitar la restitución de derechos a las víctimas. Al 

permitir que los afectados reclamen la nulidad de documentos falsificados sin tener 

que pasar por un proceso judicial largo y complicado, se les otorga una vía más 

accesible para recuperar su estatus legal y patrimonial. 
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Celeridad del Procedimiento. El monitorio notarial se caracteriza por su 

rapidez. A diferencia del sistema judicial tradicional, donde los procesos pueden 

extenderse durante meses o incluso años, el procedimiento ante notario permite 

resolver reclamaciones en un plazo mucho más corto. Esto es especialmente 

relevante en casos de falsedad documental, donde la urgencia por restablecer 

derechos es crítica. 

Aligeramiento de Cargas Judiciales. La implementación del monitorio notarial 

también se prevé como una herramienta eficaz para descongestionar el sistema 

judicial boliviano. Con un alto volumen de casos pendientes en los juzgados, trasladar 

ciertos procedimientos al ámbito notarial podría liberar recursos y permitir que los 

tribunales se concentren en casos más complejos. 

2. En función al objetivo específicos segundo, entre las excepciones o los inconvenientes 

identificados está el hecho de que algunas declaraciones de falsedad de documentos 

notariales en proceso penal impliquen contradichos. El proceso penal culmina en 

disputas adicionales sobre las consecuencias de la nulidad o si alguna de las partes 

intenta alegar derechos basados en el contenido del documento, lo que da lugar a un 

proceso civil controversial. En este sentido, aunque la declaración de falsedad 

proporciona una base sólida para la nulidad, los efectos jurídicos y las reclamaciones 

relacionadas pueden generar controversia en el ámbito civil. En estos casos, la 

aplicación del monitorio notarial no se abre, es decir, no se da lugar a una jurisdicción 

voluntaria. 

3. En torno al objetivo específico tercero, las opiniones de los especialistas y notarias y 

notarios consultados, recopiladas mediante entrevistas y encuestas, se dirigen a 

establecer que la aplicación de un procedimiento monitorio notarial para la declaración 

de nulidad de documentos declarados falsos en juicio penal en la situación de las 

víctimas de falsedad documental notarial contribuirá a la restitución de sus derechos, 

la aceleración del proceso de nulidad y la descongestión del sistema judicial boliviano”. 

Las opiniones de especialistas y notarios sobre la aplicación del procedimiento 

monitorio notarial para la declaración de nulidad de documentos falsos en juicios 

penales resaltan su potencial para beneficiar a las víctimas de falsedad documental.  

4. Respecto al objetivo específico cuarto, se tiene la elaboración doctrinal que 

fundamenta la posibilidad del procedimiento monitorio notarial, la cual cumple con su 

esencia teórica y, por ende, su aplicación práctica. En la investigación se ha podido 

constatar que, la doble judicialización que implica declarar nulo un documento notarial 

falso, es poco práctica.  De ahí que, para restituir los derechos patrimoniales de 
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personas víctimas de dichos documentos falsos, se ha elaborado desde la misma 

ciencia un mecanismo que no es ideal, sino más bien practico.  

Dicho procedimiento o mecanismo, sin duda está expuesto o representado en 

la vía notaria, dejando atrás la esfera jurisdiccional. Ese mecanismo deviene de las 

mismas funciones del notario, empero la encarna en las competencias del 

DIRNOPLU, a través de las Direcciones Departamentales. El procedimiento monitorio 

notarial, pese a ser planteado por primera vez en esta investigación, requiere aún más 

profundidad, por lo que solo hemos delineado teórica y pragmáticamente algunas 

nociones del mismo, quedando mucho por avanzar.  

Se ha buscado configurar criterios para que las Direcciones Departamentales, 

puedan realizar la tramitación del “procedimiento monitorio notarial” para declarar la 

nulidad del documento declarado falso penalmente, en tal caso, fundadas en las 

potestades fedatarias del notario, se ha buscado encaminar la ampliación de 

facultades y competencias para las Direcciones Departamentales, otorgándoles una 

modificación a la Ley del Notariado Plurinacional, donde se establezcan competencias 

para la declaración de nulidad de documentos notariales falsificados.  

Dicho criterio es fundamental, pues, la propuesta de modificación legislativa, 

abarco no solo a la Ley 483, sino también al Código Civil que comprendía 

clásicamente que la nulidad solo debe interponerse ante la autoridad jurisdiccional; 

aquí, hemos roto dicho criterio, dando la posibilidad de que dichas situaciones se 

suscite en sede notarial, siempre y cuando se trate de un documento notarial que haya 

sido declarado falso en materia penal. Es un avance que puede ser valorable, por el 

hecho de contribuir a una justicia rápida y oportuna, así como la desjudicialización de 

los litigios y propugnando la cultura de la paz.  

6.2 Recomendaciones 

De todo lo anterior, la exposición de las recomendaciones se encuentra en función a 

las conclusiones efectuadas en líneas arriba, por lo que se tiene:  

1. En primera instancia para la búsqueda de información del sustento teórico más certero 

y pertinente sobre el tema y problemática planteada en la presente investigación, se 

recomienda acceder y revisar de forma directa los libros citados en la presente tesis, 

consecuencialmente se recomienda revisar la bibliografía que oscila respecto al tema 

de investigación en general, así como la legislación adecuada simultáneamente con 

el derecho comparado y la jurisprudencia pertinente.  

2. Con relación a las entrevistas y encuestas, conjuntamente con los datos y resultados 

obtenidos, se recomienda tener una visión crítica y amplia sobre los mismos, toda vez 
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que, si bien se tratan de datos especializados y pertinentes tanto por profesionales 

específicos y otros genéricos, no dejan de responder a una posición propia de cada 

individuo, por lo que, el investigador en derecho debe estar –siempre– dispuesto a 

criticar el contenido y forma del sistema jurídico, para así desarrollar una verdadera 

ciencia  y teoría del derecho. 

3. Finalmente, se debe establecer y recomendar que la presente investigación se plantea 

en el marco de coadyuvar al desarrollo del derecho, en el presente caso el Derecho 

Notarial, pues con lo planteado no se pretende instaurar de manera apresurada y 

obligatoria un instituto jurídico “nuevo”, sino más bien se trata de una introducción para 

desarrollar nuevas nociones sobre el derecho notarial en conjunto con su amplitud e 

independencia como sub-rama jurídica. Es así que, dicho planteamiento puede ser 

tomado como una propuesta satisfactoria o no, empero, eso dependerá de su posible 

aplicación en el marco de lo establecido supra y de su eventual desarrollo en la praxis 

jurídica.  
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ANEXOS 

Anexo 1. I - ENTREVISTA ESTRUCTURADA (GUÍA DE ENTREVISTA) 

PREGUNTAS INTRODUCTORIAS  

1. ¿Usted, como examina y observa el nuevo enfoque que tiene la Ley 483 - Ley del 
Notariado Plurinacional, respecto a la vía voluntaria notarial y las potestades del 
órgano rector del notariado plurinacional (DIRNOPLU)?  

2. Desde su experiencia ¿considera que la vía voluntaria notarial sea suficiente para 
contrarrestar la extrema judicialización de los conflictos? 

3. ¿Usted, considera que, en el ámbito notarial, pueda gestarse un mecanismo idóneo 
para la desjudicialización de los litigios?  

PREGUNTAS DE TRANSICIÓN.  

1. Desde su perspectiva ¿Cuál sería el enfoque y finalidad que tiene la doctrina del 
derecho notarial justo para incrementar las funciones del dador de fe pública y, por 
ende, su órgano rector para la resolución de conflictos jurídicos no contenciosos?  

2. Desde la doctrina, ¿Cómo se comprende la declaración de nulidad de documentos 
notariales sea desde el ámbito sustantivo y adjetivo?  

3. Desde su experiencia, ¿considera que la declaración de nulidad tenga que ser 
necesariamente declarada por el juez o podría ser declarada por el ente rector del 
notariado plurinacional (DIRNOPLU), de acuerdo a un determinado método y causal?  

4. ¿Considera usted que puede existir el procedimiento monitorio notarial para la 
declaración de nulidad de documentos notariales considerados falsos en la vía penal? 

PREGUNTAS CENTRALES. 
5. ¿Usted, cree que un documento notarial declarado falso en materia penal, tenga que 

ser conocido por un juez civil para su respectiva nulidad? Considerando que su 
tramitación se la hace por uno de los métodos más pesados y morosos, como el 
proceso ordinario. 

6. Desde su visión especializada, ¿considera pertinente que exista un doble juicio para 
obtener la nulidad de documentos notariales falsificados, tomando en cuenta que 
previamente a la declaración de nulidad se deba obtener una determinación judicial 
en sede penal? 

7. ¿Considera pertinente que se recurra ante el órgano rector del notariado plurinacional 
(DIRNOPLU), como órgano legítimo, para la declaración de nulidad de documentos 
notariales declarados falsos previamente en la vía penal, sin acudir a la vía civil?  

8. Dentro del campo teórico investigativo ¿es posible trasladar un instituto del derecho 
procesal civil al derecho notarial, como es el caso del procedimiento monitorio 
“notarial”?  

9. Desde su perspectiva ¿Para la declaración de nulidad de documentos notariales 
declarados falsos (en la vía penal), considera eficiente acudir a la vía civil o acudir al 
ámbito notarial considerando un método más eficiente y eficaz como el denominado 
“procedimiento monitorio notarial”?  

PREGUNTA DE CIERRE. 

1. ¿Qué sugerencias modificatorias realizaría a la Ley 483, Ley del Notariado 
Plurinacional, para que el ente rector del notariado plurinacional (DIRNOPLU) 
conjuntamente con los notarios cumplan con su rol jurídico y deontológico, para 
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resolver conflictos en los cuales se declare la nulidad de documentos declarados 
falsos en previo proceso penal? 

2. De acuerdo a lo anterior, ¿Considera que el “procedimiento monitorio notarial” llevado 
a cabo por el órgano rector del notariado plurinacional (DIRNOPLU) es un método ágil 
y rápido? ¿Y por si misma puede ser una alternativa eficaz y eficiente para la solución 
a la retardación de justicia? 

3. Finalmente, ¿Consideraría factible y necesario la posibilidad de un procedimiento 
monitorio notarial realizado a través del ente rector del notariado plurinacional 
(DIRNOPLU), para la declaración de nulidad de documentos notariales previamente 
declarados falsos en sede penal?  

 
 

 RESULTADO DE LA ENTREVISTA 1. 

a. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA ENTREVISTADA. 

- Nombre (opcional): Jaime Mamami Mamani 

- Unidad de estudio: Docente especializado en la materia civil y notarial. 

- Ocupación: Docencia Universitaria de Postgrado 

- Profesión: Abogado 

- Edad: 59 años 

b. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA ENTREVISTA. 

- Día de la entrevista: 04 septiembre de 2023  

- Hora de la entrevista: 10:00 AM. 

 

 Los principales resultados (información verbal20) se describen a continuación: 

  

 

20 Como se ha señalado en lo principal, la información ofrecida por Jaime Mamani Mamani - 
Docente emérito de la Carrera de Derecho y Ex Director Departamental La Paz de la DIRNOPLU, el 
25 de abril de 2022. 
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Tabla 4. Entrevista a Docente emérito de la Carrera de Derecho y Ex Director 
Departamental La Paz de la DIRNOPLU, Dr. Jaime Mamani Mamani. 

PREGUNTA RESPUESTA 
 

 1. ¿Usted, como 
examina y observa el 
nuevo enfoque que 
tiene la Ley 483 del 

Notariado 
Plurinacional, 

respecto a la vía 
voluntaria notarial y 
las potestades del 
órgano rector del 

notariado 
plurinacional 
(DIRNOPLU)? 

 

 
 
 
Se trata de una norma moderna, conforme a los 
principios del Notariado Latino, que es la corriente 
mundial más grande que se ocupa de la actualización 
de la actividad notarial. 
 

2. Desde su 
experiencia 

¿considera que la vía 
voluntaria notarial sea 

suficiente para 
contrarrestar la 

extrema 
judicialización de los 

conflictos? 

 
Evidentemente no es suficiente, pero la vía voluntaria 
notarial, es uno de los instrumentos más eficaces para 
el tema de la desjudicialización de los casos jurídicos 
conflictivos, junto con la propuesta de los jueces de paz, 
y los centros de conciliación extrajudicial. 
 

 
3. ¿Usted, considera 

que, en el ámbito 
notarial, pueda 

gestarse un 
mecanismo idóneo 

para la 
desjudicialización de 

los litigios? 

 
Ya comenzó la implementación del mecanismo de 
desjudicializacion, así tenemos el divorcio notarial, la 
aceptación de herencia, la división y partición voluntaria, 
etc., pero, no es suficiente, debe ampliarse la 
competencia de los notarios en el conocimiento de otros 
casos que ahora siguen siendo judiciales. 

 
4. Desde su 
perspectiva ¿Cuál 
sería el enfoque y 
finalidad que tiene la 
doctrina del derecho 
notarial justo para 
incrementar las 
funciones del dador 
de fe pública y, por 
ende, su órgano 
rector para la 
resolución de 
conflictos jurídicos no 
contenciosos?  

 
 
 

La naturaleza de la competencia de los notarios, es 
siempre en la vía voluntaria, por lo que todo asunto de 

carácter jurídico en los que las partes estén de 
acuerdo, o no haya posibilidad ya de conflicto jurídico, 

debía de ser de competencia de los Notarios de Fe 
Publica, descongestionado la sede judicial contenciosa. 
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5. Desde la doctrina, 

¿Cómo se comprende 
la declaración de 

nulidad de 
documentos 

notariales sea desde 
el ámbito sustantivo y 

adjetivo? 

Tomando en cuenta que, la nulidad, es una sanción 
prevista por ley (derecho sustantivo) e impuesta por el 
juez (derecho adjetivo), la comprobación de los defectos 
estructurales o funcionales, siempre es contenciosa, con 
efectos retroactivos una vez comprobada la causal de 
nulidad, siendo después de la declaración, tema solo de 
ejecución de lo ya decidido en sede judicial.  

 

 
 

6. Desde su 
experiencia, 

¿considera que la 
declaración de 

nulidad tenga que ser 
necesariamente 

declarada por el juez 
o podría ser declarada 
por el ente rector del 

notariado 
plurinacional 

(DIRNOPLU), de 
acuerdo a un 

determinado método 
y causal? 

 
Estamos en tiempos de cambio, por ello, una visión 
clásica estática y conservadora, diría que eso es 
imposible, pero, así como en otras ciencias que 
reinventan otros elementos o cosas que antes no 
existían ni se soñaba que exista, en derecho, también 
evolucionan el manejo de los institutos jurídicos. Por 
ello, en sede notarial podría crearse un mecanismo no 
de declaración de nulidad (que es un tema de 
conocimiento litigiosos), sino de verificación de la 
existencia (sin que exista duda alguna), de una situación 
jurídica de ineficacia estructural, de lo cual, un notario 
de fe pública podría dar fe, con efectos no solo para las 
partes sino pata todos. 

 
 

7. ¿Considera usted 
que puede existir el 

procedimiento 
monitorio notarial 

para la declaración de 
nulidad de 

documentos 
notariales 

considerados falsos 
en la vía penal? 

Si, como estudioso del derecho, siempre estoy abierto a 
nuevos desafíos institucionales en beneficio de la 
humanidad, por ello, sería muy novedosa y beneficiosa, 
una propuesta de ampliar la competencia de los 
notarios, para una verificación de la existencia de 
ineficacia estructural, pero no como procedimiento 
monitorio que es judicial, sino, como una competencia 
de verificación de certeza de la existencia sin lugar a 
dudas de una situación de ineficacia estructural de 
documentos o escrituras públicas, que ahorraría 
presupuesto al Estado y tiempo y dinero a los 
ciudadanos 
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8. ¿Usted, cree que un 
documento notarial 
declarado falso en 

materia penal, tenga 
que ser conocido por 
un juez civil para su 
respectiva nulidad? 

Considerando que su 
tramitación se la hace 

por uno de los 
métodos más 

pesados y morosos, 
como el proceso 

ordinario. 

 

Actualmente, es así, pues los jueces penales no tienen 
competencia para declarar nulas las escrituras públicas, 
sino solo el juez civil. 

10. ¿Considera 
pertinente que se 

recurra ante el órgano 
rector del notariado 

plurinacional 
(DIRNOPLU), como 

órgano legítimo, para 
la declaración de 

nulidad de 
documentos 

notariales declarados 
falsos previamente en 
la vía penal, sin acudir 

a la vía civil? 

Si, consideró que podría crearse y estructurarse una 
nueva competencia para los notarios, en casos en los 
que no exista dida alguna sobre la ineficacia estructural 
de documentos y escrituras públicas, para que los 
notarios simplemente verifiquen un estado jurídico de 
ineficacia ya existente, otorgando certeza de esa 
situación jurídica, con los mismos efectos de una 
declaración de nulidad de sede judicial actual. 

 
11. Dentro del campo 
teórico investigativo 
¿es posible trasladar 

un instituto del 
derecho procesal civil 

al derecho notarial, 
como es el caso del 

procedimiento 
monitorio “notarial”? 

Si es posible crea una nueva competencia en sede 
notarial, no trasladarla que conceptualmente importaría 
mismo tramite, o sea contencioso, para lo cual no esta 
el notario, por ello, no debería llamarse procedimiento 
monitorio notarial (de sede judicial) sino simplemente 
competencia de verificación de certeza de la ineficacia 
estructural de documentos. 

12. Desde su 
perspectiva ¿Para la 

declaración de 
nulidad de 

documentos 
notariales declarados 

falsos (en la vía 
penal), considera 

eficiente acudir a la 
vía civil o acudir al 

ámbito notarial 
considerando un 

método más eficiente 
y eficaz como el 

denominado 

Si un documento es declarado falso con sentencia 
ejecutoriada en sede judicial penal, no existiría duda de 
la ineficacia estructural de dicho documento, por lo que, 
bien podría crearse una nueva competencia para los 
notarios de verificación de la ineficacia estructural del 
documento y otorgar certeza de esto, con los mismos 
efectos de una sentencia de declaración de nulidad, 
pues en ese caso, ya existe una prueba irrefutable de la 
mencionada ineficacia estructural. Ya no tendría que 
acudirse a la vía civil en sede judicial. 
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“procedimiento 
monitorio notarial”? 

13. ¿Qué sugerencias 
modificatorias 

realizaría a la Ley 483, 
Ley del Notariado 
Plurinacional, para 

que el ente rector del 
notariado 

plurinacional 
(DIRNOPLU) 

conjuntamente con 
los notarios cumplan 
con su rol jurídico y 
deontológico, para 

resolver conflictos en 
los cuales se declare 

la nulidad de 
documentos 

declarados falsos en 
previo proceso penal? 

Simplemente, la implementación en la Ley 483, de una 
nueva competencia de los notarios de verificación de 
certeza de una o varias causales de ineficacia 
estructural de documentos, y, aplicación e interpretación 
idónea de las causales de ineficacia estructural ya 
existentes, para lo cual, los notarios deben ser 
preparados en forma especial como nueva 
competencia, en lo demás, ya existe un reglamento de 
faltas y sanciones ante el incumplimiento de deberes 
notariales. 

14. De acuerdo a lo 
anterior, ¿Considera 

que el “procedimiento 
monitorio notarial” 

llevado a cabo por el 
órgano rector del 

notariado 
plurinacional 

(DIRNOPLU) es un 
método ágil y rápido? 

¿Y por si misma 
puede ser una 

alternativa eficaz y 
eficiente para la 

solución a la 
retardación de 

justicia? 

Si, considero que una nueva competencia (no como 
procedimiento monitorio notarial) de verificación de 
certeza de causales de ineficacia estructural de 
documentos, sería un método ágil de solución de casos 
de nulidad, que bien podría ser una alternativa de más 
desjudicialización. 

Nota: (Elaboración propia, 2023) 
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Anexo 2. II - ENTREVISTA ESTRUCTURADA (GUÍA DE ENTREVISTA) 

PREGUNTAS INTRODUCTORIAS  

1. ¿Usted, como examina y observa el enfoque de la desjudicialización de los litigios 
mediante la intervención del ámbito notarial?  

2. ¿Usted, como evalúa la aplicación de métodos alternativos al proceso civil para la 
desjudicialización de las distintas causas?  

PREGUNTAS DE TRANSICIÓN.  

1. ¿Usted considera que el ámbito notarial es un complemento necesario e 
imprescindible para la desjudicialización de los procesos?  

2. Desde su perspectiva ¿Qué orientación tiene el órgano judicial respecto a las 
funciones del notario que contribuye al derivar varios procesos que antes se 
encontraban bajo tuición de los jueces en materia civil?  

3. ¿Considera usted que los abogados al momento de patrocinar algún litigio civil 
necesariamente deben recurrir ante la presencia de un notario de fe pública o ante su 
órgano rector (DIRNOPLU) para resolver el mismo? 

4. En su experiencia ¿Considera usted que los notarios a través de ente rector, deberían 
tener ciertas facultades para la resolución pacífica de los conflictos que no sean 
controvertidos o sin litis?  

5. ¿Qué tipos de procesos judiciales, aparte de los voluntarios, cree usted que deberían 
ser desempeñados en el ámbito notarial, sean por el notario de fe pública o su ente 
rector?  

6. En su opinión, ¿considera que la nulidad de documentos notariales declarados falsos 
en vía penal es eficiente de desempeñarse en la vía judicial o sería más idóneo que 
se realicen en la vía notarial? 

PREGUNTAS CENTRALES. 
7. En su experiencia, ¿Cómo conoce o tramita los procesos ordinarios que versen sobre 

la nulidad de documentos notariales?  
8. ¿Usted, cree que un documento declarado falso en materia penal, tenga que ser 

conocido por un juez civil para su respectiva nulidad?  
9. En su experiencia ¿considera que el proceso ordinario (de conocimiento) para la 

nulidad de documentos sea el medio idóneo para su respectiva sanción de nulidad? 
Considerando que ya existió una determinación judicial que declara la falsedad de los 
mismos (documentos notariales falsificados). 

10. ¿En qué rango de importancia coloca el ámbito notarial para la declaración de nulidad 
de documentos notariales prácticamente declarados falsos en la vía penal con la 
sentencia condenatoria ejecutoriada?  

11. ¿Usted, considera pertinente que el ente rector del notariado plurinacional pueda 
desempeñar un procedimiento especial y rápido para la sanción de nulidad, 
considerando que se trata de un documento declarado falso en sede penal? 

12. ¿Usted, considera factible la idea o noción de un eventual procedimiento monitorio 
notarial para la declaración de nulidad de documentos declarados falsos en sede 
penal? 
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PREGUNTA DE CIERRE. 

13. ¿Qué sugerencias realizaría para la rápida resolución de conflictos respecto a la 
declaración de nulidad de documentos notariales falsificados, comprendiendo que el 
juicio ordinario civil, por esencia es largo y moroso (plenario amplio)? 

14. ¿Considera que la sentencia penal condenatoria de declaración de falsedad de un 
documento notarial, es “título” suficiente y valido para hacerse valer por si misma y 
declarar la nulidad del documento notarial, sin la necesidad de recurrir al juez civil? 
¿Y que el mismo sea declarado nulo por el ente rector del notariado plurinacional? 

15. Finalmente, ¿Consideraría factible y necesario la posibilidad de un procedimiento 
monitorio notarial realizado a través del ente rector del notariado plurinacional 
(DIRNOPLU), para la declaración de nulidad de documentos notariales previamente 
declarados falsos en sede penal?  

 

RESULTADO DE LA ENTREVISTA 2 

a. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA ENTREVISTADA. 

- Nombre (opcional): Maritza Castro Garnica 

- Unidad de estudio: Notaria De Fe Pública N° 69 de la ciudad de La Paz. 

b. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA ENTREVISTA. 

- Día de la entrevista: 13 de septiembre de 2023 

- Hora de la entrevista: 08:50 AM 

- Duración de la entrevista: 30 minutos 

- Lugar en el que se ha realizado la entrevista: Despacho del notario.  

Los principales resultados (información verbal21) se describen a continuación: 

  

 

21 Información ofrecida por Maritza Castro Garnica, Notaria de Fe Pública N° 69 de la ciudad 
de La Paz, especialista el Derecho Notaria y Doctorante en Derecho Notarial.  
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Tabla 5. Entrevista a la presidente de la Notaria de Fe Pública N° 69 de la ciudad de La 
Paz. 

PREGUNTA RESPUESTA 
 
 

1. ¿Usted, considera 
que el ámbito notarial 
a través del notario y 
su ente rector, tiene 

facultades 
preventivas y 
resolutivas en 
procura de la 

desjudicialización? 

 
Ciertamente la Ley del Notariado Plurinacional Nº 483 
de fecha del 25 de enero de 2014, tiene un carácter 
preventivo por la implementación de los principios de 
neutralidad, legalidad, inmediación y especialmente el 
principio de cultura de paz en procura de la 
desjudicialización ya que el asesoramiento jurídico 
imparcial y la configuración jurídica que realizamos 
como Notarios de Fe Pública tienen la finalidad de evitar 
conflictos, al determinar preceptiva y objetivamente el 
contenido de los contratos, al momento de asesorar y 
orientar a quienes demanden nuestros servicios. En 
relación a las facultades resolutivas, la implementación 
de los procesos voluntarios en la vía notarial evita que 
ciertos conflictos se susciten en la vía judicial. 

 

 
2. ¿Usted, considera 
que la deontología 

notarial repercute en 
el notario y su 

institucionalidad 
(DIRNOPLU), para la 
desjudicialización de 

los litigios, 
desempeñando 

procedimientos que 
coadyuven a la rápida 
y pacifica solución de 

los conflictos?   

 
La deontología notarial refleja los valores éticos, 
morales y profesionales que el Notario de Fe Pública 
debe tener a momento de brindar un servicio notarial, 
tanto en el adecuado asesoramiento a las partes que 
acuden ante una Notaria de Fe Pública, actuando con 
neutralidad e imparcialidad, como en la prevención de 
futuros litigios en los estrados judiciales, representando 
una garantía (seguridad jurídica) para mantener la 
equidad entre los sujetos que van a su despacho notarial 
a través de la Fe Pública que otorga en los documento 
protocolares y extra protocolares que elabora.  
Ahora bien, desde la DIRNOPLU, bajo régimen 
disciplinario todo acto que el Notario realice y que sea 
contario a la Ley 483 y sus Reglamentos, es objeto de 
sanción disciplinaria, a la actualidad contamos con un 
estado sancionador; sin embargo creo que una 
adecuada formación de ese fedatario del Estado, puede 
llevar a éste, asumir nuevas competencias en sede 
notarial, bajo el paraguas del desarrollo de una justicia 
preventiva, que dentro de sus efecto será el de 
desjudicializar mucho trámites voluntarios hoy contenido 
como parte del órgano jurisdiccional.  
Claro ejemplo de ello, es el desarrollo de la vía voluntaria 
notarial, contando con trámite de la aceptación de la 
herencia, trámites del divorcio en sede notarial, 
permisos de viaje de menores al exterior, división y 
partición inmobiliaria, entre otros, mismos que no 
obstante de tener como exposición de motivos, la des 
judicialización del órgano judicial, considero firmemente 
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que puede existir una acogida positiva  en sede notarial, 
sobre trámites que no involucren conflicto de intereses 
entre las partes; y de existir ellas, incorporarse como 
competencia en sede notarial, por ejemplo la 
conciliación, para tener el espacio correspondiente de 
acercar a las partes en conflicto a asumir una decisión 
en términos de conciliación, bajo un trámite que 
coadyuve a la rápida y pacífica solución  de interés de 
los requirentes. 

 
 
 
 

3. ¿Considera usted 
que los notarios de fe 
pública y, por ende, 

su órgano rector 
(DIRNOPLU) pueden 

resolver conflictos de 
índole civil sin la 

necesidad de acudir a 
la vía civil?  

Bolivia durante estos últimos años, ingreso a una 
importante etapa de estructuración administrativa y 
organizacional de la Dirección del Notariado y también 
la incorporación de nuevas competencias en materia de 
índole civil en lo que respecta a la función notarial. La 
Ley del Notariado Plurinacional Nº 483 de fecha del 25 
de enero de 2014, reconoce que el servicio notarial es 
la potestad que tiene el estado de conferir fe pública, 
otorgando autenticidad y legalidad a los instrumentos en 
los que se consignen hechos, actos y negocios jurídicos 
y todo lo emergente de los tramites desarrollados en la 
vía voluntaria notarial, y el actor principal para el llevar a 
cabo dichas facultades es el Notario de Fe Pública, 
quien conforme a la Ley del Notariado y toda la 
comunidad del Sistema Notarial latino, el único facultado 
para otorgar la dación de fe pública en el marco de sus 
atribuciones, resulta ser el Notario de Fe Pública.  

Lo que no ocurre con los funcionarios de la Dirnoplu, 
cuya estructura y ámbito competencial, cae dentro de 
los actos administrativos, por tanto, completamente 
distantes a la dación de fe pública, ello al amparo de la 
Ley del Notariado vigente.  

Sin embargo, atendiendo la dinámica social, es evidente 
que se pueden ir incorporando al ámbito de la 
jurisdicción notarial voluntaria nuevas competencias 
tales como trámites en materia civil, empero no 
perdiendo el horizonte de la naturaleza  jurídica del 
Derecho Notarial, siendo este enteramente en el ámbito 
de la jurisdicción voluntaria, sucede que tan solo pensar 
que las partes se encuentran en un conflicto de 
intereses, - sea que venga del ámbito civil u otro-, aparta 
indudablemente del ejercicio de la función notarial, la 
autorización de un trámite generado con esos 
antecedentes; empero, en observancia a los principios 
constitucionales del vivir bien y la cultura de paz que 
invoca el art. 2 de la Ley del Notariado, es posible que 
competencias como las conciliación en sede notarial 
sean posibles y contribuir a estos principios normativos, 
es decir el hecho de acercar a las partes en conflicto y 
sus intereses llegando a un punto final de conciliación 
de las mismas. 
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Por otro lado, debemos tener presente que la Dirección 
del Notariado Plurinacional, desde sus mismas 
Direcciones Departamentales y la Dirección General  del 
Notariado Plurinacional, viene desarrollando sus 
funciones en tres áreas administrativas, que 
comprenden por ejemplo temas sobre la carrera notarial 
con la aprobación de reglamentos, convocatorias, 
evaluación de desempeño, entre otras facultades; 
también sobre materia disciplinaria, y en materia 
administrativa, ésta última en particular sobre aspectos 
relacionados con la inspección de notarías, control, 
supervisión y suministración de valores notariales, entre 
otras actividades relativas al mejor funcionamiento del 
servicio notarial. Por estas características, corresponde 
señalar que conforme a las competencias  que derivan 
de los propios Órganos del Estado, los temas 
relacionados, como se tiene expuesto en la pregunta, no 
podría ampliarse facultades que involucren resolución 
de conflictos o controversia entre partes, sobre procesos 
netamente civiles, pues la instancia judicial, es la que 
asegura que las partes en conflicto, conforme a sus 
demandas ofrezcan y produzcan todas las pruebas 
necesarias y determinadas por ley, dentro del plazo 
probatorio, plantear excepciones, incidentes, 
recusaciones, inclusive bajo la figura de la doble 
instancia, como los recursos de apelación y en revisión 
de los recursos extraordinarios como el de casación y/o 
nulidad; entonces de forma generalizada, se ve con 
muchos tropiezos el de reconocer que en sede 
administrativa como es la Dirnoplu, se instauren 
procesos con intereses contrapuestos en materia civil.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

4. En su experiencia, 
¿Qué tramites cree 

que pueden ser 
puestos a 

conocimiento de un 
notario de fe pública y 

su órgano rector, 

 
Como se tiene señalado, tanto el notario de fe pública, 
como la Dirección del Notariado Plurinacional, en cuanto 
a sus competencias, son totalmente distantes, en tanto 
el primero ejerce el servicio notarial, por delegación del 
Estado, otorgando fe pública, es decir dando certeza de 
veracidad, sobre actos, hechos, contratos o negocios 
jurídicos en los que interviene; y por otro lado, debe 
entenderte que la Dirnoplu, es el ente administrativo y 
disciplinario de la actividad notarial, ello conforme a su 
estructura organizacional del notariado plurinacional; 
debe tenerse presente que la Dirnoplu, no es una 
instancia de revisión de los actos notariales, por cuanto 
los documentos emergentes de ellos, tienen el carácter 
de constituirse como la doctrina lo señala, en prueba 
preconstituida, y que su nulidad pude producirse 
únicamente a partir de un proceso judicial que concluya 
con una sentencia judicial declarativa ejecutoriada y 
pasada en autoridad de cosa juzgada. 
Empero, la Dirección del Notariado, ya a partir de la 
gestión 2016, asume como competencia a través de la 
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aparte de algunos 
procesos voluntarios 

y los tramites de 
reposición de partida 

y firmas? 

emisión de Instructivos, de llevar en instancia 
administrativa, los trámites sobre reposición de firmas, 
sellos notariales y matrices protocolares, ante diferentes 
circunstancias, que pudieran suscitarse en anteriores 
gestiones, como falta de firma de una de la partes o del 
Notario en la matriz protocolar, o falta de sello del notario 
en dichos documentos, o ni que decir, sobre reposición 
de matrices protocolares, deteriorados o que no cursen 
en el archivo notarial, Y en criterio de la entrevistada, es 
una decisión acertada, por cuanto los referidos trámites 
no solo eran llevados a cabo en sede judicial, sino 
inclusive eran tramitados a través de un proceso de 
conocimiento, es decir un proceso ordinario, con plazos 
mas largos, aun cuando todos los involucrados o 
interesados en la reposición de documentos notariales 
(matrices protocolares), estuviesen de acuerdo en tal 
reposición.   
Es en este contexto en particular, es en el que se puede 
encontrarse un punto de conexión sobre la labor del 
notario de fe pública con el Director Departamental del 
Notariado, a partir de que aquel emite certificaciones, 
informes y prácticamente reúne la documentación 
pertinente desde el archivo notarial, las declaraciones 
voluntarias notariales y la documentación que aporte el 
interesado, para luego ser remitidas a instancia 
administrativa, y en ella mediante Resolución disponer 
sus reposición o rechazo, en este último caso, 
habilitando la sede judicial. 
Con ese antecedente, está por demás señalar que es 
posible ampliar las facultades de este tipo de trámites u 
otros que concluyan con disposiciones meramente 
administrativas de la Dirnoplu, que coadyuven a  
descongestionar procesos judiciales, sobre todos 
aquellos en los que no exista controversia  o conflicto de 
intereses, o cuando existan fallos judiciales pasados en 
autoridad de cosa juzgada, cuyos posteriores trámites 
únicamente sean objeto de  cancelación de registro ante 
entidades registradoras. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

7. ¿Cuáles considera 
que son las causas de 

la retardación de 
justicia, 

comprendiendo que la 

 
La retardación de la justicia en general, obedece a 
diferentes causas, sobre incumplimiento de plazos, 
suspensiones de audiencias injustificadas, falta de 
personal subalterno como auxiliares, oficiales, 
secretarios y ni que decir la falta de designación de 
jueces en las diferentes materias, la sobrecarga de 
procesos judiciales, entre otros temas.  
Ahora bien, es imperante resaltar que la naturaleza 
jurídica y los efectos jurídicos que se busca al demandar 
por la vía civil la falsedad de un documento notarial, el 
efecto jurídico que se requiere es la declaración de 
nulidad de un documento de cualquier índole, inclusive 
ingresando en temas de resarcimiento de daños y 
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declaración de 
nulidad en la vía civil 

resulta un doble juicio 
respecto a la 

declaración de 
falsedad en sede 

penal? ¿no sería una 
retardación 

innecesaria y 
burocrática? 

perjuicios; en cambio en la vía penal el efecto jurídico 
inmediato que se busca es la tutela de un bien jurídico 
protegido que es la fe pública y la seguridad en el tráfico 
jurídico de un documento notarial, en ese sentido la 
finalidad del proceso penal es el castigo a través de una 
pena a la persona que cometió este delito tipificado 
como tal en la normativa penal; empero, en la vía civil, 
la nulidad de un documento está orientada a sus 
efectos, es decir busca retrotraer los actos hasta el 
mismo momento en que se originaron las causas que 
derivaron en la nulidad de un documento, para empezar 
a reparar el daño emergente que se hubiere causado 
con esos actos contrarios a la ley. Lo que 
evidentemente, significa tramitar por medio de la vía 
judicial, dos procesos de nulidad en materias distintas, 
civil y penal, sobre un mismo asunto, ahora si nos 
detenemos a pensar en los efectos de ambos procesos, 
evidentemente éstos son diferentes, y aun así, resulta 
una retardación de justicia innecesaria y burocrática, por 
buscar una sentencia judicial tanto en la vía penal y 
luego en la civil, para que un mismo documento notarial, 
sea declarado falso y nulo, respectivamente, afectando 
inclusive la economía de las partes por los gastos en los 
que debe incurrir en ambos procesos. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

8. ¿Usted, cree que es 
conveniente que el 

ente rector del 
notariado 

plurinacional 
(DIRNOPLU) se 
encargue de la 
declaración de 

nulidad de 
documentos 
notariales, 

previamente 
declarados falsos en 

la vía penal?  

 
Cuando analizamos los proceso de nulidad de 
documentos notariales, sea en la vía penal o civil, 
debemos centrarnos en que se busca en ambos casos 
una “sentencia como acto jurisdiccional que sobre la 
base de la normativa sustantiva vigente, en observancia 
a los hechos alegados, negados y probados por las 
partes y luego de haber cumplido con las disposiciones 
adjetivas vigentes, define situaciones jurídicas en 
conflicto, sometiendo a su decisión a los justiciables y 
obligando al respeto de su contenido a la sociedad en 
su conjunto”, así se tiene desarrollado en la 
jurisprudencia constitucional; en consecuencia ese fallo 
que declare la nulidad de un documento notarial, debe 
hallarse bajo el sello de validez legal que la harán 
inmodificable e incuestionable, dando así seguridad 
jurídica a la partes en litigio, sobre la validez de la 
sentencia, alcanzando la autoridad de cosa juzgada 
material, por tanto inmutable en el tiempo, e impidiendo 
su revisión posterior; en consecuencia la nulidad de 
documentos notariales, deben ser declarado 
expresamente, por una autoridad competente. 
Una vez, que el fallo adquiere la calidad de cosa juzgada 
formal o material, no procede en su contra ningún 
proceso ordinario ni extraordinario de impugnación, y se 
abre únicamente la fase de ejecución, que implica el 
cumplimiento coercitivo de lo determinado en ella.  
Ahora bien, en ese contexto y centrándonos en el 
proceso penal que declara la falsedad de un documento 
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notarial, como ya lo habíamos referido, busca sancionar 
con pena privativa de libertad al que hubiere cometido el 
delito de falsedad; lo que posiblemente no esté 
buscando necesariamente la victima directa de ese acto 
ilegal (independientemente claro está de los intereses 
del Estado); sucede muchas veces, que ese documento 
notarial denunciado de falso, se encuentre registrado 
por ante las Oficinas de Derechos Reales o en su 
defecto en instancias como hoy es el Seprec, 
instituciones estales que por sus competencias registran 
los documentos notariales, a los fines de su publicidad y 
oponibilidad; en consecuencia la víctima, solo busca que 
esos registros emergentes de un documento declarado 
judicialmente como falso, sean restituidos y retrotraídos, 
hasta el mismo momento de reponer las partidas e 
inscripciones de los asientos anteriores, a los registros 
con el documento notarial que fueron declarados como 
falso; no siendo necesario instaurar otros procesos 
judiciales, para lograr que reponga o se restituya los 
registros correspondientes, en favor de la víctima. 
Entonces, es posible afirmar que la Dirnoplu, si bien 
propiamente se viera impedida de declarar la nulidad de 
un documento notarial, aún cuando éste previamente 
hubiere sido declarado falso en la vía penal; empero, 
existe la extrema necesidad de establecer un trámite 
administrativo, quizá similar al del trámite de reposición 
de firmas, sellos notariales y matrices protocolares; para 
que desde la Dirnoplu, en Resoluciòn administrativa, 
luego de conocer el fallo judicial sobre sentencia firme 
que declare la falsedad  de un documento notarial,  
disponga, la reposición de partidas por ejemplo ante las 
Oficinas de Derechos Reales; empero ello obedecerá, 
cuando la única pretensión del solicitante sea lograr que 
se deje sin efecto los registros sentados en estas 
oficinas públicas  emergentes de un documento notarial 
que fue declarado falso judicialmente. 
Todo este tratamiento, sin duda, descongestionará a la 
jurisdicción ordinaria, pero principalmente buscara que, 
en un tiempo oportuno y prudencial, para quien se ha 
constituido como víctima dentro del proceso penal, y se 
ha logrado una sentencia firme que declara de falso un 
documento notarial, y busca únicamente que se reponga 
las partidas en el registro correspondiente, pues se haga 
justicia.    

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Reitero, cuando analizamos los procesos de nulidad de 
documentos notariales, sea en la vía penal o civil, 
debemos centrarnos en que se busca en ambos casos 
una “sentencia como acto jurisdiccional que sobre la 
base de la normativa sustantiva vigente, en observancia 
a los hechos alegados, negados y probados por las 
partes y luego de haber cumplido con las disposiciones 
adjetivas vigentes, define situaciones jurídicas en 
conflicto, sometiendo a su decisión a los justiciables y 
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10. Desde su 
experiencia, 
¿Considera pertinente 
y necesario, la 
existencia de un 
procedimiento 
monitorio notarial 
desempeñado a 
través el órgano 
rector del notariado 
plurinacional 
(DIRNOPLU) para la 
declaración de 
nulidad de 
documentos 
notariales declarados 
falsos en sede penal?  

obligando al respeto de su contenido a la sociedad en 
su conjunto”, así se tiene desarrollado en la 
jurisprudencia constitucional; en consecuencia ese fallo 
que declare la nulidad de un documento notarial, debe 
hallarse bajo el sello de validez legal que la harán 
inmodificable e incuestionable, dando así seguridad 
jurídica a la partes en litigio, sobre la validez de la 
sentencia, alcanzando la autoridad de cosa juzgada 
material, por tanto inmutable en el tiempo, e impidiendo 
su revisión posterior; en consecuencia la nulidad de 
documentos notariales, deben ser declarado 
expresamente, por una autoridad competente. 

Una vez, que el fallo adquiere la calidad de cosa juzgada 
formal o material, no procede en su contra ningún 
proceso ordinario ni extraordinario de impugnación, y se 
abre únicamente la fase de ejecución, que implica el 
cumplimiento coercitivo de lo determinado en ella.  

Ahora bien, en ese contexto y centrándonos en el 
proceso penal que declara la falsedad de un documento 
notarial, como ya lo habíamos referido, busca sancionar 
con pena privativa de libertad al que hubiere cometido el 
delito de falsedad; lo que posiblemente no esté 
buscando necesariamente la victima directa de ese acto 
ilegal (independientemente claro está de los intereses 
del Estado); sucede muchas veces, que ese documento 
notarial denunciado de falso, se encuentre registrado 
por ante las Oficinas de Derechos Reales o en su 
defecto en instancias como hoy es el Seprec, 
instituciones estales que por sus competencias registran 
los documentos notariales, a los fines de su publicidad y 
oponibilidad; en consecuencia la víctima, solo busca que 
esos registros emergentes de un documento declarado 
judicialmente como falso, sean restituidos y retrotraídos, 
hasta el mismo momento de reponer las partidas e 
inscripciones de los asientos anteriores, a los registros 
con el documento notarial que fueron declarados como 
falso; no siendo necesario instaurar otros procesos 
judiciales, para lograr que reponga o se restituya los 
registros correspondientes, en favor de la víctima. 

Entonces, es posible afirmar que la Dirnoplu, si bien 
propiamente se viera impedida de declarar la nulidad de 
un documento notarial, aún cuando éste previamente 
hubiere sido declarado falso en la vía penal; empero, 
existe la extrema necesidad de establecer un trámite 
administrativo, y como se señala, bien podría 
denominarse como trámite monitorio notarial, y asimilar 
en cuanto a su procedimiento a los trámites de 
reposición de firmas, sellos notariales y matrices 
protocolares; para que desde la Dirnoplu, en Resoluciòn 
administrativa, luego de conocer el fallo judicial sobre 
sentencia firme que declare la falsedad  de un 
documento notarial,  disponga, la reposición de partidas 
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por ejemplo ante las Oficinas de Derechos Reales; 
empero ello obedecerá, cuando la única pretensión del 
solicitante sea lograr que se deje sin efecto los registros 
sentados en estas oficinas públicas  emergentes de un 
documento notarial que fue declarado falso 
judicialmente. 

Todo este tratamiento, sin duda, descongestionará a la 
jurisdicción ordinaria, pero principalmente buscara que 
en un tiempo oportuno y prudencial, para quien se ha 
constituido como víctima dentro del proceso penal, y se 
ha logrado un sentencia firme que declara de falso un 
documento notarial, y busca únicamente que se reponga 
las partidas en el registro correspondiente, pues se haga 
justicia. 
 
 

 
 

12. Desde su 
experiencia, ¿Cómo 

evalúa la introducción 
de un procedimiento 
monitorio notarial, 
que abarque los 

trámites 
administrativos de 

reposición de firmas, 
reposición de 

partidas, declaración 
de nulidad de 

documentos falsos y 
otros por crearse (ex-

novo)? 

Los progresos constantes, que coadyuven al desarrollo 
de la sociedad en términos del vivir bien o la cultura de 
paz, siempre serán positivos, introduciendo y 
reconociendo facultades, potestades y atribuciones a 
otras instancias del estado, como lo que hoy se plantea 
con los trámites administrativos que bien podrán 
denominarse como trámites monitorios notariales, que 
abarquen los trámites de reposición de firmas, sellos 
notariales, escrituras pública, reposición de partidas, 
esta última previa existencia de una sentencia firme que 
declare la falsedad de un documento notarial, siendo 
factible, instaurar un trámite que quizá no derive en una 
declaración de nulidad de documento notarial, empero 
pude ser en términos de factibilidad, lograr instaurar un 
trámite sobre la reposición de partidas, como se tiene 
ampliamente explicado, a través de lo que se pretende 
instaurar un trámite monitorio notarial. 
Nota: (Elaboración Propia, 2023) 
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Anexo 3. III - ENTREVISTA ESTRUCTURADA (GUÍA DE ENTREVISTA) 

PREGUNTAS INTRODUCTORIAS  

1. ¿Usted, considera que el ámbito notarial a través del notario y su ente rector, tiene 
facultades preventivas y resolutivas en procura de la desjudicialización?  

2. ¿Usted, considera que la deontología notarial repercute en el notario y su 
institucionalidad (DIRNOPLU), para la desjudicialización de los litigios, 
desempeñando procedimientos que coadyuven a la rápida y pacifica solución de los 
conflictos?   

PREGUNTAS DE TRANSICIÓN.  

3. ¿Considera usted que los notarios de fe pública y, por ende, su órgano rector 
(DIRNOPLU) pueden resolver conflictos de índole civil sin la necesidad de acudir a la 
vía jurisdiccional?  

4. En su experiencia, ¿Qué tramites cree que pueden ser puestos a conocimiento de un 
notario de fe pública y su órgano rector, aparte de algunos procesos voluntarios y los 
tramites de reposición de partida y firmas?   

5. En su opinión, ¿Considera usted que el órgano rector del notariado plurinacional tenga 
que conocer los trámites de reposición de firmas y partidas? ¿Cree que podrían 
añadirse otros supuestos?  

6. Desde su perspectiva ¿Cómo considera que debería tramitarse la nulidad de 
documentos notariales previamente declarados falsos en la vía penal?  

7. ¿Cuáles considera que son las causas de la retardación de justicia, comprendiendo 
que la declaración de nulidad en la vía civil resulta un doble juicio respecto a la 
declaración de falsedad en sede penal? ¿no sería una retardación innecesaria y 
burocrática?  

 
PREGUNTAS CENTRALES. 

8. ¿Usted, cree que es conveniente que el ente rector del notariado plurinacional 
(DIRNOPLU) se encargue de la declaración de nulidad de documentos notariales, 
previamente declarados falsos en la vía penal?  

9. En su opinión, ¿Qué otro método o herramienta jurídica en el ámbito notarial se podría 
encargar de la rápida declaración de nulidad de documentos notariales declarados 
falsos en sede penal sin la necesidad de acudir a la vía civil?  

10. Desde su experiencia, ¿Considera pertinente y necesario, la existencia de un 
procedimiento monitorio notarial desempeñado a través el órgano rector del notariado 
plurinacional (DIRNOPLU) para la declaración de nulidad de documentos notariales 
declarados falsos en sede penal?  

11. ¿Usted considera que el rol de la dirección del notariado plurinacional se extienda en 
sus facultades y prerrogativas para la declaración de nulidad de documentos 
notariales falsificados, previamente resueltos en un proceso penal?  

12. Desde su experiencia, ¿Cómo evalúa la introducción de un procedimiento monitorio 
notarial, que abarque los trámites administrativos de reposición de firmas, reposición 
de partidas, declaración de nulidad de documentos falsos y otros por crearse (ex-
novo)?  
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PREGUNTA DE CIERRE. 

13. ¿Qué sugerencias modificatorias realizaría a la Ley 483, Ley del Notariado 
Plurinacional, para que el ente rector del notariado plurinacional (DIRNOPLU) 
conjuntamente con los notarios cumplan con su rol jurídico y deontológico, para 
resolver conflictos en los cuales se declare la nulidad de documentos declarados 
falsos en previo proceso penal? 

14. Finalmente, ¿Consideraría factible y necesario la posibilidad de un procedimiento 
monitorio notarial realizado a través del ente rector del notariado plurinacional 
(DIRNOPLU), para la declaración de nulidad de documentos notariales previamente 
declarados falsos en sede penal?  

 

RESULTADO DE LA ENTREVISTA 3 

a. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA ENTREVISTADA. 

- Nombre: Dra. Reyna Brañez Serrano 

- Unidad de estudio: Juez Público Civil y Comercial 8° de El Alto 

- Ocupación: Juez 

- Profesión: Abogado 

b. DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA ENTREVISTA. 

- Día de la entrevista: 13 de agosto de 2023 

- Hora de la entrevista: 12:15 P.M. 

- Duración de la entrevista: 12 minutos 

- Lugar en el que se ha realizado la entrevista: despacho judicial  

Los principales resultados (información verbal22) se describen a continuación: 

  

 

22 Información ofrecida por Reyna Brañez Serrano - Juez Público Civil y Comercial 8° del 
Distrito Judicial de El Alto del TDJLP. 
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Tabla 6. Entrevista a Juez Público Civil y Comercial 8° del Distrito Judicial de El Alto 
del TDJLP. 

PREGUNTA RESPUESTA 
 
 
 
 
 

1. ¿Usted, como 
examina y observa el 

enfoque de la 
desjudicialización de 
los litigios de índole 

voluntaria? 

 
El tema de la desjudialización por vía notarial me parece 
un gran avance en el tema de administración de justicia 
pues el hecho de que podamos tramitar ante las 
Notarias temas que pueden hacer via administrativa 
como lo están haciendo a la fecha me parece un gran 
logro y un avance porque disminuye la carga procesal 
que se tiene en juzgados ordinarios a diario entran le 
digo como demandas nuevas entre ocho y siete 
demandas nuevas y tenemos que también contar ahí el 
tema de la carga procesal que se tiene de 40 a 60 
memoriales y yo le hablo esto a nivel de la ciudad de El 
Alto porque la carga procesal ha crecido 
abundantemente no sé cómo será el distrito de La Paz 
me imagino que tal vez es en menor cantidad porque en 
El Alto hay pocos juzgado civiles en cambio en la ciudad 
de El Alto hay más de una veintena de juzgados 
entonces es por eso que a nosotros nos limita el tiempo 
no porque no queramos avanzar pero esas son las 
contingencias que ocurre a tiempo de administrar 
justicia y si cuanto más se desjudialice todos los tramites 
que tendrían que llevarse administrativa me parece 
acertado.  

 
2. ¿Usted 

consideraría que el 
ámbito notarial es un 

complemento 
necesario e 

imprescindible para la 
desjudializacion de 

los procesos? 

 
Así es, me parece es un punto muy pertinente, 
necesario, imprescindible que se desjudicialice como se 
ha hecho no, el tema de los divorcios que se comentaba 
y también el tema de la declaratoria de herederos por 
vía notarial cuando no hay contención también es pues 
acertado y ha generado que se disminuya la carga 
procesal. 
 
 

 
3. ¿Considera usted 
que los notarios a 
través de su ente 
rector como es de 

nosotros la 
DIRNOPLU deberían 
intervenir deberían 

tener ciertas 
facultades para las 

resoluciones 
pacificas de los 

Si, si me parece adecuado por el tema también de que 
ellos son funcionarios públicos y dan fe de sus actos 
entonces tendrían que las partes o los litigantes seres 
muy osados para poderles querer sorprender digamos 
en sus actuaciones que hagan no basta que como el 
tema que usted dice que no hay litis que no haya 
contención que no haya disputa digamos de bienes es 
adecuado que conozcan nos generaría menor carga 
procesal a nosotros y estaríamos actuando con los 
proceso si importantes si contenciosos sí que merecen 
una sentencia entonces dictaminar y darle una mayor 
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conflictos que no 
sean controvertidos o 

sin Litis? 

que le digo mayor disponibilidad de tiempo seguridad o 
mayor interés de parte del juez determinar esos 
procesos. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

4. ¿Considera que la 
nulidad de 

documentos 
notariales declarados 
falsos en vía penal es 

eficiente de 
desempeñarse en la 
vía judicial o sería 
más idóneo que se 

realice en la vía 
notarial? 

 
 
En ese punto considero que considero yo creo que y me 
parece pertinente que siempre y cuando la curse una 
sentencia con calidad de cosa juzgada que la sentencia 
declare en la vía penal la falsedad del documento pero 
con calidad de cosa juzgada y talvez me atrevo a decir 
que agotando el tema de la revisión extraordinaria de 
sentencia que una vez que se concluye el tema ordinario 
se tiene también un año para poder impugnar el fallo una 
vez que transcurra eso el tiempo establecido podría si 
adecuado y pertinente que vía notarial se pueda ya 
determinar la falsedad para ser viable el tema de bienes 
en cuanto a declaratoria porque al final en vía penal no 
se juzga pues ahí los bienes se juzga la responsabilidad 
penal del imputado del acusado únicamente pero el 
tema de la definición de los bienes a declararse siempre 
se tiene que acudir a la vía civil pero si ya hay una 
declaración judicial donde cursa una sentencia 
declarada por una autoridad competente por la vía penal 
donde ese documento es falso y parecerá redundante 
no el hecho de acudir nuevamente pero a la vía civil 
únicamente pare la declaratoria de falsedad también de 
los documentos y por sus efectos de bienes respecto a 
ello. 
 
 

 
5. ¿Considera 

pertinente que exista 
un doble litigio para la 

nulificación de los 
documentos 
notariales? 

Considerando que 
existe un previo juicio 
penal y en lo posterior 

un juicio ordinario 
civil.). 

 
Claro que la vía ordinaria es además muy amplia en 
cuanto a su procedimiento sobre todo el tema de las 
apelaciones que no es inmediato porque se tiene un 
término medio de dos a tres años para que del Tribunal 
Departamental emitan su auto de vista y que decir del 
tema de casación cuando va tres cuatro años digamos 
entonces el mismo tiempo de plazo que se utiliza para 
la vía penal para los procesos penales y mire estaríamos 
hablando de duplicidad de años que tenga que abarcar 
dos procesos.   
 

 
6. En su experiencia 

¿considera que el 
proceso ordinario (de 
conocimiento) para la 

nulidad de 
documentos sea el 

medio idóneo para su 
respectiva sanción de 

nulidad? 
Considerando que ya 

existió una 

 

No, sería el medio idóneo si cuando a esa presentación 
de demanda sea inmediata sea rápida sea pronta 
digamos, pero estamos hablando incluido el tema de 
procedimiento a seguirse el ordinario con los plazos que 
prevé la norma, pero adecuando a nuestra realidad no, 
no es una justicia pronta y oportuna que todo litigante 
está esperando.  
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determinación judicial 
que declara la 
falsedad de los 

mismos (documentos 
notariales 

falsificados). 

 
7. ¿Usted podría 
considerar pertinente 
que el Ente rector del 
Notariado, como es la 
DIRNOPLU, pueda 
desempeñar un 
procedimiento 
especial y rápido para 
la sanción de nulidad 
considerando se trate 
de un documento 
falso en la vía penal y 
haya agotado todas 
las vías y ya se halla 
ejecutoriada la 
sentencia? 

 

Claro si, sería adecuado no y así también nos generaría 
en el tema de una menor carga procesal en el tema de 
nulidades porque a menudo se hace también ello en la 
práctica lo que pasa es que nos presentan demandas 
nuevas argumentando la nulidad pero nulidad sin 
presentar documentación ósea justamente la causa 
ilícita que son las falsedades de los documentos no se 
tiene presentación de documento de como en este caso 
si se presente una sentencia ejecutoriada por la vía 
penal donde se ha discutido este tema entonces donde 
más el juez puede averiguar dónde más tendría que 
pedir medidas para mejor, no le veo ya más prueba que 
pedir. 
 
 

8. ¿Consideraría la 
posibilidad de un 

procedimiento 
monitorio notarial 

para la declaración de 
nulidad de 

documentos 
notariales 

previamente 
declarados falsos en 

sede penal? 

 

Si adecuado, pero siempre y cuando este adquiera la 
calidad de cosa juzgada y para no dotar de 
incertidumbre digamos no a los litigantes sabiendo el 
litigante ya va a saber que este documento es falso 
entonces lo que tengo que hacer es vía administrativa o 
vía notarial también sus efectos se puedan lograr por la 
vía civil y si me parece adecuado la propuesta que se 
realiza.  

9. ¿Considera que la 
sentencia penal 
condenatoria de 
declaración de 
falsead de un 

documento notarial, 
es título suficiente y 
valido para hacerse 
valer por sí misma y 

declarar la nulidad del 
documento notarial, 
sin la necesidad de 
recurrir al juez civil? 

 

Claro si monitorio el tema la naturaleza jurídica misma 
del proceso monitorio es el derecho de que sea 
inmediato rápido y no admite tampoco segunda 
instancia o como se dice es si sería adecuado y 
pertinente para el caso 

Nota: (Elaboración Propia, 2023)  
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Anexo 4. BOLETA DE ENCUESTA 

ENCUESTA DIRIGIDA A NOTARIOS DE FE PÚBLICA DE LA PAZ Y 
PROFESIONALES EN DERECHO CON ESPECIALIDAD EN LA MATERIA 

 

1. ¿Cree usted que la función notarial en el Estado Plurinacional de Bolivia debe 
realizarse en el marco de la atención a la población con calidad y calidez?  

a) Muy de acuerdo.  
b) De acuerdo.  
c) No responde.  
d) En desacuerdo.  
e) Muy en desacuerdo.  

2. ¿Considera que en estrados judiciales existe demasiada carga procesal que 
conlleva a una congestión judicial o mora procesal misma que afecta al derecho 
de acceso a la justicia desde la óptica de protección de los derechos? 

a) Definitivamente sí.  
b) Indeciso.  
c) Definitivamente no. 

3. ¿Considera que la función notarial es el método paliativo idóneo para evitar la 
congestión judicial y la excesiva mora procesal, incrementando las funciones 
del notario como agente de prevención y resolución de conflictos, 
conjuntamente con su ente rector, la Dirección del Notariado Plurinacional - 
DIRNOPLU?  

a) Muy de acuerdo.  
b) De acuerdo.  
c) No responde.  
d) En desacuerdo.  
e) Muy en desacuerdo.  

4. ¿Considera usted que los notarios de fe pública y, por ende, su órgano rector 
(Dirección del Notariado Plurinacional - DIRNOPLU) pueden resolver conflictos 
de índole civil sin la necesidad de acudir a la vía jurisdiccional?  

a) Definitivamente sí.  
b) Indeciso.  
c) Definitivamente no. 
 

5. ¿Considera que el órgano rector del notariado plurinacional (Dirección del 
Notariado Plurinacional - DIRNOPLU) tenga potestades para declarar nulidad de 
documentos notariales, previamente declarados falsos material e 
ideológicamente en sede penal?   

a) Definitivamente sí.  
b) Indeciso.  
c) Definitivamente no. 

6. ¿Considera adecuada la inserción de un nuevo instituto jurídico notarial, dicho 
sea, el “procedimiento monitorio notarial”, para la declaración de nulidad de 
documentos notariales, previamente declarados falsos en sede penal? 

a) Muy de acuerdo.  
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b) De acuerdo.  
c) No responde.  
d) En desacuerdo.  
e) Muy en desacuerdo.  

7. ¿Considera que los notarios de fe pública y, por ende, la dirección del notariado 
plurinacional (DIRNOPLU), pueden resolver conflictos de índole civil declarando 
la nulidad de documentos notariales falsificados, previa sentencia penal 
condenatoria ejecutoriada?  

a) Definitivamente sí.   
b) Indeciso.  
c) Definitivamente no. 

8. ¿Considera usted que el procedimiento monitorio notarial –entendido como un 
método corto y rápido para la tutela de los derechos– podría ser el método 
idóneo para la declaración de nulidad de documentos notariales declarados 
falsos en sede penal? 

a) Muy de acuerdo.  
b) De acuerdo.  
c) No responde.  
d) En desacuerdo.  
e) Muy en desacuerdo.  

9. ¿Considera que la declaración de nulidad de un documento notarial en la vía 
civil, es un “doble juicio”, puesto que previo al mismo se debe realizar un 
proceso penal que declare falsos los documentos notariales? ¿No sería una 
retardación innecesaria y burocrática? 

a) Muy de acuerdo.  
b) De acuerdo.  
c) No responde.  
d) En desacuerdo.  
e) Muy en desacuerdo.  

10. ¿Considera factible y necesario la posibilidad de un procedimiento monitorio 
notarial realizado a través del ente rector del notariado plurinacional 
(DIRNOPLU), para la declaración de nulidad de documentos notariales 
previamente declarados falsos en sede penal? 

a) Definitivamente sí.  
b) Indeciso.   
c) Definitivamente no. 

11.  A modo de conclusión, ¿considera necesaria la inclusión de un nuevo 
paradigma civilizatorio en el ámbito notarial, vale decir, la introducción de 
nuevos métodos (como el que ahora se plantea “proceso monitorio notarial) que 
coadyuven a la rápida disolución de situaciones jurídicas conflictivas y 
coadyuven por ende a la cultura de paz y a la seguridad jurídica?  

a) Muy de acuerdo.  
b) De acuerdo.  
c) No responde.  
d) En desacuerdo.  
e) Muy en desacuerdo.  

  



119 

 

Anexo 5. FORMATO DE ENCUESTA VIA GOOGLE FORMS 
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